
La Constitución de 1857, una mirada desde el siglo xxi ofre-
ce una nueva apreciación de este texto fundamental en la
óptica contemporánea, al combinar enfoques históricos y ju-
rídicos para analizar su trascendencia. Mediante un estudio
minucioso de las versiones facsimilares de los documentos
originales, la obra revela el proceso de creación y las discu-
siones que dieron forma a esta ley suprema, además de que
destaca su papel como piedra angular del constitucionalis-
mo mexicano. Este análisis no solo rescata el contexto de su
elaboración, sino que también ilumina su influencia en el
desarrollo de las leyes supremas posteriores.

El impacto de la Constitución de 1857 se extiende más 
allá de su texto para moldear el ejercicio del gobierno y 
la función pública en México. La obra examina cómo sus 
principios liberales —por ejemplo, la separación de poderes, 
la libertad de culto y la igualdad ante la ley— sentaron las 
bases para un sistema democrático forjado en el siglo xxi. 
Asimismo, explora cómo estas ideas han permeado en la
concepción moderna de la democracia mexicana.

Finalmente, esta relectura invita a reflexionar acerca de la 
vigencia de los ideales plasmados en la Constitución de 1857 
y su relevancia en los desafíos actuales. Al conectar el pasado  
con el presente, los textos no solo enriquecen el entendi-
miento histórico, sino que también ofrecen herramientas 
para repensar el futuro de las instituciones democráticas en 
México, al subrayar la importancia de preservar y actualizar 
los principios constitucionales en tiempos de cambio.
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En 2026 se cumplen 170 años de la instalación del congreso redactor de  
esta Constitución de 1857, una de las más emblemáticas en la historia  
de México. La presente edición del Tribunal Electoral del Poder Judi-
cial de la Federación (tepjf) se orienta a la conmemoración de este tras-
cendental acontecimiento. La integran un facsimilar y diversos estudios 
realizados por personas expertas en la historia del constitucionalismo 
mexicano.

Así, se rinde homenaje a uno de los documentos patrios más 
trascendentes para la configuración de la cultura jurídico-política mexi-
cana, con resonancias en la Constitución que hoy rige y que planteó de-
bates que aún tienen una extraordinaria vigencia para la vida pública 
nacional.

La Constitución de 1857 instaló principios fundamentales de la estruc-
tura del Estado mexicano: un régimen federal, la soberanía nacional, el  
unicameralismo, un presidencialismo moderado, la libertad de culto y  
el principio de laicidad o el juicio de amparo. Es destacable su no radica-
lidad en temas que surgirían después, con la Guerra de Reforma.

La emisión de dicha ley suprema daría pie a la reforma liberal impulsa-
da por personajes ilustres como Benito Juárez, Sebastián Lerdo de Tejada  
o José María Iglesias. De esa manera, conforme a los ideales liberales, 
se eliminaron los fueros eclesiásticos y militares, se desamortizaron  
los bienes comunales y se debilitaron las prerrogativas económicas de 
la Iglesia.

Las razones por las cuales la Constitución de 1857 merece esta con-
memoración no se reducen a un recordatorio feliz. La mejor forma de rea-
lizarla es mediante su análisis reflexivo, el examen de sus raíces y de su 
contenido, la observación detenida acerca de los efectos que ha tenido 
para la vida institucional, la democracia y los derechos y las libertades 
de las y los mexicanos.
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14 Presentación

Eso es justo lo que logra esta edición de La Constitución de 1857, una  
mirada desde el siglo xxi, coordinada por Alejandro Rosas Robles.

Son coincidentes las reflexiones de conjunto de las autorías en el sentido 
de que, durante la mitad del siglo xix, la batalla ideológica y cultural entre 
liberales y conservadores configuró un escenario en el que se alzó un pro-
yecto de nación con una vocación fallida de permanencia.

Es afortunada la metáfora de Alejandro Rosas cuando en su estudio pre-
liminar se refiere a estas reflexiones como un viaje. En efecto, lo es, de ida y 
de vuelta, desde la perspectiva de que aproximarse al contenido de la Cons-
titución decimonónica devuelve a un lugar que resulta conocido y que ha 
trascendido al tiempo actual en muchos de los valores construidos por el 
pensamiento liberal, ineludiblemente fundacional para esta nación.

El profesor Rosas conduce por la ruta de lo que denomina la gran déca-
da nacional (1857-1867). La revolución liberal de Ayutla de 1854 pretendía 
una transformación política y social, de alcances profundos, a partir de la 
reivindicación de las libertades individuales y la igualdad ante la ley frente 
a la dictadura de Antonio López de Santa Anna.

Alejandro Rosas arriba a los tiempos de Juárez con una visión profunda-
mente crítica. En ese sentido, hace evidente un pragmatismo gubernamen-
tal en un contexto en el que la Constitución de 1857 carece de fuerza jurídica 
y, por ende, de normatividad efectiva.

Por su parte, Carlos David Silva Cázares evidencia que la Constitución de 
1857 amalgamó un proyecto que buscó superar las estructuras virreinales y 
posindependentistas. Un proyecto de un liberalismo dominante pero inmer-
so en el conflicto político y que, no obstante, logró un legado jurídico imbo-
rrable en el tiempo.

Coincide en que ese legado se encuentra en la reforma radical de la re-
lación entre el Estado y la Iglesia, el Ejército y las corporaciones tradiciona-
les. En su capítulo, analiza estos puntos para dimensionar la posición que 
debe atribuírsele a la Constitución de 1857 en el orden jurídico-histórico y 
el imaginario político mexicano.

En su turno, Rogelio Ibarra Juárez pone énfasis en la herencia liberalista y 
federal de dicha ley suprema. A partir de sus reflexiones, puede confirmarse  
la profunda actualidad que significa comprender el desarrollo histórico, ideo-
lógico e institucional que sus ideales significaron para el vigente constitucio-
nalismo mexicano. Incluso algunos de esos debates están inconclusos al día 
de hoy, como los concernientes a las relaciones entre poder y derecho, el li-
beralismo como ideología de las libertades individuales y la normatividad 
racional del Estado; o también los problemas del federalismo, visto como  
arquitectura territorial del poder. 

Desde esa experiencia histórica, Ibarra hace recordar que toda construc-
ción jurídica exige conexión con la realidad social, con instituciones sólidas 
y con una ciudadanía activa. Así, analizar la Constitución de 1857 no debe 
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significar un ejercicio nostálgico, sino un compromiso y una exigencia crítica  
para entender el presente.

Por su parte, Carla Erika Ureña Aguilar concentra su atención en la impor-
tante e influyente figura de las garantías individuales en dicha ley suprema. La 
autora observa desde el inicio, de manera crítica, la ausencia de las mujeres y 
de las poblaciones indígenas en la normatividad liberalista de la carta magna. 
Ello, en el paradójico marco de un ordenamiento jurídico que, sin embargo, ca-
be calificar de progresista en las coordenadas de su tiempo. La construcción del 
concepto Estado con una visión de homogeneidad terminó por excluir, margi-
nar y, directamente, discriminar a ciertos sectores sociales que no encajaban 
en la definición individualizada del hombre frente a la ley.

Esta visión crítica desde la tendencia liberalista de la Constitución decimo-
nónica lleva a reflexionar acerca de la importancia y del legítimo fundamento  
de las reformas posteriores, ya en la Constitución de 1917. En especial, los  
artículos 2 y 4, que se convirtieron en bases jurídicas fundamentales para el 
reconocimiento de estos derechos, en la búsqueda de la igualdad y la inclu-
sión social en los días que corren.

Finalmente, Salvador Mejía Álvarez se enfoca en las lecciones olvidadas 
de la Constitución de 1857. Rememora el rompimiento que esta norma fun-
damental significó para el carácter confesional del Estado y para la consolida-
ción del liberalismo como base ideológica de la vida institucional. Coincide en 
que sus contenidos sentaron las bases para un marco normativo moderno, a 
pesar de que los derechos ahí instituidos se enfrentaron a obstáculos prácti-
cos como consecuencia de la inestabilidad política de la época.

Sobre esas bases ocurrieron procesos fundamentales para la definición  
del Estado, como la nacionalización de los bienes del clero, la secularización de  
las instituciones educativas y funerarias o la instalación del Registro Civil 
como atribución estatal. Todo ello limitó el poder político y económico que 
ejercía la Iglesia católica, consolidándose el principio de laicidad que, ya en 
la Constitución de 1917, se convirtió en un signo identitario para el sistema 
político constitucional mexicano del siglo xx.

Los textos que aquí se presentan permiten considerar que, en efecto, sin 
las ideologías que dieron paso a la creación de la Constitución de 1857 y sin la  
centralidad de sus contenidos, el constitucionalismo mexicano tendría un rostro  
diametralmente diferente al que tiene el día de hoy.

Así, con esta obra, se cumple uno de los objetivos principales de los esfuerzos e 
ditoriales del tepjf. Es decir, honrar su quehacer educativo, de formación y 
de divulgación de la cultura y de la historia constitucional, en beneficio de  
la democracia mexicana y de su porvenir.

Felipe de la Mata Pizaña
Magistrado de la Sala Superior del Tribunal

Electoral del Poder Judicial de la Federación
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Dicen que no hay nada más viejo que el periódico del día anterior. Es una  
máxima que también podría aplicarse a las leyes: aparentemente, una ley  
derogada es parte del archivo muerto en la historia legislativa de un país. 
Sin embargo, esta afirmación no se sostiene: la historia del derecho, las 
leyes, las constituciones y los procesos que les dieron origen es letra  
viva en tiempo presente.

Parece ocioso discutir, analizar y polemizar acerca de las constitucio-
nes de México cuando la única que está en vigor, con sus casi 1,000 re-
formas, es la de 1917, que ya rebasó el siglo. De hecho, es la carta magna 
que más ha logrado sobrevivir a la clase política mexicana y a sus con-
tradicciones. No obstante, la Constitución actual no se entiende sin las  
siete constituciones anteriores —incluidas la de Cádiz (1812) y la de  
Apatzingán (2014)—. Los primeros cuestionamientos saltan a la vista al 
hacer cuentas: ¿ocho constituciones en poco más de 200 años? De ahí la 
necesidad de profundizar en el pasado.

Como parte de la función de promover y divulgar el conocimiento en 
la materia político-electoral, la Escuela Judicial Electoral ha desarrollado  
obras que dan cuenta de los procesos constituyentes de México; las  
primeras dos se acercaron a la Constitución de 1824. 

Este proceso develó la necesidad de continuar el camino iniciado: 
acercar a la ciudadanía en general a la historia de las constituciones  
nacionales, porque permiten entender el devenir histórico, político y social  
del país. También, en buena medida, porque todavía hay muchas claves  
por encontrar en periodos anteriores para comprender la situación por 
la que atraviesa México en la actualidad, en términos del respeto a la 
ley y a las instituciones.
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Es momento de que la Constitución de 1857 pase al escenario de la his-
toria y, con la presente obra, se ofrece un acercamiento a la convulsionada 
mitad del siglo xix, cuando los liberales y los conservadores finalmente se 
enfrentaron para tratar de imponer sus particulares proyectos de nación.

La Constitución liberal fue solo el catalizador de una serie de contradic-
ciones que se venían gestando desde tiempo atrás, pero que encontraron 
terreno fértil para incendiar al país a partir de un principio básico que mo-
lestó a la clase gobernante anterior al ascenso de los liberales: establecer, 
necesariamente, la igualdad ante la ley y acabar, de una vez por todas, con 
la perniciosa relación que guardaban el Estado y la Iglesia en detrimento 
de la cosa pública.

Mediante la particular mirada de dos historiadores y tres abogados, las 
personas lectoras pueden acercarse a las causas histórico-legales, así como  
al desarrollo y las consecuencias que trajo consigo la promulgación de la 
Constitución de 1857; descubrir las grandes semejanzas que todavía res-
guarda la Constitución de 1917 con la anterior carta magna; analizar la con-
cepción de los derechos humanos en la actualidad, a la luz de lo que fue la 
convulsionada década de 1850 hasta la de 1860; pero, sobre todo, entender 
por qué una gran Constitución, como la de 1857, transformó su naturaleza 
legal para convertirse, con eficacia, en bandera política, en argumento ideo-
lógico y en principio rector para la defensa de la República, la soberanía, la 
democracia y la ciudadanía.
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Alejandro Rosas Robles
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Dos generaciones

Una vez que México consumó su independencia en 1821, el camino hasta 
su consolidación como Estado-nación —la cual puede establecerse luego 
del triunfo de la República ante el Imperio en 1867— estuvo determina-
do más por las armas que por las leyes, no obstante que hubo un cons-
tante y minucioso esfuerzo de que el nuevo país se desarrollara en un 
marco legal e institucional.

En el breve periodo de 1824 a 1856, la clase política mexicana se encar- 
gó de redactar constituciones a diestra y siniestra: en poco más de 30 
años, el país conoció cuatro: la Constitución de 1824, las Siete Leyes de 
1836, las Bases Orgánicas de 1843 y el Acta de Reformas Constituciona-
les de 1847. Curiosamente, todas ellas, fueron discutidas y promulgadas 
por la generación de políticos que recibió el poder en 1821 de manos de 
los españoles.

La mayor parte de los hombres de esta generación nació y creció 
cuando México todavía era Nueva España —en los últimos años del si-
glo xviii—. Eran de origen criollo, muchos siguieron la carrera militar y, 
hacia el final de la Guerra de Independencia, se sumaron del Ejército  
Trigarante. Tomaron el camino de las armas y de la política; adquirie-
ron experiencia bajo las distintas administraciones de Antonio López de 
Santa Anna, o bajo alguno de los más de 40 presidentes que tuvo el país 
entre 1824 y 1855. 

La caída de Santa Anna en 1855 fue un parteaguas, no por el personaje 
en sí mismo, sino porque representó un relevo generacional en las estruc-
turas del poder y marcó el tránsito inevitable de la patria hacia el liberalis-
mo. Con excepción de Benito Juárez, nacido en 1806, la nueva generación 
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de hombres nació unos años antes de la consumación de la Independen-
cia, o bien en los años inmediatos, por lo que su infancia y su juventud  
las vivieron en los primeros y difíciles años del México independiente.

La mayoría de ellos estudió en las primeras escuelas liberales que sur-
gieron en las principales ciudades del país en la década de 1820, como el 
Instituto de Ciencias y Artes de Oaxaca o el Instituto Literario del Estado de  
México. Conocieron la masonería y se formaron en carreras liberales, pero, 
sobre todo, vivieron la amarga experiencia de las guerras con el exterior, la 
ocupación de un ejército invasor y la pérdida del territorio nacional. 

La mayoría de los miembros de esta generación a la cual pertenecían 
Ponciano Arriaga (1811), Melchor Ocampo (1814), Ignacio Ramírez (1818), 
Guillermo Prieto (1818), Sebastián Lerdo de Tejada (1823), Francisco Zarco 
(1829) e Ignacio Manuel Altamirano (1834), entre otros, ingresó a la Adminis-
tración pública hacia mediados de la década de 1840, o incluso después; lo  
hicieron en cargos de mediana importancia y fueron testigos del despilfa-
rro y la corrupción que imperaba en casi todas las estructuras del gobierno, 
que todavía encabezaban los criollos en 1853. 

Esta generación, además, se identificó claramente con las ideas liberales 
que llegaron desde Europa durante la década de 1830, con el federalismo, el 
sistema republicano, la división de poderes y todos los elementos constitu-
cionales que podían transformar a México en un Estado-nación. 

Por eso, cuando fue derrocado Santa Anna en 1855, vieron la posibilidad  
real de imponer el relevo generacional sostenido a partir del proyecto de 
nación liberal, que necesitaba quitarse de encima los lastres coloniales  
que todavía arrastraba el país: los fueros y privilegios de la Iglesia y el 
Ejército. 

La presente obra, que incluye un facsimilar, es un viaje al México de 1856 
y 1857. Es el momento en que los liberales decidieron tomar las riendas del 
país por medio de la ley, es decir, una nueva constitución acorde con las 
circunstancias que se vivían, y dieron un paso adelante para comenzar una 
transformación sin precedente, al menos en la letra. 

El Constituyente de 1856-1857

De acuerdo con lo previsto por el Plan de Ayutla, el Congreso Constituyente 
fue convocado el 16 de octubre de 1855 por los liberales. Una vez reunido, 
comenzaron los debates con el fin claro, preciso y conciso de “constituir a 
la Nación bajo la forma de República democrática, representativa y popu-
lar” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1901).
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De los 155 miembros del Congreso, la mayoría eran liberales moderados; 
algunos eran radicales y había una pequeña fracción de diputados defensores  
del conservadurismo. A pesar de que el tema eclesiástico fue recurrente, 
las discusiones nunca se trataron respecto al dogma católico en el que to-
dos creían. 

La primera gran discusión estuvo centrada sobre si era necesario crear 
una nueva constitución o restablecer la de 1824. Quienes estaban a favor 
de conservar la carta magna de 1824 señalaron que, con ello, se evitarían 
las reformas que afectaran a la Iglesia, que ya estaban causando pronun-
ciamientos regionales. Sin embargo, triunfó la propuesta de la Comisión de 
Constitución y se presentó el proyecto de una nueva ley suprema. 

Del proyecto de constitución, el tema que más polémicas y discusiones 
tuvo fue el de las reformas que iban dirigidas a disminuir el poder de la Igle-
sia. Todos los diputados manifestaron profesar la religión católica, pero había  
una exigencia generalizada: por el bien del país, era necesario separar el Es-
tado y la Iglesia.

Acerca del tema, en el texto final fueron aprobados e incorporados te-
mas como la supresión de fueros y privilegios de la Iglesia y del Ejército 
(artículo 13); la prohibición de contratos que tuvieran por objeto la pérdida 
o el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre por causa del voto reli-
gioso (artículo 5); la libertad de imprenta y de enseñanza, que no incluía el  
respeto al dogma católico como limitante (artículos 7 y 3), y la prohibición  
a las corporaciones religiosas para adquirir o administrar bienes raíces, salvo  
los edificios destinados inmediata y directamente al objeto su naturaleza 
(artículo 27).

Todo parecía indicar que la libertad de cultos sería aprobada, pero no 
fue así; ni siquiera fue aceptada la libertad de conciencia, a pesar de que el 
proyecto garantizaba que el Congreso protegería la religión católica, aunque 
no le daría carácter de obligatoriedad. 

En el seno de la Comisión de Constitución se planteó la discusión de 
preceptos que hicieran frente a los problemas de índole social y económi-
ca. Se pensó, ante todo, en resolver el problema de la tierra; reglamentar y  
limitar el derecho de propiedad, y proteger a los jornaleros del campo de los 
abusos que los propietarios cometían con el solo título de la tenencia de la 
tierra. La propuesta no prosperó y solo se aceptó inicialmente la redacción 
del artículo 17, que implicaba una subordinación del derecho de propiedad 
a la libertad de trabajo. 
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La Constitución 

La Constitución de 1857 estableció la obligación del Estado de garantizar las 
libertades y limitar los poderes, y excluyó para siempre —o al menos así lo  
creyeron los constituyentes— la posibilidad de que otra corporación se  
inmiscuyera en la Administración pública y los asuntos del Estado. 

A diferencia de la Constitución de 1824, la de 1857 agrupó claramente,  
en el mismo texto, los derechos del hombre en los primeros 29 artículos. 
Adicionalmente, estableció el mecanismo efectivo para hacer valer esos  
derechos: el juicio de amparo, que se recogió del Acta de Reformas de 1847, 
tal como Mariano Otero lo diseñó. 

En los artículos 39, 40 y 41, los constituyentes establecieron los princi-
pios que siguen rigiendo al país hasta la actualidad: 

La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pue-
blo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para su 
beneficio. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de 
alterar o modificar la forma de su gobierno. (Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 39, 1901)

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República, 
representativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y 
soberanos en todo lo concerniente a su régimen interior, pero unidos 
en una Federación establecida según los principios de esta ley fun-
damental. (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artículo 40, 1901)

Y por lo que se refiere al ejercicio de la soberanía, en su artículo 41 la  
Constitución estableció la siguiente fórmula que pasaría casi textual a  
la de 1917:

El pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la Unión 
en los casos de su competencia, y por los de los Estados para lo que 
toca a su régimen interior, en los términos respectivamente estable-
cidos por esta Constitución federal y las particulares de los Estados, 
las que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del 
pacto federal. (Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, artículo 40, 1901)

Los constituyentes concentraron en un mismo título y una misma sec-
ción los derechos individuales que la Constitución de 1824 tenía dispersos 
en su texto, lo cual aumentó considerablemente su listado, hasta abarcar 
29 artículos constitucionales. 
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Se inscribieron los derechos fundamentales de libertad, igualdad, segu-
ridad jurídica y propiedad en un catálogo completo. Los fueros quedaron  
suprimidos; la protección del acusado en los juicios criminales fue extensa; la 
pena de muerte por delitos políticos fue abolida y limitada a los extremada-
mente graves, y la coacción civil para el cumplimiento de deberes impuestos  
por la religión y la libertad irrestricta de educación y prensa se excluyó.

La Constitución estableció el principio de la división de poderes en los 
términos de la doctrina clásica atribuida a Charles Louis de Secondat, Mon-
tesquieu, elaborada con base en las ideas del inglés John Locke, según las 
cuales era necesario limitar al poder con el poder mismo, esto al dividirlo y 
evitar su concentración en una sola persona o corporación.

“El supremo poder de la federación se divide para su ejercicio en le-
gislativo, ejecutivo y judicial. Nunca podrán reunirse dos o más de estos 
poderes en una persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un 
solo individuo” (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artículo 40, 1901).

Otra innovación fue la desaparición del Senado. El Poder Legislativo es-
taría compuesto solo por la Cámara de Diputados. Esto propició que duran-
te algunos años prevaleciera la fuerza del Congreso ante la del Ejecutivo, ya 
que este no tenía veto, sino simplemente la facultad de que sus puntos de 
vista acerca de los proyectos de ley se tomaran en cuenta. 

Aunque no fue diputado constituyente, Benito Juárez fue de los principa-
les promotores del sistema unicameral, pero con el tiempo y tras gobernar 
ininterrumpidamente 10 años, debido a la Guerra de Reforma y a la inter-
vención francesa, se dio cuenta de que el Senado era necesario para equili-
brar la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo. Finalmente, la Cámara de 
Senadores fue restablecida en 1874.

En 1857, como ahora, el Poder Ejecutivo se depositaría en un presidente  
de la República, también por elección popular, pero en aquel entonces sus 
ausencias temporales y absolutas serían cubiertas por el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia. Hoy, el mecanismo de sustitución presidencial 
ha cambiado mucho. 

Sin duda, la Constitución de 1857 fue un documento sin precedentes: 
avanzado, progresista y con un sentido absolutamente liberal. No obstante, 
las circunstancias políticas y sociales que atravesaba México a mediados  
del siglo xix impidieron que fuera el gran instrumento para construir un  
Estado de derecho y un país de instituciones. 

En principio, había que dirimir el conflicto largamente esperado entre el 
proyecto liberal y el proyecto conservador, que iba mucho más allá de una 
Constitución; era más profundo porque se trataba de romper, de manera 
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definitiva, las ataduras coloniales que todavía existían 36 años después de 
la consumación de la Independencia. 

Por eso, la Constitución de 1857 terminó por convertirse en una bande-
ra política y no en un instrumento legal del todo; además, la mejor manera 
en cómo Juárez enfrentó a los conservadores, a los franceses y a los impe-
rialistas fue enarbolando la bandera de la carta magna, aunque no pudiera 
aplicarla como era debido durante los años en guerra, e incluso recurriera a 
violarla para continuar la defensa de la República hasta su triunfo definitivo. 

Curiosamente, dicha norma suprema se convirtió en el referente de la 
separación entre el Estado y la Iglesia, pero lo cierto es que solo hasta que 
las Leyes de Reforma, expedidas en Veracruz entre 1859 y 1863, fueron ele-
vadas a rango constitucional (1873) se adquirió ese reconocimiento.

Se invita al público en general a que tome su tiempo para leer esta obra  
que incluye el facsimilar de la Constitución de 1857. Cada parte, cada sec-
ción y cada artículo seguramente implicarán una o más reflexiones acerca  
de lo que hoy es el país y su ciudadanía. Ello, porque, a final de cuentas,  
esta Constitución terminó siendo enarbolada en el discurso y la retórica po-
lítica, sobre todo durante el Porfiriato, aunque siendo letra muerta en su 
aplicación para dirimir los conflictos y las contradicciones sociales.
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El Estado que surgió en Ayutla

Seguramente con un bostezo se recibieron las primeras noticias acerca 
del levantamiento armado que estalló en contra del gobierno de Antonio 
López de Santa Anna en marzo de 1854. Después de las decenas de pro-
nunciamientos sorteados por la sociedad mexicana en los últimos años, 
no había nada nuevo bajo el sol. Si acaso, era una revuelta más, uno de 
los muchos movimientos rebeldes que habían estallado desde que Mé-
xico alcanzó su independencia en 1821.

Pero la revolución de Ayutla no era más de lo mismo; la rebelión que 
comenzó en Guerrero era un movimiento liberal que pretendía imple-
mentar una gran transformación política y social, una “reforma” integral  
que partía de la reivindicación de las libertades individuales, con un 
principio básico: “igualdad ante la ley”. 

El Plan de Ayutla acusaba a Santa Anna de la violación sistemática de 
las garantías individuales; de que su poder absoluto atentaba contra las 
libertades públicas; del aumento irracional de impuestos, despilfarrados 
por el gobierno o utilizados en el enriquecimiento de sus favoritos; de la 
venta de La Mesilla a Estados Unidos de América, y, sobre todo, de que el 
destino del país dependiera de la voluntad y capricho de un solo hombre. 

La revolución fue acaudillada por dos personajes entre quienes me-
diaban 22 años de diferencia, pero que compartían la misma convicción 
liberal: Juan Álvarez e Ignacio Comonfort, quienes unieron sus destinos 
para combatir la dictadura de Santa Anna y, desde marzo de 1854, en-
cabezaron la rebelión; al movimiento se sumaron personajes que serían 
fundamentales para la reforma liberal, como Benito Juárez y Melchor 
Ocampo, que habían sido desterrados por Santa Anna y vivían exiliados 
en Nueva Orleans torciendo tabaco. 
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La revolución duró un año. Santa Anna no pudo frenar el movimiento, 
renunció a la presidencia y partió al exilio en agosto de 1855. Una vez alcan-
zada la victoria, era necesario elegir un presidente interino para restablecer 
el orden y, lo más importante, convocar a un congreso extraordinario para 
restablecer la República federal con un gobierno representativo. 

En Cuernavaca, en octubre de 1855 Juan Álvarez fue nombrado presiden-
te e hizo lo que todo gobernante debería hacer: rodearse no de sus mejores 
amigos, sino de los mejores hombres para gobernar. Y así lo hizo, organizó 
un gabinetazo: Ignacio Comonfort ocupó el Ministerio de Guerra; Melchor 
Ocampo, el de Relaciones Exteriores; Guillermo Prieto, el de Hacienda, y 
Benito Juárez, el de Justicia. 

Junto a ellos, en el ambiente político ya también destacaban hombres co-
mo Sebastián y Miguel Lerdo de Tejada, Ignacio Ramírez (el Nigromante), 
Francisco Zarco, Ponciano Arriaga, Manuel Payno e Ignacio Manuel Alta-
mirano; toda una generación de liberales dispuestos a establecer en el país 
los principios básicos del liberalismo político. 

El presidente Juan Álvarez estableció la capital de la República en Cuer-
navaca porque sentía un rechazo natural por la Ciudad de México, gobernó 
unos días y renunció; pero, antes, tomó dos medidas fundamentales para el 
país: lanzó la convocatoria para el Congreso Constituyente y abolió los fue-
ros militar y eclesiástico.

El sucesor natural era Ignacio Comonfort, cuya popularidad había au-
mentado con el triunfo de la revolución de Ayutla; además, como era un 
hombre de buenas maneras, refinada educación y buen talante, en general 
le caía bien a propios y extraños. Pero la Presidencia no era un concurso  
de popularidad y, cuando Comonfort asumió el poder a finales de 1855, la 
situación del país se tornaba sombría: los tambores del Partido Conservador  
tocaban a guerra. 

“Al César lo que es del César”

Tremendo berrinche hizo el clero con las medidas tomadas por los libera-
les, al que se sumaron el Ejército y los conservadores. Un berrinche que, al 
final, costó una guerra. Los liberales no odiaban a la Iglesia ni querían des-
truirla; todos eran católicos y la mayoría practicantes. Creían en el dogma y  
en los preceptos religiosos en los que estaba sustentada la institución, pero 
consideraban que la Iglesia había rebasado todo límite permitido y había in-
vadido espacios que no le competían, como el de la política. Era necesario  
ponerle límites.
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En 1856, la religión católica era la única aceptada y reconocida por la ley. 
No había lugar para ninguna otra; ni siquiera era concebible la posibilidad 
de establecer la libertad de cultos. La sociedad le tenía un profundo respe-
to a la Iglesia, sobre todo por la relación que la gente guardaba con los sa-
cerdotes que oficiaban en las colonias, en los barrios o en los pueblos. Eran 
parte de su vida cotidiana, intervenían en todos los asuntos de los indivi-
duos y regulaban la vida social. Mediante sus ministros, la Iglesia era la úni-
ca institución que estaba presente desde la cuna hasta la tumba. 

No obstante, la Iglesia se había desviado de su misión evangelizadora. La 
crítica que hacían los liberales iba dirigida a su alta jerarquía. Reconocían 
su potestad sobre la esfera espiritual, pero les parecía que se había excedi-
do interviniendo en la esfera pública. El clero estaba politizado. Estableció 
alianzas con los conservadores, las clases privilegiadas y el Ejército, mien-
tras que su influencia en las decisiones del gobierno era inmensa. 

Por si fuera poco, el poder económico de la Iglesia era inmenso. En víspe-
ras de la Guerra de Reforma, el clero poseía una quinta parte de la riqueza  
nacional. Era la gran propietaria del país y poseía conventos, templos, 
hospitales, colegios, haciendas, huertas, hospicios. Sus bienes materiales  
abonaban a favor de su poder político, pero era una propietaria que no gene-
raba riquezas, sus propiedades no producían nada ni ayudaban a la econo-
mía nacional.

Los liberales consideraban que al desviar su misión espiritual y regodear-
se con los bienes materiales, la Iglesia se había convertido en el principal  
obstáculo para el desarrollo económico y político del país; por lo tanto, era 
necesario aplicar la célebre máxima “a Dios lo que es de Dios y al César lo 
que es del Cesar”, que no era más que separar al Estado y la Iglesia. 

El clero, el Ejército y el Partido Conservador rechazaron la supresión de 
los fueros eclesiástico y militar decretada por el presidente Álvarez. Sin em-
bargo, lo que vendría en los siguientes meses les parecería una atrocidad. 
Mientras los diputados constituyentes debatían la nueva constitución, el  
gobierno liberal promulgó tres leyes que iban encaminadas a la separación 
Iglesia-Estado. 

La primera ley representó un parteaguas, un momento fundacional en 
el siglo xix, pues estableció el principio de igualdad ante la ley. El 23 de no-
viembre de 1855, su autor, Benito Juárez, le dio forma al decreto del presi-
dente Álvarez que suprimía el fuero eclesiástico y militar. 

Con la segunda ley, el clero esperaba una enérgica respuesta de Dios y 
que, cuando menos, les cayera un rayo a los liberales. El 25 de junio de 1856, 
el gobierno dio a conocer la Ley sobre Desamortización de Fincas Rústicas 
y Urbanas que Administren como Propietarias las Corporaciones Civiles y 
Eclesiásticas de la República. 
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El gobierno de Comonfort sabía que, para consolidar el país en térmi-
nos políticos y económicos, era necesario poner en circulación las propie-
dades de la Iglesia con el fin de activar la economía y crear una clase media 
propietaria. La ley Lerdo (cuyo autor fue Miguel Lerdo de Tejada) estable-
cía exactamente eso. 

Dicha ley no significaba que la Iglesia entregara sus propiedades sin na-
da a cambio; no era una expropiación, era una ley que, con todo, benefi-
ciaba al clero. La Iglesia conservaría todos aquellos bienes destinados a su 
servicio: templos, conventos, casas episcopales, colegios, hospitales, hospi-
cios y casas de beneficencia. 

El resto de sus propiedades debía ponerlas en circulación, pero los par-
ticulares que las adquirieran tenían que pagarlas al clero con un interés de 
6 % anual, hasta que cubrieran el costo. Es decir, la Iglesia recibía el pago  
por sus propiedades y, además, se convertía en una especie de banco 
hipotecario.

El clero ni siquiera se tomó la molestia de analizar la ley. Su cerrazón 
frente a los cambios era absoluta. Cualquier nueva medida establecida por 
el gobierno la veía como un ataque no solo a la institución, incluso a la pro-
pia religión y azuzaba a la gente, al Ejército y a los conservadores para que 
rechazaran toda medida liberal. 

La Iglesia había perdido el rumbo desde hacía tiempo. El clero podía re-
currir a la fuerza pública para obligar a la gente a pagar el diezmo, y llegó 
a negarse a otorgar sus servicios para los bautismos, las amonestaciones, 
los casamientos o los entierros si los solicitantes no pagaban los derechos 
correspondientes. 

 Los liberales consideraron que esta situación no podía continuar y la ter-
cera ley estuvo encaminada a erradicar el problema. El 11 de abril de 1857 
fue promulgada la Ley sobre Derechos y Obvenciones Parroquiales, conocida  
como ley Iglesias, por ser obra del entonces ministro de Justicia, Negocios 
Eclesiásticos e Instrucción Pública, José María Iglesias. 

La ley prohibió al clero cobrarles a los pobres derechos parroquiales por 
bautismos, amonestaciones, casamientos y entierros. Y definió a los pobres 
como aquellas personas “que no adquieran por su trabajo personal, por el 
ejercicio de alguna industria, o por cualquier título honesto, más de la can-
tidad diaria indispensable para la subsistencia” (Reyes, 1982, pp. 142-145).

Las tres leyes —llamadas prerreformistas, porque se dieron antes de las 
que expidiera Benito Juárez en 1859, en plena Guerra de Reforma— fueron 
rechazadas por el clero y los conservadores; no cupo en ellos la cordura ni 
hubo lugar para la razón, y la respuesta ante las medidas liberales fue la 
acostumbrada: tomar las armas contra el nuevo gobierno. 
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Fallida conciliación

Cuando los aires liberales comenzaron a soplar por todo el país, los conser-
vadores sacaron sus armas y varios levantamientos estallaron en Guanajua-
to, Puebla, Oaxaca y Jalisco, para exigir el restablecimiento de sus fueros y  
privilegios. El gobierno respondió en términos militares y rápidamente sofocó  
las revueltas; pero el ánimo conciliatorio del presidente Comonfort preva-
lecía y siempre actuó con benevolencia: a los derrotados, una y otra vez, les 
otorgó el perdón, la amnistía, la clemencia o el destierro.

Hacia finales de 1856, en un intento supremo de conciliación, condena-
do al fracaso, Comonfort organizó un gabinete mixto —de liberales y con-
servadores— que se convirtió en la caja de Pandora. El presidente no tuvo 
la sensibilidad política para entender que las diferencias entre liberales y 
conservadores eran irreconciliables. No era cuestión de buena voluntad, era 
el enfrentamiento definitivo de dos proyectos de nación que se venían ges-
tando desde que México alcanzó su independencia. 

La Constitución promulgada el 5 de febrero de 1857 era mucho más mo-
derada de lo que se piensa. La mayoría de los 155 diputados constituyentes 
eran liberales moderados; había algunos liberales puros —más radicales— y 
un pequeño grupo de conservadores. 

Todos los diputados manifestaron ser católicos y respetar el dogma en 
sus discusiones, pero la mayoría consideraba necesaria la separación entre 
la Iglesia y el Estado. Aun así, no se aprobó la libertad de cultos; ni siquie-
ra la libertad de conciencia.

Con la promulgación de la Constitución, los ánimos se encendieron nue-
vamente. A pesar de que era bastante moderada en cuanto a las nuevas  
relaciones entre el Estado y la Iglesia, a pesar de que había sido jurada frente  
a un crucifijo, invocando el nombre de Dios varias veces, a pesar de que la 
carta magna se comprometía a proteger a la religión católica, nada de eso 
impidió que la Iglesia se pusiera en pie de guerra. 

El clero estaba ciego. No quiso entender las circunstancias del momento 
y hasta el papa Pío IX metió sus narices al condenar la Constitución. Nunca  
los mexicanos estuvieron tan cerca del infierno como en 1857: la Iglesia 
amenazó con excomulgar a todos aquellos que juraran la carta magna. 

De la mano del clero, los conservadores decidieron desconocer la Cons-
titución y, en diciembre de 1857, organizaron un movimiento apoyado por  
algunos liberales moderados, por el general conservador Félix Zuloaga y  
por varios miembros del Ejército. Para dar el golpe, los conservadores apro-
vecharon el carácter dubitativo del presidente Comonfort y le propusieron 
un plan, que sería llamado de Tacubaya, porque ahí fue firmado. 
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El documento sostenía que la Constitución no convenía a los intereses de  
la República; que la sociedad no estaba satisfecha con ella porque el país 
debía regirse con leyes acordes con sus usos y costumbres. Proponían de-
rogar la Constitución, que Comonfort conservara el cargo de presidente con 
facultades omnímodas, que convocara a un Congreso Constituyente y se re-
dactara una nueva ley suprema. 

Comonfort se tragó el cuento completito. A su juicio, los conservadores 
tenían razón, la inestable situación política demostraba que las medidas li-
berales implantadas por su gobierno, más que conciliar, habían llevado al 
país a una situación caótica. También había llegado a la conclusión de que 
era imposible gobernar con la Constitución y, sumido en una profunda con-
fusión, decidió sumarse al Plan de Tacubaya.

Comonfort cruzó la línea sin retorno: desconoció la Constitución y secundó  
el Plan de Tacubaya el 17 de diciembre de 1857. En los días siguientes, varios 
de sus ministros renunciaron y, al mismo tiempo, fueron aprehendidos el 
presidente de la Suprema Corte de Justicia y el presidente del Congreso. Para  
ganar partidarios y apaciguar conciencias, la Iglesia estableció que quienes 
siguieran reconociendo la Constitución, les esperaba la excomunión; pero 
quienes la hubieran jurado y se sumaran al Plan de Tacubaya, les serían per-
donados todos sus pecados. 

Más temprano que tarde, Comonfort se dio cuenta que lo habían enga-
ñado. Apenas unos días después, en enero de 1858, los conservadores lo 
desconocieron y Félix Zuloaga asumió la Presidencia del país. Comonfort se 
quedó chiflando en la loma y, como era previsible, arrepentido, quiso volver 
sobre sus pasos, pero ya era tarde, se encontraba completamente solo. Sin 
salida alguna, marchó al exilio y dejó al país sumido en la guerra. 

Guerra de Reforma

Después de todo lo que México había vivido desde 1821, ¿qué les faltaba 
por ver a los mexicanos? Dos presidentes gobernando un solo país al mis-
mo tiempo. Y así sucedió: los conservadores tenían su presidente en la figu-
ra de Félix Zuloaga. Los liberales, que seguían reconociendo la Constitución 
de 1857 como la ley suprema del país, rechazaron el golpe de Estado de los 
conservadores y siguieron el mecanismo de sucesión presidencial previs-
to en la carta magna. 

Ante la ausencia del presidente constitucional, quien debía asumir el po-
der era el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y ese era 
nada más ni nada menos que Benito Juárez, quien había sido liberado por 
Comonfort antes de partir al destierro. 
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Juárez asumió el poder en enero de 1858. Supo que varios gobernadores 
de la República reconocían su autoridad y salió de la Ciudad de México, que 
estaba en manos de los conservadores, para buscar su apoyo. Comenzó así 
un largo peregrinar para huir del acoso de las fuerzas conservadoras y lle-
var la institución presidencial y la defensa de la Constitución por las pocas 
ciudades que todavía le eran leales. 

Entre enero y abril de 1858, Juárez marchó a Guanajuato, luego a Guada-
lajara y, finalmente, a Manzanillo, hasta donde lo arrojó el avance del ejército  
conservador. Su única salida era llegar a Veracruz, último reducto liberal 
de importancia, al que arribó a principios de mayo de 1858 para instalar su  
gobierno y desde ahí ver cómo el ejército conservador barría el territorio na-
cional con el ejército liberal. 

Por momentos parecía inminente la victoria de los conservadores, pero 
generales como Santos Degollado —el héroe de las mil derrotas— no clau-
dicaban y, aunque el resultado de las batallas que comandaba solía ser  
adverso, volvía a organizar al ejército y se lanzaba de nuevo contra el ene-
migo. Fueron meses de tenaz resistencia para evitar que los conservadores 
marcharan a Veracruz y pusieran punto final a la guerra. 

Desde las arenas de Veracruz

A pesar de la resistencia del ejército liberal, sin victorias de importancia en 
su haber y cuando la guerra parecía inclinarse a favor de los conservadores, 
a mediados de julio de 1859 el gobierno juarista decidió dar el que podría 
ser su último golpe antes de ser derrotados. Un golpe político que cimbrara 
a la sociedad, una reforma sin precedentes que garantizara de manera defi-
nitiva la separación entre el Estado y la Iglesia. 

Así, desde Veracruz, Benito Juárez lanzó las Leyes de Reforma (expedi-
das entre 1859 y 1863), que significaron un parteaguas en la historia de Mé-
xico: el establecimiento del Estado laico. Esta legislación ya no tenía que 
ver con los fueros y privilegios ni con las garantías individuales ni con la 
igualdad ante la ley. Todos esos temas ya estaban incorporados en la Cons-
titución de 1857; las Leyes de Reforma tenían como fin último acabar con 
el poder político de la Iglesia. 

Con toda razón, el gobierno liberal responsabilizaba al clero de la gue-
rra y lo acusaba de sostener al ejército conservador con sus recursos; por lo 
tanto, era necesario quitarle “los elementos que sirven de apoyo a su funes-
to dominio” (Tamayo, 1964, pp. 485-500), como escribió el presidente Juárez 
en el manifiesto con el que justificó la promulgación de las leyes.
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La primera, promulgada el 12 de julio de 1859, fue la Ley de Nacionaliza-
ción de los Bienes Eclesiásticos. Si la Iglesia se había negado a cumplir con 
la ley de desamortización (1856) —por la cual, como se ha dicho, aún resul-
taba beneficiada—, con esta legislación lo perdieron todo. Su necedad, su 
intolerancia, su arrogancia y al final sumó cero.

Todas las propiedades de la Iglesia pasaron al dominio de la nación, sin 
que la institución religiosa recibiera nada a cambio. La ley estableció, ade-
más, “la perfecta independencia entre los negocios del Estado y negocios 
puramente eclesiásticos” (Derechos del pueblo mexicano, 2016, pp. 333-336). 

La Ley de Nacionalización solo fue el comienzo. Con la Ley Orgánica del 
Registro Civil (28 de julio de 1859), todos los acontecimientos en la vida de 
los individuos —nacimiento, adopción, matrimonio y muerte—, que antes 
estaban regulados por la Iglesia, desde ese momento serían sancionados 
únicamente por el Estado mexicano. La ley también fue conocida como Ley 
sobre el Estado Civil de las Personas.

La Ley del Matrimonio Civil (23 de julio de 1859) también revolucionó a 
la sociedad. El gobierno aceptaba que la gente contrajera matrimonio “por la 
iglesia”, pero ya no representaba ninguna obligación; en todo caso, era un 
asunto voluntario y de conciencia. Solo tendrían validez frente al Estado, y 
para efectos jurídicos, los enlaces que se realizaran de acuerdo con la nue-
va ley, la cual estableció que el matrimonio es un contrato civil, no religioso. 

El gobierno liberal estableció que la Iglesia ya no tendría jurisdicción  
sobre los cementerios ni los hospitales ni instituciones de beneficencia, y, 
en 1863, en plena intervención francesa, decretó la extinción de todas las 
comunidades religiosas. 

Este decreto fue lanzado por la necesidad que tenía el gobierno de ha-
cerse de recursos para enfrentar a los invasores: de los conventos clausu-
rados podrían obtenerse y, además, establecerse hospitales y alojamientos 
para las familias de los soldados que habían muerto en defensa de la patria. 
Aunque reconocía que la profesión de votos de las religiosas era libre, esta-
ba en contradicción con la Ley sobre la Libertad de Cultos, por lo cual las  
religiosas serían reintegradas a su vida civil, y “al goce de sus derechos  
naturales sin más limitaciones que las que prescriban las leyes del país” 
(Derechos del pueblo mexicano, 2016, p. 365).

Si bien la Ley sobre la Libertad de Cultos se promulgó al finalizar la guerra  
(diciembre de 1860), fue un paso fundamental para el Estado mexicano, 
pues los constituyentes no se habían atrevido a incorporar el principio de 
libertad de cultos en la Constitución. México dejaba de tener religión oficial.
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En su artículo primero, la Ley sobre la Libertad de Cultos estableció que 

las leyes protegen el ejercicio del culto católico y de los demás que se 
establezcan en el país, como la expresión y efecto de la libertad reli-
giosa, que, siendo un derecho natural del hombre, no tiene ni puede 
tener más límites que el derecho de terceros y las exigencias  
del orden público. En todo lo demás, la independencia entre el Estado 
por una parte, y las creencias y prácticas religiosas por otra, es y será 
perfecta e inviolable. (Derechos del pueblo mexicano, 2016, p. 357)

Por último, ¿por qué no acabar con la decena de festividades religiosas 
que, por obligación, significaban la constante suspensión de labores? Al fin 
y al cabo, eran establecidas por el clero, con sus consiguientes beneficios 
económicos. Y así se hizo. El gobierno de Juárez prohibió la asistencia de  
los funcionarios a los actos públicos de culto, y estableció el calendario  
de días no laborables: los domingos, el 1 de enero, el jueves y el viernes de 
la Semana Santa, el Jueves de Corpus, el 16 de septiembre, el 1 y el 2 de no-
viembre, y el 12 y el 24 de diciembre. 

Con las Leyes de Reforma quedó establecido que México sería un Estado  
laico, en el que no tendría injerencia ninguna institución religiosa ni habría 
religión oficial ni su gobierno participaría en ningún acto público de culto ni 
su política estaría determinada por las creencias religiosas. Habían conclui-
do más de 300 años en los que la Iglesia y el gobierno fueron casi uno mismo. 

La suerte del ganador

Aunque las Leyes de Reforma parecían la última voluntad de quien agoniza,  
la nacionalización de los bienes del clero encendió el ánimo de la incipiente  
clase media: de pronto, una parte de la sociedad vio la posibilidad de ha-
cerse de un pedazo de tierra, una propiedad o un terreno, lo cual propició 
que las filas del ejército liberal se engrosaran con voluntarios. Aun así, el 
gobierno sabía que si no llegaban los triunfos militares, de nada servirían 
las Leyes de Reforma. 

Al concluir 1859, la guerra se encontraba en un impase y ambos gobiernos  
estaban desesperados. Y ante situaciones desesperadas, medidas desespe-
radas. Los liberales y los conservadores sabían la importancia de contar con 
apoyo exterior, ya fuera en términos de reconocimiento de gobierno, o bien 
en términos materiales o económicos. 

Y como “a río revuelto, ganancia de pescadores”, el gobierno de Esta-
dos Unidos de América, que estaba pendiente de la situación en México, 
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aprovechó la coyuntura para tratar de llevarse una rebanada grande del pas-
tel. Para nadie era un secreto que, desde hacía tiempo, la Casa Blanca le te-
nía echado el ojo al Istmo de Tehuantepec y algo ya tenían pactado desde 
1853, pero querían más.

Enterados en Washington de la desesperada situación en la que se encon-
traban los liberales y los conservadores, el gobierno del presidente James 
Buchannan envió a territorio mexicano a su representante, Robert McLa-
ne, para proponer un tratado en el que ofrecían reconocimiento, apoyo ma-
terial y económico, amistad y buena vecindad; claro, a cambio de algunas 
condiciones nada ventajosas para México.

Los conservadores rechazaron cualquier tipo de ayuda o tratado con  
Estados Unidos de América, pero los liberales no. McLane se reunió en  
Veracruz con Melchor Ocampo, ministro de Relaciones de Juárez, y tras al-
gunas pláticas firmaron el famoso tratado McLane-Ocampo. 

El gobierno mexicano se comprometía a conceder a perpetuidad el libre 
tránsito de ciudadanos y mercancías por tres vías de paso en territorio na-
cional, las cuales estarían, en los hechos, bajo control y administración de 
Estados Unidos de América. La primera, de Matamoros a Mazatlán; la se-
gunda, de Nogales a Guaymas, y la tercera y más importante, pues represen- 
taba un sueño comercial para Estados Unidos de América, era por medio 
del Istmo de Tehuantepec. 

El tratado fue firmado el 14 de diciembre de 1859 por Melchor Ocampo 
y Robert McLane, después de disfrutar de un aromático café de La Parro-
quia. Aún sin que entrara en vigor, la sola firma del ministro estadouniden-
se significaba que Estados Unidos de América le otorgaba su reconocimiento 
al gobierno de Juárez; por lo tanto, el gobierno conservador era ilegítimo. 

Aunque el gobierno liberal recibió apoyo estadounidense, la integridad  
territorial del país se mantuvo a salvo: el tratado McLane-Ocampo fue re-
chazado por el Congreso estadounidense. Los senadores de los estados del 
norte consideraron que si lo ratificaban, los estados sureños defensores  
de la esclavitud, fortalecerían su posición, en momentos en que era inmi-
nente el conflicto entre las entidades del norte y del sur. La llamada Guerra 
de Secesión no tardó: estalló el 12 de abril de 1861.

El gobierno liberal no comprometió la soberanía nacional, recibió apoyo 
material y económico estadounidense y, con las Leyes de Reforma en ma-
no, lanzó una contraofensiva militar contra los conservadores, que concluyó 
con su derrota el 22 de diciembre de 1860, en Calpulalpan. La guerra había 
llegado a su fin. El presidente Juárez regresó triunfal a la Ciudad de México  
el 11 de enero de 1861.
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Con las arcas vacías

A pesar de la victoria liberal, la situación del país era desesperada: las arcas 
estaban vacías, la hacienda pública se encontraba en bancarrota y había di-
visión en el Partido Liberal. Varios de sus miembros se oponían a que Juá-
rez fuera ratificado en la Presidencia del país. A pesar de las críticas y de la 
renuncia de varios de sus ministros, Juárez ganó la elección, con 61 votos a 
favor por 55 en contra, para el periodo 1861-1865. 

La victoria de los liberales no significó el aniquilamiento del ejército con-
servador y, en los siguientes meses, varios grupos continuaron en pie de gue-
rra. A pesar de que el gobierno había intervenido los ingresos de la Iglesia 
—diezmos, limosnas y demás— debido a los daños y perjuicios provocados 
por la guerra, a mediados de 1861 la situación económica era insostenible. 
El gobierno no tenía para pagar los sueldos de los funcionarios ni recursos 
para combatir las gavillas conservadoras.

En los primeros días de julio de 1861, el presidente Juárez sostuvo varias  
reuniones con su gabinete y, tras varias reflexiones, tomó otra decisión deses- 
perada de funestas consecuencias para el país. Partiendo de la premisa de 
que el gobierno mexicano necesitaba tiempo para generar recursos y reac-
tivar la economía, el 17 de julio de ese año anunció la suspensión del pago 
de la deuda por dos años.

Inglaterra, España y Francia respingaron con el decreto de Juárez, como si  
su existencia dependiera de que México les pagara. Lo consideraron una afren- 
ta y decidieron echarle montón. El 31 de octubre de 1861 firmaron la Con-
vención de Londres, mediante la cual formaron una alianza tripartita  
para enviar tropas a territorio mexicano y obligar al gobierno a pagar.  
Para no molestar a Estados Unidos de América —sobre todo para que no 
fuera a hacer efectiva la doctrina Monroe: “América para los americanos”—, 
los países europeos lo invitaron a que se sumara a la reclamación conjunta,  
pero el vecino del norte desestimó el ofrecimiento: se encontraba enfrascado  
en su cruenta guerra civil.

La Convención de Londres estipulaba que ninguna de las tres naciones 
buscaría adquirir territorio ni ventajas, y que no ejercería ninguna influen-
cia en los asuntos interiores de México que pudiera “afectar el derecho de 
la nación mexicana, de elegir y constituir libremente la forma de su gobier-
no” (Galeana, 1990, pp. 357-359); es decir, respetarían la forma de gobierno 
republicana que había elegido este país. Aun así, era un exceso utilizar la 
fuerza armada para obligar a pagar al gobierno de Juárez.

Al conocer la exagerada reacción europea, el gobierno mexicano dio mar-
cha atrás y el 26 de noviembre derogó el decreto del 17 de julio. Pero ya era 
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tarde, entre diciembre de 1861 y enero de 1862, llegaron a costas mexica-
nas las escuadras de las tres naciones europeas.

Con la presencia de tropas extranjeras en México, en febrero de 1862 el 
gobierno de Juárez se jugó la última carta: logró que los representantes de  
las tres naciones se reunieran en La Soledad, Veracruz, con el ministro  
de Relaciones Exteriores, Manuel Doblado, para negociar. 

De las conversaciones surgieron los tratados de La Soledad, en los cua-
les España, Inglaterra y Francia reconocían como legítimo al gobierno de 
Juárez y se comprometían a no prestar auxilio militar a ninguna facción 
que estuviera en su contra —en clara alusión a los conservadores—. Tam-
bién acordaron que no amenazarían la independencia nacional o la inte-
gridad territorial, y que el asunto de las deudas sería resuelto por la vía de 
los tratados.

Parecía un triunfo para México, pero, pocos días después, los represen-
tantes franceses mostraron sus verdaderas intenciones: desconocieron el 
acuerdo, rompieron la alianza con España e Inglaterra y, apoyados por las 
fuerzas conservadoras, movilizaron sus tropas para avanzar hacia el centro  
del país. 

De una forma inesperada, insólita, casi asombrosa, el Ejército mexicano  
derrotó al Ejército francés el 5 de mayo de 1862 en Puebla. Sin embargo, 
el gobierno republicano no tuvo recursos para continuar la campaña y ani-
quilar a los franceses. Entre mayo de 1862 y marzo de 1863, el gobierno  
mexicano vio con impotencia cómo desembarcaban refuerzos franceses en 
Veracruz, hasta sumar 28 mil hombres, enviados por Napoleón III. A los  
invasores se sumaron 6 mil soldados del ejército conservador. Con todo, era 
increíble que un país con 8 millones de habitantes estuviera a merced de 
un ejército de casi 35 mil hombres.

El nuevo general en jefe de las fuerzas francesas en México, el mariscal 
Elías Federico Forey, se tomó su tiempo y, en los primeros meses de 1863, 
trazó su plan de ataque. Sabía que lo más granado del Ejército mexicano 
se estaba concentrando en Puebla, por lo que decidió marchar a la ciudad 
y ponerle sitio.

El ejército republicano volvió a batirse con bizarría frente a los 28 mil 
hombres que cercaron la ciudad desde el 16 de marzo de 1863. La resisten-
cia de los 14 mil soldados mexicanos fue obstinada, y cada centímetro de 
terreno arrebatado por los franceses significó decenas de vidas. Las fuerzas 
republicanas hicieron todo lo posible para defender la ciudad y dispararon 
hasta el último cartucho disponible durante 62 días.

Para los sitiados, el tiempo significó la derrota. Sin posibilidad alguna de 
recibir suministros de la capital del país, el general en jefe Jesús González 
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Ortega prolongó la defensa tanto como fue posible, pero el 17 de mayo de 
1863, de acuerdo con sus generales, tomó la drástica resolución de entregar 
la plaza y ordenó a los soldados destruir su armamento. Puebla se había ren-
dido. Próxima parada del ejército invasor: la Ciudad de México. 

La República contra el Imperio

La mañana del 30 de mayo de 1863, la capital de la República mostraba una 
actividad inusitada. La situación no podía ser peor. La ocupación de la Ciu-
dad de México por las fuerzas invasoras era inminente. 

Un día antes, Juárez expidió un decreto anunciando el traslado de los  
poderes de la Federación a la ciudad de San Luis Potosí. A partir de ese mo-
mento, la Ciudad de México fue un caos. Junto con el gobierno, se dispusieron 
a marchar decenas de personas que comulgaban con las ideas republicanas y 
rechazaban abiertamente el establecimiento de una monarquía sostenido por 
las bayonetas francesas. La Ciudad de México vivía un éxodo. 

El 31 de mayo, antes de partir hacia San Luis Potosí, el presidente asistió 
a la clausura del periodo de sesiones del Congreso de la Unión, en la que ad-
virtió: “el gobierno sostendrá la voluntad del pueblo mexicano manteniendo  
a todo trance incólume su autonomía y sus instituciones democráticas”  
(Tamayo, 1966a, pp. 669-670). 

La carta magna tuvo que esperar nuevamente mejores tiempos para re-
gir los destinos del país. Curiosamente, su promulgación, apenas seis años 
antes, había sido el catalizador de la Guerra de Reforma, la intervención y el  
Imperio. El país parecía condenado a seguir sobreviviendo entre el caos, lejos  
de la consolidación de las instituciones y del respeto irrestricto de la ley. 

Si la aplicación de la ley se hacía imposible frente a las circunstancias 
del país, Juárez tomó otro camino y convirtió la Constitución de 1857 en el 
símbolo de resistencia contra el imperialismo francés, contra la usurpación 
de Maximiliano y contra los conservadores que habían traicionado al país, 
y cargó con la legalidad y con la República en su carruaje, acompañado de 
sus ministros Guillermo Prieto, Sebastián Lerdo de Tejada y José María Igle-
sias. Juntos, marcharon hasta el norte del país y huyeron del acoso de los 
franceses con una sola certeza: no claudicarían. 

Al tiempo que el gobierno comenzaba su peregrinar, muchos hombres 
tomaron las armas y continuaron la lucha iniciada desde el 5 de mayo de 
1862: Porfirio Díaz, Mariano Escobedo, Ramón Corona, Nicolás Romero, Jo-
sé María Arteaga y Carlos Salazar. Estaban dispuestos a sucumbir por la 
causa de la República y a luchar por lo que Juárez llamó la segunda inde-
pendencia de México.
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Las tropas invasoras al mando de Forey ocuparon la capital el 10 de  
junio de 1863. Parte de la sociedad, representada por una rimbombante 
“junta de notables”, recibió a los franceses con beneplácito y entregó las 
llaves de la ciudad a su general en jefe. Días más tarde, desecharon la for-
ma de gobierno republicana y establecieron que la nación mexicana adop-
taría la monarquía moderada, hereditaria, con un príncipe católico; que el 
soberano sería llamado emperador de México y que la corona imperial se-
ría ofrecida al príncipe Maximiliano, archiduque de Austria, para sí y sus 
descendientes. Si no la aceptaba, la junta de notables le pediría humilde-
mente a Napoleón III que designara a otro emperador. 

Pero ya todo estaba arreglado. Luego de algunos detalles de protocolo, el 
28 de mayo de 1864, Maximiliano y Carlota desembarcaron en Veracruz y 
el 12 de junio hicieron su entrada en la capital. Comenzó el enfrentamiento  
definitivo entre la República y el Imperio. 

Maximiliano sostuvo su imperio mientras contó con el apoyo de las ba-
yonetas francesas, porque, de origen, el Imperio mexicano nació muerto. 
Surgido de un acto de alevosa usurpación, Maximiliano no tenía idea de la 
realidad mexicana y nunca pudo remediar los graves problemas que aque-
jaron a su gobierno; problemas que no eran distintos a los que la República 
había enfrentado: bancarrota, levantamientos armados, economía paraliza-
da e inestabilidad política. 

Mientras Maximiliano y Carlota pretendían gobernar desde la Ciudad de 
México, los republicanos sufrían. De junio de 1863 hasta finales de 1865 la 
República no vio la suya. El gobierno de Juárez marchó hacia el norte aco-
sado por los invasores. 

Durante dos años, las fuerzas franco-mexicanas avanzaron con facili-
dad por el territorio nacional, apoderándose de las principales ciudades 
del país: Querétaro, Puebla, Morelia, Guadalajara, Zacatecas, Tampico, Ve-
racruz y Oaxaca, entre otras. La República resistió con lo que quedaba del 
Ejército luego de varios reveses, y con grupos guerrilleros que hostilizaban 
permanentemente a las tropas enemigas, pero sin dar ningún golpe militar 
que cambiara el curso de la guerra.

A principios de 1864, el gobierno republicano se estableció en Saltillo. 
Debido a la situación, el Congreso se disolvió, pero antes le otorgó faculta-
des extraordinarias al presidente Juárez. Una nueva ofensiva francesa llevó 
a la República a establecerse en Monterrey; en agosto de ese año, el presi-
dente dejó la capital de Nuevo León y continuó hacia el norte. En octubre 
se estableció en Chihuahua. 

El 1 de enero de 1865, Juárez lanzó un manifiesto a la nación estable-
ciendo “que no sucumbiría la causa de México que es la causa del derecho 
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y de la justicia, porque existen aún patriotas esforzados que continúan 
sosteniéndola, no obstante, los reveses que han sufrido” (Tamayo, 1966b,  
pp. 581-583). E invitó a todos los mexicanos 

que tienen la desgracia de vivir bajo el dominio de la usurpación  
a que no se resignen a soportar el yugo del oprobio que pesa sobre 
ellos, ya que el gobierno republicano seguirá consagrando sus  
desvelos a la defensa de la patria y mantendrá alta y sin humillación, 
con el auxilio de los buenos, la hermosa bandera de la independencia, 
la libertad y del progreso. (Tamayo, 1996b, pp. 581-583)

Pero si 1864 había sido malo, 1865 fue mucho peor para las fuerzas repu-
blicanas. El mariscal Aquiles Bazaine no les dio cuartel desde que asumió 
el mando de las fuerzas francesas en México en la segunda mitad de 1863. 
Permitió excesos, autorizó la violencia excesiva en contra de las guerrillas 
mexicanas y ordenó fusilamientos. 

Las malas noticias llegaban hasta Chihuahua de todos los lugares del 
país. Luego de la caída de Puebla en mayo de 1863, el general Porfirio Díaz 
había logrado escapar y reorganizar el Ejército de Oriente. A principios de 
1865 se hizo fuerte en Oaxaca, pero Bazaine sitió la ciudad. Díaz tuvo que 
rendirse en febrero y fue hecho prisionero. 

El 18 de marzo fue fusilado Nicolás Romero, uno de los guerrilleros más 
importantes de la región de Michoacán. Al concluir el mes, cayó Guaymas en  
poder de los invasores, puerto del que el gobierno republicano obtenía al-
gunos recursos. 

En agosto, el gobierno de Juárez se vio obligado a dejar Chihuahua y re-
fugiarse en el último lugar en que podía hacerlo: Paso del Norte —hoy Ciu-
dad Juárez—. Si los franceses seguían avanzando, el presidente no tendría 
más remedio que abandonar el país, pero a diferencia de lo que había he-
cho en la Guerra de Reforma, en esta ocasión no estaba dispuesto a dejar 
el territorio nacional.

La República estaba en jaque, pero, en términos reales, el Imperio solo 
era dueño del terreno que pisaban sus tropas. En cuanto el ejército franco-
mexicano se movilizaba a otras regiones, los republicanos recuperaban las 
plazas. Desesperado porque no lograba pacificar el país, Bazaine persuadió 
a Maximiliano para tomar medidas aún más drásticas.

Para colmo de males, en momentos en que era necesaria la unidad en 
torno a Juárez, estallaron divisiones en el interior del gobierno republicano. 
En noviembre de 1865 concluía el periodo presidencial. Aprovechando las  
facultades extraordinarias que le había otorgado el Congreso antes de  
disolverse, Juárez decidió extender su periodo de gobierno hasta que las cir-
cunstancias del país permitieran elecciones libres. 
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Varios jefes republicanos y algunos intelectuales que acompañaban a Juá-
rez, como Guillermo Prieto, consideraron la decisión como una violación 
flagrante a la Constitución de 1857 e incluso un autogolpe de Estado. Si Juá-
rez era defensor de la legalidad, debía entregar el poder al presidente de la 
Suprema Corte de Justicia —como estaba establecido en la Constitución—, 
por entonces, Jesús González Ortega —el general que había encabezado la 
defensa de Puebla en 1863—.

Juárez ignoró las críticas. No había tiempo para legalismos. Era absurdo 
pensar en la legalidad cuando México atravesaba una guerra, así que, con 
la ley o sin ella, se quedó en el poder, y aprovechó que González Ortega se 
había marchado a Estados Unidos de América sin pedir licencia para acu-
sarlo de abandonar el servicio militar en momentos en que cada hombre 
era fundamental para la defensa de la República. Aunque varios de sus co-
laboradores rompieron con Juárez, el tiempo le dio la razón. 

La contraofensiva

Al comenzar 1866, el sueño imperial se tornó en pesadilla. Maximiliano  
dependía por completo del Ejército francés y, cuando Napoleón III anunció 
el retiro de sus tropas, fue el acabose. Con el paulatino retiro de las tropas 
de ocupación, las fuerzas republicanas comenzaron a recuperar las pobla-
ciones importantes y sobrevino la contraofensiva.

En febrero de 1867, el emperador decidió jugarse la última carta en Que-
rétaro y marchó con los restos del Ejército imperial a la vieja ciudad colo-
nial. El 14 de marzo, el general Mariano Escobedo sitió la ciudad que cayó 
en poder de la República el 15 de mayo. 

Maximiliano y los generales Miramón y Mejía fueron procesados y sen-
tenciados a morir. El 19 de junio de 1867 fueron pasados por las armas en 
el Cerro de las Campanas en Querétaro. 

El 15 de julio, Benito Juárez entró triunfalmente a la capital del país y, 
frente a la multitud que se congregó en la plaza mayor, expresó: 

El Gobierno nacional vuelve hoy a establecer su residencia en la  
ciudad de México, de la que salió hace cuatro años. Llevó entonces 
la resolución de no abandonar jamás el cumplimiento de sus debe-
res tanto más sagrados, cuanto mayor era el conflicto de la nación. 
Fue con la segura confianza de que el pueblo mexicano lucharía 
sin cesar contra la inicua invasión extranjera, en defensa de sus 
derechos y de su libertad. (Tamayo, 1967, pp. 248-250)
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Palabra por palabra, lo había cumplido. 
Una larga guerra, una intervención extranjera fracasada y un imperio que 

yacía dos metros bajo tierra. El Estado y la Iglesia separados al fin, el clero 
derrotado, los conservadores reducidos a cenizas y el proyecto liberal triun-
fante. Todo eso había ocurrido en los últimos 10 años. Por eso los historia-
dores liberales le llamaron al periodo “la gran década nacional”.

Por increíble que parezca, la nación había logrado sobrevivir sin Con-
greso —entre 1857 y 1867 había podido sesionar poco más de un año— y 
sin Constitución. Pero si como ley no funcionó durante los años de la gue-
rra, Juárez la transformó en bandera política, en la razón moral para enca-
bezar la resistencia. Y en defensa de la República no había tenido empacho 
en violarla, como lo hizo en 1865, al extender su periodo presidencial por 
voluntad propia.

Por eso, cuando aún se escuchaban los vítores por el triunfo de la Repúbli-
ca, era necesario restablecer la Constitución, convocar al Congreso y llamar  
a elecciones para saber si la sociedad ratificaba el mandato de Juárez.  
Para acabar pronto, era necesario que todo volviera a la normalidad, que la 
división de poderes, las instituciones y las leyes funcionaran.

Al parecer, Juárez se había acostumbrado al pragmatismo de gobernar 
sin la Constitución porque de vuelta en la Ciudad de México, en agosto lanzó 
la convocatoria para las elecciones y propuso la realización de un plebiscito 
para reformar la Constitución, lo cual fue un escándalo. El presidente que 
había hecho de la Constitución su bandera frente a la usurpación pretendía 
reformarla por medio de un procedimiento que no estaba contemplado en 
la carta magna, lo cual sería una violación flagrante a la ley. El hombre que 
defendió la legalidad en tiempos de guerra pretendía violarla en tiempos  
de paz.

Juárez aún no estampaba su firma en la convocatoria y las críticas de la 
prensa y el Congreso ya estaban a la orden del día. Y a pesar de su popula-
ridad, el plebiscito fue rechazado.

Las elecciones se verificaron, Benito Juárez ratificó su mandato en la Pre-
sidencia para el periodo 1867-1871, pero quedó claro que la Constitución de  
1857, a pesar de que fue restablecida, poco a poco se convirtió en un ins-
trumento discrecional, hasta transformarse en un bello poema, como fue  
llamada durante el Porfiriato.

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



La gran década nacional (1857-1867)52

Alejandro Rosas Robles

Referencias

Alamán, L. (1985). Historia de México. Fondo de Cultura Económica.
Cabrera, D. (ed.). (1890). Liberales ilustres mexicanos. De la Reforma  

y la Intervención.
Colegio de México, El. (2007). Historia general de México (vol. 2).
Conte Corti, E. C. (1993). Maximiliano y Carlota. Fondo de Cultura 

Económica.
Cosío Villegas, D. (2013). La Constitución de 1857 y sus críticos.  

Fondo de Cultura Económica.
Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones  

(vol. II). (2016). Miguel Ángel Porrúa.
Escalante Gonzalbo, P., García Martínez, B., Luis Jáuregui, L., Vázquez,  

J. Z., Speckman Guerra, E., Garciadiego, J., y Aboites Aguilar, L. 
(2004). Nueva historia mínima de México. El Colegio de México.

Esquivel Obregón, T. (1984). Apuntes para la historia del derecho  
en México. Porrúa.

Fuentes Mares, J. (1982). Juárez, el Imperio y la República. Grijalbo.
Galeana, P. (1990). México y el mundo. Historia de sus relaciones  

exteriores. Tomo 3. Senado de la República.
Galeana de Valadés, P. (1991). Los siglos de México. Nueva Imagen.
Krauze, E. (1994). Siglo de caudillos. Biografía política de México  

(1810-1910). Tusquets Editores.
Rabasa, E. (1972). Evolución histórica de México. Porrúa.
Rabasa, E. (2006). La constitución y la dictadura. Porrúa.
Reyes Heroles, J. (1982). El liberalismo mexicano. Tomo II. La reforma  

y el segundo imperio. Fondo de Cultura Económica.
Rivera, Agustín. (1904). Anales mexicanos. La reforma y el segundo  

Imperio. Ortega y Compañía Editores.
Rivera Cambas, M. (1988). Los gobernantes de México. Transcontinental 

de Ediciones Mexicana.
Tamayo, J. L. (1964). Benito Juárez. Documentos, discursos y  

correspondencia. Tomo 2. Secretaría del Patrimonio Nacional.
Tamayo, J. L. (1966a). Benito Juárez. Documentos, discursos y  

correspondencia. Tomo 7. Secretaría del Patrimonio Nacional.
Tamayo, J. L. (1966b). Benito Juárez. Documentos, discursos  

y correspondencia. Tomo 9. Secretaría del Patrimonio Nacional.
Tamayo, J. L. (1967). Benito Juárez. Documentos, discursos  

y correspondencia. Tomo 12. Secretaría del Patrimonio Nacional.
Tamayo, J. L. (1969). Benito Juárez. Documentos, discursos y  

correspondencia. Secretaría del Patrimonio Nacional.

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Constitución de 1857.
Proyecto liberal, conflicto político  

y legado jurídico

Carlos David Silva Cázares

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Introducción

La Constitución de 1857 marcó una ruptura decisiva en la historia de 
México. Su promulgación respondió a un contexto político convul-
so, en el que el liberalismo buscó afirmarse como ideología dominan-
te para transformar las estructuras heredadas del orden virreinal y 
posindependentista.

A diferencia de los instrumentos jurídicos que la precedieron, este 
nuevo marco jurídico no solo pretendía establecer un sistema de gobier-
no, sino reformar radicalmente la relación entre el Estado y la sociedad, 
particularmente en lo referente al papel de la Iglesia, el Ejército y las 
corporaciones tradicionales. Fue una herramienta que resultó de una 
profunda reflexión intelectual, pero también de una coyuntura revolu-
cionaria, que desmanteló el antiguo régimen estamentario e impulsó la 
ideología liberal al poder.

Desde el punto de vista historiográfico, este proceso ha generado in-
tensos debates acerca de sus motivaciones, alcances y consecuencias. 
Algunos lo interpretan como un proyecto modernizador inspirado en los 
ideales de la Ilustración, mientras que otros lo consideran un ejercicio 
elitista, desconectado de la realidad social del país, que no necesaria-
mente respondió a las circunstancias históricas que se vivían. 

El presente ensayo aborda estos enfoques y estructura el análisis en 
torno a los antecedentes históricos, la ideología liberal, la configuración 
del Congreso Constituyente, el contenido de la Constitución, las resisten-
cias que enfrentó, su impacto posterior y el lugar que ocupa en la memo-
ria del imaginario político mexicano.
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De la República federal  
a la caída de Santa Anna

El proceso constitucional de 1857 no puede entenderse sin examinar las cri-
sis recurrentes que México atravesó desde su independencia en 1821 y hasta  
el final del siglo xix. Tras el fracaso del imperio de Iturbide, se instauró la 
Constitución de 1824, que intentó reproducir un modelo federal muy simi-
lar al estadounidense, aunque sin equilibrio institucional ni el consenso  
político necesario.

Las luchas entre centralistas y federalistas, la inestabilidad de las admi-
nistraciones y los constantes golpes de Estado impidieron la consolidación 
de un orden constitucional duradero.

Esa desorientación, ese desorden, ese no encontrar las fórmulas 
adecuadas para una convivencia sana y fructífera entre los mexica-
nos, significaron grandes, in mensos costos para el país, entre otros, ni  
más ni menos, la pérdida de aproximadamente la mitad del territo-
rio que el Estado mexicano había recibido en 1821 como causaha-
biente de la Madre Patria. Las dramáticas consecuencias de la guerra 
con Estados Unidos (1846-1848), que concluyó con la firma de los 
Tratados de Guadalupe Hidalgo el 2 de febrero de 1848, engendraron  
nuevas y múltiples causas de inestabilidad y desorganización impo-
sibles de contener, no obstante, el restablecimiento del sistema  
federal a través del Acta de Reformas de 1847, con la que se otorgó 
nueva vigencia a la Constitución de 1824. (Estrada Sámano, 2008,  
p. 232)

A partir de 1835, el país se volcó al centralismo, periodo en que figura-
ron personajes como Antonio López de Santa Anna, para impulsar un poder  
presidencial fuerte y limitar la autonomía de los estados. Esa tendencia cul-
minó con la pérdida de más de la mitad del territorio y un autoritarismo 
exacerbado, sobre todo durante su último periodo presidencial (1853-1855), 
caracterizado por la represión política, el fortalecimiento del clero y el Ejérci-
to, y la venta de territorios mediante el Tratado de La Mesilla. En este clima  
de descontento, la revolución de Ayutla emergió como un movimiento  
regenerador que abogaba por un cambio radical de régimen. El triunfo de 
los liberales en esta revuelta abrió la puerta al Congreso Constituyente que 
redactaría la carta magna en 1857.

En el México del primer tercio del siglo xix convergieron tensiones po-
líticas internas y corrientes internacionales de liberalismo y conservaduris-
mo. Los constituyentes republicanos adoptaron en 1824 una constitución 
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federalista inspirada en la Constitución de Cádiz (1812) y la Carta de Dere-
chos de los Estados Unidos (1791). 

Sin embargo, la inestabilidad política, la crisis económica y el ascenso 
de líderes caudillistas lograron que, en octubre de 1835, el Congreso supri-
miera la Constitución federal y, el 30 de diciembre de 1836, promulgara las 
Siete Leyes Constitucionales, las cuales instauraron formalmente el centra-
lismo. Con ese sistema, los estados libres se convirtieron en departamentos  
con gobiernos subordinados al poder central, se estableció la religión cató-
lica oficial y se creó un Supremo Poder Conservador con facultad de veto  
sobre las leyes.

El cambio constitucional —descrito como el entierro de la primera Repú-
blica independiente de México— buscaba crear un gobierno fuerte y ordena-
do. Sin embargo, la aplicación de las Siete Leyes provocó el descontento: tanto  
grupos conservadores (clérigos, militares, grandes terratenientes y comerciantes  
tradicionales) como liberales (burguesía emergente, pequeños propietarios, 
profesionistas e intelectuales) quedaron insatisfechos.

Emilio Rabasa señaló acerca de las Siete Leyes que era

inútil examinar las Constituciones absolutamente ilegítimas y extra-
vagantes de 1836 y 1843, que no tienen interés para nuestro Derecho 
constitucional ni por las teorías ni por su aplicación. Porque si por 
sus preceptos, las provincias, el Parlamento y el Poder Judicial que-
daban deprimidos y maltrechos, no salía más medrado el Ejecutivo 
que había de subordinarse a un llamado Poder Conservador, en 
donde se suponía investir algo de sobrehumano, intérprete infalible 
de la voluntad de la nación. Este tribunal de superhombres, impe-
cables, desapasionados y de sabiduría absoluta, podía deponer 
presidentes, suspender congresos, anular leyes, destruir sentencias 
y debía ser obedecido sin réplica ni demora, so pena de incurrir el 
rebelde en delito de lesa nación. (Rabasa, 1912, p. 33)

La nueva constitución cerró brechas entre facciones, pero aceleró la po-
larización. Algunos estados, como Coahuila, Texas y Zacatecas, se rebela-
ron contra el centralismo. Por ejemplo, la secesión de Texas en 1836 reflejó 
el rechazo al poder de Santa Anna y al centralismo. Aunque las Siete Leyes  
fueron el primer intento de conciliación entre los conservadores y los liberales,  
pronto se vio que ese experimento timorato dejó a todos insatisfechos.

Santa Anna dominó la escena nacional del Plan de Casa Mata al de Ayutla.  
Por eso, con sobrada razón, Lucas Alamán pudo escribir que la historia de  
esos años puede llamarse con propiedad la historia de las revoluciones  
de Santa Anna. Tuvo un rol central en ese periodo. Figura carismática y am-
bigua, supo alternar apariencias liberales con episodios dictatoriales.
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En 1833 fue elegido presidente y su vicepresidente, Valentín Gómez Fa-
rías, impuso reformas liberales anticlericales que provocaron crisis. Entre 
1833 y 1847, Santa Anna ocupó seis veces la Presidencia, con intermiten-
cias que lo hacían abandonar las responsabilidades presidenciales al garete,  
mientras que el “seductor de la patria”, como lo llamó Justo Sierra, se  
retiraba a su casa de campo en Tlalpan para descansar y organizar peleas 
de gallos. En 1841, Santa Anna ocupó nuevamente el Ejecutivo mediante un 
golpe de Estado, encabezado por él, que se conoce como las Bases de Tacu-
baya, imponiendo como primeras acciones la disolución de los poderes fe-
derales, excepto el Judicial.

En la práctica, asumió una dictadura personal con amplias facultades. 
Posteriormente, en 1843 se promulgó la Constitución de las Bases Orgáni-
cas que, aunque no abolió oficialmente el centralismo, endureció aún más 
el poder presidencial.

El 5 de marzo de 1843 por la tarde se presentó en la ciudad de Mé-
xico el impresentable de Antonio López de Santa Anna, y al día si-
guiente reasumió la presidencia provisional de la República, listo 
para estar presente en el anhelado parto —para él— del pequeño 
monstruo que preparaba su Junta de Notables. El 8 de abril de 1843 
se presentó el proyecto de Bases Orgánicas de la República Mexica-
na, el cual, ese mismo día, quedó aprobado en lo general, y se co-
menzó a discutir y aprobar en lo particular. Realmente no había 
nada que discutir, pues todo estaba acordado; no fue más que la 
formalidad de ir revisando los diversos artículos del proyecto y  
aprobarlos simultáneamente, lo que se alcanzó dos meses después, 
el 12 de junio de 1843, víspera del onomástico de Santa Anna, ¡buen 
regalo le hicieron! El día 13 juraron las bases. (Soberanes, 2019a,  
p. 547)

Durante estos años, Santa Anna se rodeó de ministros conservadores, 
canceló derechos civiles y perfiló al Ejército como fuerza garante de orden. 
En 1844 se ausentó temporalmente de nueva cuenta, pero la inestabilidad 
continuó: tras un breve gobierno de Nicolás Bravo, el general Mariano Pa-
redes derrocó al presidente (1845).

Después de la derrota frente a Estados Unidos de América (1846-1848) y 
varios cambios de gobierno, en 1853 Santa Anna regresó al poder para su úl-
timo mandato. Rehabilitado por conservadores y liberales moderados, vol-
vió como “presidente por tiempo indefinido”. Lucas Alamán envío una carta 
al caudillo con ideas muy puntuales que debían orientar y dirigir su admi-
nistración próxima. En esta señalaba: 
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Tiene usted, pues a la vista, lo que deseamos, con lo que contamos 
y lo que tenemos. Creemos que estará por las mismas ideas; más si 
así no fuere, tememos que será gran mal para la nación y aún para 
usted… En manos de usted, señor general, está el hacer feliz a su 
patria colmándola a usted de Gloria y de bendiciones. (Estrada 
Sámano, 2008, p. 237)

Su régimen reimplantó el militarismo y el autoritarismo. Si bien inten-
tó reorganizar el Ejército y ordenar las finanzas, su gestión acrecentó los 
impuestos, restableciendo la alcabala y otros gravámenes, y, por supuesto, 
reprimió a la oposición liberal. Y en el colmo del exceso, se otorgó títulos 
pomposos, como “Su Alteza Serenísima”, lo que alimentó la burla popular 
y el profundo rechazo político.

Las fisonomías políticas de México se agudizaron en dos bandos anta-
gónicos. El conservadurismo, que veía en el poder central fuerte la garantía 
de sus privilegios; en cambio, los liberales federalistas abogaron por recu-
perar la autonomía local y un gobierno más participativo.

Ambos grupos, a menudo organizados en logias masónicas (la yorkina 
y la escocesa), reflejaban el eco mexicano de las divisiones ideológicas eu-
ropeas: los federalistas admiraban los modelos de las repúblicas federales 
(Estados Unidos de América, Suiza o la Francia de la Monarquía de Julio), 
mientras que los conservadores preferían un sistema centralizado (más cer-
cano al absolutismo ilustrado).

Estas diferencias se manifestaron en constantes revueltas locales. Se ca-
racterizaron por alegatos federalistas y liberalizantes, oponiéndose al arbi-
trarismo centralista. De hecho, el federalismo de 1824 era visto por muchos 
como una expresión de la soberanía popular, mientras que el centralismo 
de 1836 terminó identificado con el abuso del poder militar.

Josefina Zoraida Vázquez señala que los enfrentamientos entre los fede-
ralistas y los centralistas provocaron la inestabilidad de la etapa formativa  
del Estado mexicano a la disputa por la forma de gobierno. Afirma que:

El federalismo mexicano —que se entendió de manera opuesta al 
norteamericano— estableció un gobierno nacional muy débil, que 
gobernaba estados, no ciudadanos como el norteamericano. Por ello, 
los movimientos políticos se generaron siempre en la periferia, pero 
se decidieron en el centro, donde se consolidaban los acuerdos. 
Fundamentado en acusaciones partidarias, se considera que el cen-
tralismo estuvo pertrechado en la Iglesia y en el ejército, fuerzas 
indiscutiblemente conservadoras, sin recordar que el liberalismo 
europeo era en general centralista y que las dos corporaciones dis-
taban de ser monolíticas. (Vázquez, 1993, p. 623)
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La hora del liberalismo

Durante los primeros años de la década de 1850, el descontento liberal  
—especialmente en el sur del país— se cristalizó en un pronunciamiento 
formal. El Plan de Ayutla fue redactado el 1 de marzo de 1854, en Guerrero, 
por el coronel liberal Florencio Villarreal, con el apoyo del general Juan Ál-
varez, e Ignacio Comonfort.

Sus planteamientos centrales fueron: desconocer a Santa Anna como 
presidente y convocar un Congreso Constituyente para nombrar un gobier-
no provisional y redactar un nuevo orden constitucional.

El documento señalaba textualmente que, vencida la dictadura, se ele-
giría un presidente interino —a más tardar 15 días después de la victoria 
militar— y este convocaría enseguida a un congreso extraordinario para “es-
tablecer un gobierno republicano y democrático que reorganizara el país” 
(Soberanes, 2019b, pp. 643-647). 

El jurista constitucional Ignacio Burgoa escribió al respecto:

El Plan de Ayutla propendió a derrocar violentamente la dictadura  
santanista, tuvo como propósito establecer la igualdad republica- 
na mediante la abolición de órdenes, tratamientos y privilegios 
abiertamente opuestos a ella, pugnó por la organización estable y 
duradera del país mediante un orden constitucional republicano, 
representativo, popular y respetuoso de las garantías individuales 
e hizo surgir con perfiles ideológicos perfectamente marcados al 
Partido Liberal que sostuvo con las armas la Constitución de 1857 y 
las Leyes de Reforma. (Burgoa, 1954, p. 83)

El Plan de Ayutla proclamó el fin de la tiranía santanista y la restauración  
de un sistema basado en la legalidad constitucional. Los movimientos ar-
mados que siguieron fueron numerosos. Inicialmente, el levantamiento se  
centró en Guerrero con Juan Álvarez, pero pronto se extendió por otros esta-
dos sureños, el occidente y el centro de México. Campañas militares coordi-
nadas por los liberales obligaron a Santa Anna a pelear en varios frentes. La  
presión política y militar obligó al dictador, debilitado y desprestigiado,  
a renunciar en agosto de 1855 y exiliarse definitivamente. Según algunos 
historiadores, el Plan de Ayutla “fue el catalizador de levantamientos en 
muchas partes de México, que llevaron a la renuncia de Santa Anna” (Pa-
ni, 1997, pp. 119.121).
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Hacia una nueva constitución

Tras el triunfo liberal vino el breve gobierno de Juan Álvarez, y luego el de 
Ignacio Comonfort, que fomentaron la creación de las reformas liberales: 
la ley Juárez en 1855 y la ley Lerdo en 1856 (y posteriormente la ley Iglesias 
en 1857), que sirvieron como base de la Constitución federal de 1857, resta-
blecieron el federalismo y secularizó las instituciones. El proceso mexicano 
se integró así al amplio panorama liberal global del siglo xix, en el que mu-
chas naciones se debatían entre reformistas progresistas y gobiernos con-
servadores o autoritarios.

Después del movimiento revolucionario de Ayutla y la caída del dicta-
dor, el país se enfrentaba a dos retos históricos que definirían el futuro in-
mediato de la nación: primero, evitar prolongar los conflictos intestinos y 
los enfrentamientos civiles, así como cometer errores, que habían costado 
la pérdida de la mitad del territorio. Justo Sierra se refirió a esos momentos:

Todo un periodo de nuestra historia desaparecía con él, no sin dejar 
largos y sangrientos rostros, a manera de visos rojos de crepúsculo. 
La historia nacida de la militarización del país por la guerra de in-
dependencia y de la anarquía sin tregua a que nuestra educación 
nos condenaba, manifestaciones morbosas, pero fatales, de nuestra 
actividad personificada en Santa Anna, iba a concluir, la tragedia 
perdía su protagonista. Lenta, pero resuelta y definitivamente, otro 
período histórico, otra generación, otra República a entrar en escena. 
(Sierra, 1940, p. 281)

Y segundo, la conformación de un Congreso Constituyente que diera pie 
para constituir o consumar una nación y moldear un Estado, que asumiera  
una forma concreta de gobierno robusta. Nunca más la forma estamental 
de los sueños conservadores, sino una forma republicana, democrática, re-
presentativa, popular e individualista (liberal).

Según Emilio Rabasa, la obra de los constituyentes debía comprender

dos tareas bien determinadas, la una de destrucción y demolición, 
consistía en aniquilar al bando conservador, acabar con la influencia 
del clero en los asuntos políticos, hacer la reforma social, como 
tantas veces lo dijeron en sus discursos los progresistas; la otra, la 
reconstrucción y reorganización, consistía en establecer el gobierno 
nacional con el mecanismo más adecuado para un funcionamiento 
armonioso, tan automático como fuera posible. Una y otra empresa 
eran casi incompatibles: la primera requería convicciones absolutas, 
y hasta pasión de sectarios; la segunda necesitaba reflexión serena, 
espíritu previsor, más inclinación a la experiencia que a la lógica de 
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los principios, severidad de criterio para sojuzgar el entusiasmo, 
haciendo prevalecer un patriotismo adusto. (Rabasa, 1912, p. 223)

El Congreso Constituyente fue instalado formalmente en la Ciudad de 
México el 17 de febrero de 1856. Sus integrantes provenían, en su mayoría, 
del bando liberal, aunque entre ellos existían matices ideológicos. Se con-
taron también algunos diputados moderados y pocos conservadores, quie-
nes ejercieron una influencia limitada. El debate en el Congreso se centró 
en la forma de gobierno, el papel de la Iglesia, las garantías individuales y 
la organización territorial del país.

Estuvo integrado por 155 diputados y se realizó en Palacio Nacional, en 
la Ciudad de México. Entre los constituyentes destacaron Ponciano Arriaga,  
Melchor Ocampo, Guillermo Prieto e Ignacio Ramírez, todos defensores del 
Estado laico y la soberanía popular. En cada una de las intervenciones se 
reflejó una firme convicción de que el nuevo orden debía erradicar los ves-
tigios del antiguo régimen.

Durante el discurso inaugural, el diputado potosino Ponciano Arriaga ex-
presó: “Los pueblos no se redimen sino por la ley; las revoluciones se jus-
tifican solo cuando fundan una Constitución” (Zarco, 1957, pp. 8-10). Esta 
idea guiaba el esfuerzo constituyente: consolidar los logros del movimiento 
de Ayutla mediante un nuevo pacto legal y político. En contraposición, los 
moderados y conservadores, como Mariano Riva Palacio y José María Tor-
nel, pretendían una carta menos radical, que conservara cierta influencia 
de la Iglesia y defendiera el orden social tradicional.

Después de discusiones acaloradas, la mayoría optó por que continuara 
la base constitucional de 1824, adosada el Acta de Reformas de 1847 y un 
sistema unicameral para el Poder Legislativo, al considerar que las cámaras 
altas eran una reminiscencia aristocrática. Uno de los temas más debatidos 
fue la inclusión de los derechos del hombre. Ponciano Arriaga propuso un 
amplio conjunto de garantías sociales y económicas, pero muchas de sus 
iniciativas no prosperaron. Sin embargo, se logró establecer un conjunto de 
derechos civiles fundamentales y se introdujo la figura del juicio de ampa-
ro, propuesta por Manuel Crescencio Rejón y perfeccionada por Mariano 
Otero, como mecanismo de defensa ante abusos de autoridad.

Finalmente, la propuesta liberal triunfó sobre la conservadora, y aunque 
el proyecto discutido nunca llegó a las Comisiones, este quedó aprobado. 
Felipe Tena Ramírez asegura que aquella jornada parlamentaria fue 

acaso la más alta y sin duda la más trascendental en la vida del 
Congreso Constituyente. Recogió las últimas convulsiones de una 
época y a partir de ese día la vertiente de la historia de México tomó 
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otro declive. Por esos títulos ocupa, sin usurparlo, uno de los mejo-
res lugares en nuestros fastos parlamentarios. (Tena, 1985, p. 598)

La Constitución y su impacto  
en la sociedad

De ese modo, la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos fue 
promulgada el 5 de febrero de 1857, constaba de 128 artículos y representó 
un momento culminante en la historia política e ideológica del país. Fue el 
resultado de décadas de lucha entre distintas visiones ideológicas y expre-
só el triunfo del proyecto republicano. Quedó establecido, por lo menos en  
el discurso, una nueva legalidad basada en la soberanía popular, la seculari-
zación del Estado y el fortalecimiento de las libertades individuales. Como 
afirmó en uno de sus discursos Ignacio Ramírez, el Nigromante: “El pueblo 
no ha nacido para obedecer al poder, sino para constituirlo”. Al final, signifi- 
có el punto de inflexión entre el antiguo régimen corporativo y la conso- 
lidación de un Estado laico y liberal.

No se trató simplemente de un documento semejante al cimiento de un 
edificio ni la ley fundamental o no solo eso; buscó no crear una nación, sino 
moldear un Estado conforme al ideario liberal, individualista y anticorpora-
tivista. Un Estado fortísimo (liberal-jacobino), que se expresara mediante las 
leyes y que reconociera las libertades. Un Estado robusto con un gobierno 
funcional, que contara con mecanismos eficientes, en términos llanos, para 
poder cobrar impuestos, llamar a las armas, conformar una burocracia fun-
cional para lograr una gobernanza práctica y, con ello, terminar por enterrar 
los regímenes de pasado nefasto, por medio de la fuerza de un Poder Legis-
lativo vigoroso, capaz de emitir leyes justas y acordes a la realidad nacional.

Este conjunto normativo respondía al deseo liberal de transformar la  
estructura política del país y romper definitivamente con los resabios co-
loniales y centralistas. La norma suprema se inspiró, en parte, en la Cons-
titución de los Estados Unidos (1787) en cuanto a la estructura federal y las 
garantías individuales, pero también en las revoluciones europeas de 1848, 
que promovieron la emancipación del ciudadano frente a las monarquías y 
las instituciones eclesiásticas.

Una vez que, el Congreso constitucional aprobó el texto fundamental, so-
licitó al diputado Francisco Zarco redactar el manifiesto del Congreso a la 
nación, que debería preceder a la ley suprema. 

Leído el texto, firmada y jurada la Constitución, aprobaron por unanimi-
dad el texto de Zarco:
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La gran promesa del plan de Ayutla está cumplida. Los Estados 
Unidos Mexicanos vuelven al orden constitucional. El Congreso ha 
sancionado la Constitución más democrática que ha tenido la Repú-
blica; ha proclamado los derechos del hombre, ha trabajado por la 
libertad, ha sido fiel al espíritu de su época, a las inspiraciones ra-
diantes del cristianismo, a la revolución política y social a que debió 
su origen; ha edificado sobre el dogma de la soberanía del pueblo, y 
no para arrebatársela, sino para dejar al pueblo el ejercicio pleno de 
su soberanía. ¡Plegue al Supremo Regulador de las sociedades hacer 
aceptable al pueblo mexicano la nueva Constitución, y accediendo 
a los humildes ruegos de esta Asamblea, poner término a los infor-
tunios de la República y dispensarle con mano pródiga los beneficios 
de la paz, de la justicia, de la libertad! (Zarco, 2019b, pp. 865-866)

Concluido este acto,

las bandas militares interpretaron el himno nacional, a la vez que las  
baterías de la plaza hacían salvas y las campanas de las iglesias re-
picaban a vuelo. El Congreso Constituyente que se había instalado 
el 18 de febrero de 1856 cerró definitivamente sus puertas el 17 de  
febrero de 1857, y no fue sino hasta el 11 de marzo (aniversario  
de la Revolución de Ayutla), en que se publicó la Constitución Fede-
ral. Así, a partir del 16 de septiembre del mismo año entró en vigor 
la carta magna, como ordenaba el artículo transitorio. (Soberanes, 
2019b, p. 869)

En el contexto histórico nacional tuvo un impacto profundo. Fue pionera  
en México al consolidar un catálogo amplio de derechos, como quedó es-
tablecido anteriormente. Estos cambios apuntaron a suprimir las antiguas 
jerarquías coloniales: la Constitución “abolió prácticas del orden feudal” (Es-
trada Michel, 2005) y convirtió al Estado en el supremo árbitro civil. Jurídi-
camente instauró la supremacía constitucional, para sentar las bases de un 
Estado de derecho. Aun así, contó con muchas limitaciones y no resolvió 
todos los problemas sociales.

El texto protegía derechos individuales de forma general, pero no incluyó  
derechos sociales o económicos específicos; por ejemplo, no garantizó la 
propiedad comunal indígena ni los derechos laborales. Tampoco se avanzó  
en la igualdad política, pues, por ejemplo, las mujeres siguieron sin reco-
nocimiento electoral.

Muchos de sus preceptos fueron difíciles de aplicar inmediatamente en 
un país fragmentado y empobrecido, mientras que la polarización social y 
política se exacerbó. Sectores conservadores y clericales se opusieron fron-
talmente: la Iglesia rechazó la nueva Constitución como “sacrilegio” y sus 
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jerarcas incluso excomulgaron a quienes la juraban. El Partido Conservador, 
defendiendo sus fueros, convocó al levantamiento bajo el lema “¡Religión 
y fueros!” para exigir la derogación de las reformas de Juárez. En contras-
te, el ala liberal más radical celebró los cambios como el primer paso ha-
cia un Estado laico y moderno, con la máxima de que “ninguna institución 
poseería un poder superior al de la autoridad civil” (Canal inehrm, 2018). 

Tuvo que pasar un mes de que la Constitución entró en vigor para ape-
nas conseguir que se reuniera a la mayoría de los diputados y empezar así 
el periodo de sesiones legislativas. Para el primer día de diciembre, Igna-
cio Comonfort tomó posesión como presidente de la República; igualmente  
lo hicieron los ministros de la Suprema Corte de Justicia, que presidía el  
licenciado Benito Juárez.

Sin embargo, apenas 17 días después comenzó una refriega militar en 
la ciudad, encabezada por el general conservador Félix Zuloaga, quien, me-
diante el Plan de Tacubaya, desconocía al presidente de la República, junto 
con todos los poderes, considerando “haber desmerecido la confianza pú-
blica”. A la letra, el Plan señalaba lo siguiente:

Considerando: Que la mayoría de los pueblos no ha quedado satisfe- 
cha con la Carta fundamental que le dieran sus mandatarios, porque 
ella no ha sabido hermanar el progreso con el orden y la libertad, y 
porque la oscuridad en que muchas de sus disposiciones ha sido el 
germen de la guerra civil:

Considerando: Que la República necesita de instituciones aná-
logas a sus usos y costumbres, y al desarrollo de sus elementos de 
riqueza y prosperidad, fuente verdadera de la paz pública, y del 
engrandecimiento y respetabilidad de que es tan digna en el interior 
y en el extranjero:

Considerando: Que la fuerza armada no debe sostener lo que 
la Nación no quiere, y sí ser el apoyo y la defensa de la voluntad 
pública, bien expresada y a de todas maneras, se declarara:

Art. 1. Desde esta fecha cesará de regir en la República la Cons-
titución de 1857.

Art. 2. Acatando el voto unánime de los pueblos, expresado en la  
libre elección que hicieron el Exmo. Sr. Presidente D. Ignacio Co-
monfort para Presidente de la República, continuará encargado 
del mando supremo con facultades omnímodas para pacificar a la 
Nación, promover sus adelantos y progresos, y arreglar los diversos 
ramos de la administración pública.

Art. 3. A los tres meses de adoptado este Plan por los Estados 
en que actualmente se halla dividida la República, el encargado del  
poder ejecutivo convocará un congreso extraordinario, sin más  
objeto que el de formar una constitución que sea conforme con la 
voluntad nacional y garantice los verdaderos intereses de los 
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pueblos. Dicha constitución, antes de promulgarse, se sujetará por 
el Gobierno al voto de los habitantes de la República.

Art. 4. Sancionada con este voto, se promulgará expidiendo en 
seguida por el congreso la ley para la elección de Presidente cons-
titucional de la República. En el caso de que dicha Constitución no 
fuere aprobada por la mayoría de los Habitantes de la República, 
volverá al congreso para que sea reformada en el sentido del voto 
de esa mayoría.

Art. 5. Mientras tanto se expida la constitución, el Exmo. Sr. 
Presidente procederá á nombrar un Consejo, compuesto de un pro-
pietario y un suplente por cada uno de los Estados, que tendrá las 
atribuciones que demarcará una ley especial.

Art. 6. Cesarán en el ejercicio de sus funciones las autoridades 
que no secunden al presente Plan.

Tacubaya, Diciembre 17 de 1857. Félix Zuloaga. (Zuloaga citado 
en Soberanes, 2019b, p. 872)

Una constitución y una guerra

La República había nacido bifurcada. La promulgación de la Constitución 
había generado una respuesta inmediata y hostil por parte del clero y de 
los sectores conservadores. El arzobispo de México, Lázaro de la Garza y 
Ballesteros, declaró en su pastoral de ese mismo año que “los católicos no 
deben aceptar una ley que ofende la unidad de la fe y atenta contra los de-
rechos de la Iglesia” (García, 2010, p. 657). 

El presidente Ignacio Comonfort, que había simpatizado con el ala mo-
derada, vaciló en aplicar la nueva carta y, en diciembre de 1857, aceptó ab-
surdamente adherirse al Plan de Tacubaya, lo que, de alguna forma, desató 
la Guerra de Reforma (1858-1861).

No obstante las controversias, se puede señalar que la Constitución de 
1857 fue más que un documento legal: fue un manifiesto ideológico que re-
configuró el país. Pese a los conflictos que desató —incluyendo la Guerra  
de Reforma y la intervención francesa—, sentó las bases para el desarrollo del  
Estado moderno mexicano.

Muchos de sus principios, como el juicio de amparo, el federalismo y  
la protección de los derechos individuales, perduraron e incluso fueron  
incorporados a la Constitución de 1917, vigente hasta hoy. Como escribió 
Francisco Zarco: “Nuestra Constitución no es perfecta, pero es una afirma-
ción valiente de principios, una protesta contra la tiranía, y una promesa de 
justicia” (Zarco citado en Soberanes, 2019b, pp. 865-869).
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Inmediatamente, tras su entrada en vigor, los conservadores iniciaron su 
contraofensiva ideológica y política. Consideraban que las Leyes de Reforma  
(Juárez, Lerdo e Iglesias) erosionaban los cimientos históricos de la socie-
dad mexicana, en especial los privilegios del clero.

En lo militar, a la par del general Félix María Zuloaga, jefe de la Primera 
Brigada de la Ciudad de México, quien emergió como líder del movimiento,  
entró en escena otro prominente jefe militar, el joven general Miguel Mi-
ramón, quien asumió el mando de las tropas conservadoras y llegó a ser  
ministro de Guerra del gobierno conservador. Ambos generales eran estrechos  
defensores de los privilegios eclesiásticos y denunciaban que las reformas 
liberales conducían al desorden. En suma, la facción conservadora se or-
ganizó y utilizó a la Iglesia como sostén moral y financiero, contando con 
el apoyo de buena parte del Ejército para enfrentarse al gobierno liberal.

Tras vislumbrarse una fractura, aparentemente definitiva del país, du-
rante los primeros días de 1858 el presidente Comonfort intentó revertir el 
Plan de Tacubaya, pero fue desconocido por sus propios colaboradores con-
servadores. El 22 de enero de 1858 las cámaras cesaron a Comonfort y Félix 
Zuloaga fue proclamado presidente del bando conservador.

Mientras los liberales se reorganizaban en el interior del país, Benito Juá-
rez, presidente de la Suprema Corte de Justicia, tras ser apresado y liberado,  
se trasladó al Bajío y, el 19 de enero de 1858, asumió la Presidencia de la  
República por ministerio de ley. Aquel mismo día, Juárez declaró a Guana-
juato capital provisional del gobierno liberal y nombró a sus ministros, en-
tre ellos Santos Degollado y Guillermo Prieto. Estando en el Bajío, Juárez  
publicó un manifiesto en el que señaló: “Entre tanto se reúne el Congreso 
de la Unión a continuar sus importantes tareas, dictaré las medidas que las 
circunstancias demanden para expeditar la marcha de la administración en 
sus distintos ramos, y para restablecer la paz” (Juárez en Soberanes, 2019b, 
pp. 739-740).

En respuesta, se formó una coalición de varios estados liberales, inclu-
yendo Jalisco, Zacatecas, Guanajuato, Querétaro y Veracruz, entre otros, que 
reconoció a Juárez como presidente legítimo de México. Con la amenaza mi-
litar conservadora en el norte de Jalisco, los liberales sufrieron una derro-
ta en Salamanca, Guanajuato, en marzo de 1858, a manos del coronel Luis 
G. Osollo. Un revés que puso en peligro al gabinete juarista. Sin embargo, y  
mientras ello sucedía, el gobierno constitucionalista aprovechó la capitali-
dad de Veracruz y profundizó en la reforma, más allá de la Constitución. El  
4 de mayo de 1858, el ministro de Justicia, Negocios Eclesiásticos e Ins-
trucción Pública, Melchor Ocampo, informó, al día siguiente, por medio de  
una circular, que “el gobierno de la República quedaba instalado en dicha 
ciudad” (Soberanes, 2019a, p. 740).
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una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Constitución de 185770

Carlos David Silva Cázares

De esa forma, se consolidó la dualidad de gobiernos: el de Juárez asen-
tado primero en Guanajuato y luego en Veracruz, y el de Zuloaga en la Ciu-
dad de México. A Zuloaga lo sucedió Miguel Miramón, que ejerció como 
presidente de facto conservador en 1859, y —por breves periodos— Manuel 
Robles Pezuela e Ignacio Pavón. Este gabinete conservador coordinó la gue-
rra desde Palacio Nacional en concordancia con los intereses del Ejército 
y del clero. 

Entretanto, las fuerzas liberales bajo Juárez organizaron su defensa en  
Veracruz y en el interior del país; establecieron guarniciones en puertos, que 
recaudaban ingresos aduanales en favor del bando constitucionalista, y re-
clutaron guardias nacionales de los estados coaligados. Durante 1859-1860 
el conflicto se mantuvo indeciso, con escaramuzas en diversos frentes. Las 
fuerzas conservadoras contaron al inicio con cierta ventaja (por ejemplo, 
la captura del vapor General Miramón por la Armada liberal en 1860 cortó 
ingresos al enemigo). Sin embargo, la tendencia cambió a finales de 1860.

Muy cerca de la Navidad de ese mismo año, los liberales derrotaron al 
ejército conservador en las inmediaciones de Calpulalpan, Tlaxcala. Consi-
derada aquella la última batalla de la Guerra de Reforma, los liberales abrie-
ron el camino para iniciar su entrada triunfal a la Ciudad de México.

Raúl González Lezama señala que mientras eso ocurría, el presidente 
Benito Juárez asistía en Veracruz a una representación de la ópera Los pu-
ritanos, de Bellini.

Un mensajero se introdujo hasta el palco del presidente, era por- 
tador de la sobria comunicación de González Ortega, donde daba 
parte del triunfo obtenido sobre los conservadores. La música cesó; 
don Benito se puso en pie y, en voz alta, dio lectura al documento. 
La guerra había terminado. La orquesta volvió a sonar, pero ahora 
para interpretar La Marsellesa. (González, 2022)

El primer día de enero de 1861, el ejército liberal, compuesto por 25 mil 
soldados y encabezados por el general Jesús González Ortega, hizo su en-
trada a la capital del país, tras recorrer las calles durante más de seis ho-
ras. También para demostrar el triunfo del liberalismo, en los últimos días 
de 1860 mandó publicar las Leyes de Reforma. Nadie podía negar su exis-
tencia ahora que se encontraban proclamadas en el corazón de México. Sin 
embargo, faltaban elementos para considerar que la labor había concluido.

Poco a poco, durante los días siguientes comenzaron a llegar los minis-
tros juaristas para ocupar sus oficinas. El presidente dejó Veracruz el 5 de 
enero de 1861 para llegar por la noche a Palacio Nacional. Aunque fue has-
ta el día siguiente cuando comenzó a despachar.

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



TEPJF

La Constitución de 1857, una mirada desde el siglo xxi 71

En su primer acto oficial, se reunió con el representante diplomático de 
Estados Unidos de América. Su buena relación con el país vecino influyó para  
terminar con el sitio de la ciudad. Posteriormente, y después de consensar 
con sus cercanos, exigió la renuncia a todo su gabinete, pues consideró for-
mar uno totalmente nuevo, acorde a las circunstancias.

Se estableció también la soberanía nacional rechazando la injerencia 
que habían tenido los representantes de algunas naciones extranjeras  
y se acordó expulsar del territorio nacional a Francisco Pacheco, 
ministro de España, Felipe Neri del Barrio, ministro de Guatemala, 
Francisco de P. Pastor, ministro de Ecuador, y al arzobispo de  
Damasco, Luis Clementi, nuncio apostólico. El propio Juárez dispuso 
que Manuel Payno fuera detenido y recluido en una cárcel pública 
para responder por su participación en el Plan de Tacubaya, mien-
tras que a Santos Degollado se le señalaba a la ciudad por prisión 
en espera de ser procesado por la apropiación de la conducta de 
Laguna Seca. (González, 2022)

A las horas arduas de trabajo vinieron verbenas y celebraciones. Incluso,  
“se organizó en el Teatro Nacional un concierto que comprendió el himno 
patriótico de Antonio Barili con letra de José Rivera y Río” (González, 2022). 
Igualmente, días después volvió a la circulación el diario liberal El siglo xix, 
que en su primer editorial señaló: “la tiranía nos arrebató la pluma de la 
mano, hoy nos la devuelve la libertad” (González, 2022).

Finalmente, la guerra concluyó con la victoria liberal. En los meses si-
guientes, el presidente Juárez convocó a elecciones y refrendó las Leyes de  
Reforma en todo el país. Por el contrario, el bando conservador quedó debi-
litado tras la derrota; Miramón se exilió, y se preparó lo que sería la inter-
vención francesa al año siguiente.

En el plano social, la Guerra de Reforma dejó secuelas profundas: con-
solidó el Estado laico y federal mexicano al sacrificar los fueros y bienes del 
clero a favor de la República liberal, pero al costo de una década de guerra 
interna, divisiones sociales y una pobreza social extrema. En 1861 el clero 
había perdido la mayor parte de sus privilegios seculares y las autoridades 
liberales controlaban efectivamente el gobierno central, lo cual perfilaba así 
el México posreformista, aunque con los conflictos que pronto derivarían 
en la intervención extranjera.

Las Leyes de Reforma emitidas en Veracruz tuvieron un carácter radi- 
cal, como lo exigían las circunstancias (nacionalización de los bienes eclesiás-
ticos, establecimiento del matrimonio civil y del Registro Civil, libertad de  
cultos, secularización de cementerios, etcétera), lo que despojó definiti-
vamente al clero de su influencia económica y legal. Aquellos decretos, 
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publicados en plena guerra, mostraron que los liberales buscaron aprovechar 
incluso el conflicto armado para consolidar la laicidad del Estado. En térmi-
nos generales, dichas reformas, en manos de sus firmantes, concluían así:

Tales son, en resumen, las ideas de la actual Administración, sobre 
la marcha que conviene seguir, para firmar el orden y la paz en la 
República, encaminándola por la senda segura de la libertad y del 
progreso, a su engrandecimiento y prosperidad; y al formular todos 
sus pensamientos, del modo que aquí los presenta, no cree hacer 
más que interpretar fielmente los sentimientos, los deseos y las 
necesidades de la Nación.

En otro tiempo podría acaso haberse estimado imprudente la 
franqueza con que el Gobierno actual manifiesta sus ideas, para re-
solver algunas de las graves cuestiones, que ha tanto tiempo agitan a  
nuestra desgraciada sociedad; pero hoy que el bando rebelde ha  
desafiado descaradamente a la Nación, negándole hasta el derecho de  
mejorar su situación; hoy que ese mismo bando, dejándose guiar 
únicamente por sus instintos salvajes, para conservar los abusos  
y errores en que tiene fincado su patrimonio, ha atropellado los más  
sagrados derechos de los ciudadanos, sofocando toda discusión  
sobre los intereses públicos, y calumniando vilmente las intenciones 
de todos los hombres que no se prestan a acatar su brutal domi-
nación; hoy que ese funesto bando ha llevado y a sus excesos a 
un extremo de que no se encuentra ejemplo en los anales del más 
desenfrenado despotismo, y que con un insolente menosprecio de 
los graves males que su obstinación está causando a la sociedad, 
parece resuelto a continuar su carrera de crímenes y de maldades, el 
Gobierno legal de la República, lo mismo que la numerosa mayoría 
de los ciudadanos cuyas ideas representa, no pueden sino ganar, 
en exponer claramente a la faz del mundo entero, cuáles son sus  
miras y tendencias. Heroica Veracruz, Julio 7 de 1859. Benito Juárez,  
Melchor Ocampo, Manuel Ruiz, Miguel Lerdo de Tejada. (Juá- 
rez, Ocampo, Ruiz y Lerdo de Tejada en Soberanes, 2019b, pp. 
740-743)

En mayo de 1861, el Congreso dispuso que el día 9 habían cesado las  
facultades legislativas del titular del Ejecutivo federal. Un mes después,  
“el Congreso, por una votación de 61 contra 55 votos, declaró presidente 
constitucional al licenciado Benito Juárez, y el 2 de julio, al general Jesús 
González Ortega como presidente de la Suprema Corte de Justicia” (Sobe-
ranes, 2019a, p. 753). Todo indicaba que el orden constitucional volvía a 
su cauce. Sin embargo, las circunstancias históricas provocaron derroteros 
muy distintos; vino la intervención francesa y, con ella, el Segundo Imperio.

Aun así, la República logró un triunfo definitivo ante el imperio de Maxi-
miliano y la intervención francesa; también, con ello, la victoria final contra 
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los conservadores. Así, 1867 marcó el principio y el fin de dos periodos de  
la historia constitucional en México.

El primero, definido por la inestabilidad política, las guerras intestinas  
y la ambición desmedida de caudillos y de las cabezas partidistas, que, al no  
apegarse a las normas constitucionales, para dirimir las diferencias, la con-
vertían en letra muerta, modificándola a conveniencia de sus intereses 
malsanos.

En el segundo, la Constitución “aparecerá firme, y ya no será el objetivo 
de luchas sociales” (Estrada Sámano, 2008, pp. 246-247). Y como señala el 
jurista Rafael Estrada Sámano: 

En su nombre y no en contra de ella, se harán los movimientos  
armados o no, y, más importante aún, se pedirán los amparos ante 
el Poder Judicial de la Federación para reparar las reales o supuestas 
violaciones cometidas por las autoridades contra ella. En este mismo 
periodo, seguirá considerándose que el texto constitucional es  
imperfecto, poco aplicable o incluso poco observado, pero se buscará 
su mejoramiento a través de reformas y adiciones, a partir de las que 
fueron propuestas por la república triunfante de 1867. (Estrada  
Sámano, 2008)

En teoría, ya no sería necesario, para desmantelar regímenes pasados, 
condenar a muerte a la República, pero, eso sí, garantizar la separación de 
poderes y la firmeza constitucional. Quizá la historia lleve nuevamente a 
distintos derroteros.

A pesar de las dificultades iniciales y de la interrupción provocada por 
la intervención francesa (1862-1867), la Constitución de 1857 fue restaurada  
y aplicada durante el periodo de la República restaurada. No obstante, su 
establecimiento práctico implicó que fuera constantemente reformada,  
en especial durante el Porfiriato, cuando se modificó para permitir la ree-
lección indefinida y centralizar el poder.

El marco jurídico estuvo vigente hasta 1917, cuando se convocó un nue-
vo Congreso Constituyente que, aunque inspirado por muchos principios 
del liberalismo clásico, incorporó derechos sociales y laborales ausentes 
en 1857. Sin embargo, muchas instituciones creadas en esta primera carta  
magna, como el juicio de amparo, sobrevivieron y se consolidaron en el 
nuevo régimen.

El legado de la Constitución fue ambivalente: por un lado, simbolizó la 
afirmación del Estado laico, la expansión de los derechos individuales y 
el proyecto republicano; por otro, representó los límites de un modelo de 
Estado que no logró integrar a las mayorías ni superar las desigualdades 
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estructurales. Su influencia en el pensamiento político y jurídico mexicano es  
indiscutible, y su estudio continúa siendo relevante para comprender la  
evolución del constitucionalismo en América Latina. 

Se trató de la cristalización de un proyecto político, social e ideológico  
que buscó fundar una nueva nación sobre bases liberales. Surgió en un 
momento de ruptura y su contenido reflejó tanto las esperanzas como las 
tensiones de su tiempo. Al institucionalizar principios como el laicismo, 
la igualdad jurídica y la división de poderes, sentó las bases del México 
moderno.

Sin embargo, el camino para su implementación fue arduo. La Guerra de 
Reforma, las resistencias sociales y la falta de condiciones materiales ade-
cuadas impidieron su plena consolidación. Aun así, su legado perdura como  
parte del imaginario democrático del país y como antecedente directo de 
la Constitución de 1917. El debate historiográfico acerca de su significado  
revela que los dilemas que enfrentó siguen presentes: el equilibrio entre los 
derechos individuales y la justicia social, la relación entre el Estado y la Igle-
sia, y el reto de construir ciudadanía en una sociedad desigual.

Acerca de la doctrina liberal, que dio pie al constitucionalismo decimo-
nónico, Jesús Reyes Heroles afirmó: “el liberalismo mexicano fue esencial-
mente político antes que económico: pretendía crear instituciones y un 
nuevo orden republicano frente al caos heredado del absolutismo” (Reyes,  
1957, p. 43). En efecto, el pensamiento liberal no solo moldeó leyes y consti-
tuciones, sino también una visión de ciudadanía y nación que confrontaba  
los poderes tradicionales: la Iglesia, el Ejército y las oligarquías locales.

Aquel pensamiento liberal mexicano no surgió en el vacío. Tuvo pro-
fundas raíces en la escuela ilustrada europea. Autores como John Locke, 
Montesquieu, Voltaire y Rousseau fueron leídos por insurgentes, juristas  
y políticos criollos desde finales del siglo xviii. La noción de contrato so-
cial, los derechos individuales y la idea de que el poder emana del pueblo  
fueron asimiladas y reinterpretadas localmente. La Revolución francesa 
(1789) tuvo un impacto notable, al igual que la Independencia de Estados 
Unidos de América (1776) y su Constitución republicana. 

En palabras del liberal José María Luis Mora: “La libertad civil es la ba-
se de toda prosperidad y de todo adelanto; la religión y la propiedad son 
los obstáculos que es preciso remover” (Mora, 1836, p. 114). Sintetizaba así 
el enfrentamiento entre el antiguo orden eclesiástico-feudal y el nuevo pro-
yecto ilustrado, adaptándolo a la compleja realidad del país.
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Introducción

La “Constitución Política de la República Mexicana, sobre la indestruc-
tible base de su legítima independencia, proclamada el 16 de Septiem-
bre de 1810, y consumada el 27 de Septiembre de 1821” (Constitución 
Política de la República Mexicana, 1857), dada en el Salón de Sesiones 
del Congreso el 5 de febrero de 1857, ha sido objeto de múltiples lectu-
ras a lo largo del tiempo.

Mientras para algunas personas es el acta fundacional del constitu-
cionalismo liberal moderno en México, para otras es el proyecto que in-
tentó institucionalizar una república,1 lo cual expuso “de manera más 
clara y consistente los principios republicanos” (Fix-Fierro, 2016, p. 118).

Tras más de un siglo y medio de su promulgación, la Constitución 
de 1857 sigue siendo un referente ineludible para entender el desarrollo 
histórico, ideológico e institucional del constitucionalismo mexicano. Su 
estudio no se limita a un ejercicio de memoria jurídica, sino que permi-
te desentrañar las tensiones fundacionales que aún atraviesan el diseño 
del Estado mexicano contemporáneo.

A 168 años de distancia, esta Constitución adquiere una renovada rele- 
vancia y es totalmente injusto e inmerecido tomarla solo como una re-
liquia normativa, cuando debiera valorarse como el punto de partida de 
debates que permanecen inconclusos acerca del poder, el derecho, las 
libertades del individuo o el federalismo, entre otros.

1	 Siguiendo a Fix-Fierro (2016), desde el punto de vista histórico, República ha asumido tres signi-
ficados: como comunidad política, como forma de gobierno opuesta a la monarquía y como com-
pendio de las virtudes políticas.
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Respecto a esas bases, el presente ensayo tiene una doble finalidad. Por 
un lado, plantear un recorrido por los ejes ideológicos y estructurales que 
dieron forma al texto constitucional de 1857, pero centrándose únicamen-
te en dos temas: el federalismo como una arquitectura territorial del poder 
y el liberalismo como la ideología de la libertad individual y de la normati-
vidad racional del Estado. Por otro, se tiene por objeto realizar una lectura 
transversal del impacto que esas apuestas institucionales han tenido en la 
configuración actual del Estado mexicano.

Este enfoque parte al reconocer que la Constitución de 1857 fue el resul-
tado de un proceso constituyente profundamente influenciado por el idea-
rio liberal, cuyo objetivo central era consolidar un nuevo orden político y 
social. Rabasa Mishkin (1990) señala que aunque participaron diversas co-
rrientes, la mayoría liberal moderada fue la que predominó, lo cual permitió 
avanzar en temas como la separación entre la Iglesia y el Estado, la supre-
sión de fueros y el fortalecimiento del sistema federal. Sin embargo, esa ma-
yoría también introdujo limitaciones, al no aprobar la libertad de cultos o al 
frenar transformaciones económicas más profundas, lo que refleja un equi-
librio entre los ideales liberales y la prudencia política de la época.

En esas bases se exploraron los núcleos dogmáticos y normativos que 
animaron la Constitución de 1857 y se prestó especial atención a los pun-
tos de fricción entre sus principios y su ejecución práctica, así como entre 
su ambición transformadora y sus límites estructurales. 

Más allá del juicio definitivo acerca de su eficacia histórica, lo que aquí 
interesa es indagar en su vigencia: ¿en qué medida se sigue viviendo den-
tro del horizonte político y jurídico que esa Constitución abrió? ¿Qué ele-
mentos han sobrevivido, cuáles han sido reformulados y cuáles han sido  
desechados? Y, sobre todo, ¿qué lecciones ofrece hoy ese momento cons- 
tituyente para pensar los desafíos contemporáneos de la democracia constitu- 
cional en México?

Contexto histórico

La Constitución de 1857 fue redactada en medio de un conflicto político y 
cultural profundo; por ende, más que considerarla como un pacto entre fac-
ciones o un acuerdo de mínimos comunes, fue la consagración doctrinaria 
del liberalismo triunfante tras décadas de guerra civil, pronunciamientos ar-
mados y oscilaciones entre el centralismo y el federalismo.

Ese enfrentamiento entre los liberales y los conservadores fue favorable 
para los primeros, pues la obra producto del Constituyente de 1856 “marcó 
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un avance fundamental en las instituciones del país y creó, a la vez, algunos  
de los instrumentos indispensables para iniciar la reforma de las tradicionales  
estructuras económicas y sociales que impedían el desarrollo del país” (La-
bastida, 2016, p. 213).

El Congreso Constituyente de 1856-1857 tuvo como objetivo central  
consolidar el nuevo orden liberal, impulsado por el triunfo del Plan de Ayutla.  
Rabasa Estebanell (1999) refiere que su labor comprendió dos tareas: aniqui-
lar al bando conservador y acabar con la influencia del clero en los asuntos 
políticos, así como llevar a cabo una labor de reconstrucción y de orga-
nización para establecer al gobierno nacional como el mecanismo más 
adecuado.

Aunque participaron diversas corrientes —liberales puros, liberales mo-
derados y conservadores—, el ala liberal moderada fue mayoritaria e influyó 
así en el rumbo de las decisiones. Entre los cambios institucionales más sig-
nificativos estuvo la supresión del Senado y la creación de un Congreso uni-
cameral, lo que reforzó el Poder Legislativo como centro del sistema. Este 
diseño, junto con la afirmación del federalismo y la protección de las garan-
tías individuales, reflejó la voluntad de establecer un nuevo marco jurídico, 
aunque con limitaciones en lo social y lo económico debido a las alianzas 
entre los liberales moderados y los sectores conservadores

Soberanes Fernández (2019) destaca que el Congreso Constituyente  
de 1856-1857 estuvo dominado por una nueva generación de liberales que 
aspiraban a transformar profundamente la sociedad mexicana, por lo  
que abandonó los valores del antiguo régimen y promovió una visión  
iusnaturalista de los derechos. 

Esta orientación ideológica se reflejó claramente en el proyecto consti-
tucional, cuyo contenido fue impulsado por la Comisión de Constitución, 
integrada por figuras liberales prominentes, como Ponciano Arriaga, quien 
fue el redactor principal del texto.

En ese sentido, el proyecto constitucional de 1857 estuvo guiado por una 
élite liberal formada por hombres cultos, en su mayoría de clase media crio-
lla o mestiza, que concebían al ciudadano como un sujeto racional, dueño 
de su libertad y capaz de integrarse a una economía de mercado. Gamas To-
rruco lo puntualiza claramente:

Los liberales, vencidos los conservadores, toman el mando; consti-
tuían un grupo reducido de hombres cultos, bien preparados en la 
ciencia jurídica y conocedores del pensamiento político y económico 
de la época. Compartían un profundo sentimiento nacional. Creían 
en el Estado de derecho y llegados al poder lo trataron de llevar a la 
práctica contra viento y marea. Eran casi todos ellos originarios de 
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la clase media criolla y en menor proporción mestiza, más o menos 
acomodada y en gran parte provinciana. Algunos, como Juárez y 
Altamirano, eran indígenas aculturados, de humilde cuna, sólida 
formación, excepcional talento y decisión. (Gamas, 2007, p. 326)

Sin embargo, no se contemplaron mecanismos de participación polí-
tica para las clases populares ni se reconocieron los derechos sociales. Al  
tratarse de las comunidades indígenas, estas fueron objeto de una política 
intencionada de lograr su integración a la economía y a la modernización. 

Además, el sufragio se otorgaba únicamente a los varones mexicanos, con  
modo honesto de vivir, que hubieran cumplido 18 años estando casados, o 
21 si no lo fueran, dejando fuera a las mujeres y a amplios sectores popu-
lares. Desde una perspectiva contemporánea, puede advertirse que el libe-
ralismo del siglo xix mexicano, en su versión constitucional, apostó por la 
universalización de derechos, pero lo hizo sobre una base excluyente.

La Constitución de 1857 proclamó principios universales, pero estos cho-
caron con una realidad marcada por profundas desigualdades sociales. En 
efecto, la igualdad ante la ley se enfrentaba contra una estructura social pro-
fundamente desigual; la libertad de imprenta, de asociación y de culto se 
instituyeron sin que existieran condiciones sociales ni educativas para ejer-
cerlas de manera efectiva.

Como advirtió Ponciano Arriaga desde el seno del Constituyente, “el pue-
blo no puede ser libre, ni republicano, y mucho menos venturoso, por más 
que cien constituciones y millares de leyes proclamen derechos abstractos, 
teorías bellísimas, pero impracticables, en consecuencia del absurdo siste-
ma económico de la sociedad” (Galeana, 2017, p. 12).

Además, como advierte Melgar Adalid (2016), la supresión del Senado y  
del veto presidencial eliminó mecanismos clave de equilibrio entre poderes, 
lo que dejó al Ejecutivo en una posición de debilidad frente al Congreso. Esa 
falta de contrapesos facilitó que gobernantes posteriores, como Benito Juárez  
o Porfirio Díaz, ignoraran el texto constitucional, lo que condujo a formas 
de gobierno autoritarias. 

Asimismo, la decisión de que el presidente de la Suprema Corte asu-
miera la Presidencia de la República en caso de ausencia politizó al Poder 
Judicial y generó repetidos episodios de inestabilidad. La adopción de un 
Congreso unicameral, al suprimir la Cámara alta, fue considerada un error 
por pensadores como Rabasa Estebanell (1999), pues debilitó el sistema de 
pesos y contrapesos que había prevalecido en 1824.

Estas deficiencias no deben interpretarse, sin embargo, como un fracaso  
absoluto. La Constitución de 1857 representó un intento genuino, aunque 
fallido en algunos aspectos, por construir un Estado de derecho secular y 
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republicano. Como señala Paoli Bolio (2016), el gran mérito del texto fue in-
augurar una nueva cultura jurídica basada en principios, no en voluntades 
personales. 

En palabras de la historiadora Josefina Zoraida Vázquez, esta carta mag-
na “no fue una constitución radical, pero introdujo en forma sistemática 
los derechos del hombre” (Vázquez citada en Paoli, 2016, p. 138), para sen-
tar así las bases de un orden constitucional moderno. Su debilidad práctica 
no eclipsa su fuerza simbólica como hito fundacional del constitucionalis-
mo moderno mexicano.

En retrospectiva, puede advertirse que la Constitución de 1857 sigue sien-
do importante no solo por su contenido normativo, sino por lo que revela 
acerca de las tensiones estructurales del país. Es un espejo de los límites 
de la política liberal en una sociedad desigual, pero también una referen-
cia obligada para entender la evolución posterior del constitucionalismo 
mexicano. En sus silencios, ausencias y excesos, el texto constitucional de 
1857 permite comprender que cuando el derecho se formula sin conexión 
con las condiciones sociales, se corre el riesgo de convertirse en una pro-
mesa incumplida.

Influencia del liberalismo

Uno de los aspectos más debatidos acerca de la Constitución de 1857 es su 
carácter ideológico. A diferencia de los pactos constitucionales que emergen 
como acuerdos entre fuerzas políticas, este texto fue una afirmación del libe-
ralismo triunfante, según consideran diversos autores. Ahora bien, hay que 
señalar que ni el liberalismo era un bloque homogéneo ni la incorporación 
de sus principios al texto constitucional en 1857 estuvo exenta de tensiones.

Para Bobbio (2008), la acepción más común del liberalismo entiende al 
Estado con poderes y funciones limitados, mientras que este tiene como 
presupuesto filosófico la doctrina de los derechos del hombre, conforme a la 
cual “todos los hombres indistintamente, tienen por naturaleza, y por tanto 
sin importar su voluntad, mucho menos la voluntad de unos cuantos o de 
uno solo, algunos derechos fundamentales” (Bobbio, 2008, p. 11).

Cabe señalar que el liberalismo mexicano no surgió a partir de las ideas 
vertidas en el Constituyente de 1856, sino que dicho momento formó parte 
de un proceso. Soberanes Fernández (2020) desarrolla la idea de un primer 
liberalismo mexicano, acontecido durante el bienio 1833-1834, que no pue-
de ser considerado como una doctrina uniforme ni como un sistema cerra-
do de ideas, sino el resultado de un proceso histórico e intelectual de larga 
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duración, heredero de corrientes del pensamiento occidental, cuyas ideas 
pueden ser remontadas a la reforma protestante de Martín Lutero en el si-
glo xvi y profundizarse con las ideas desarrolladas en el movimiento filo-
sófico e intelectual conocido como La Ilustración en el siglo xviii y que, en 
México, estuvo encarnado en figuras como la de José María Luis Mora. Este 
primer liberalismo mexicano buscó construir un Estado laico y democráti-
co, cuyo orden jurídico se fundase en la razón y no en la autoridad religiosa.

De esta manera, los principios de primacía del individuo, de la razón como  
fundamento del derecho y de la separación entre la Iglesia y el Estado  
no solo darían forma al primer liberalismo mexicano, sino que se converti-
rían en referencias explícitas en las luchas políticas posteriores, para cul-
minar en textos como la Constitución de 1857.

Al respecto, Rabasa Mishkin refiere que los principios más importantes 
del ideario liberal en el Congreso Constituyente de 1856 eran:

el sufragio universal; la desaparición de los fueros y privilegios mi-
litar y eclesiástico; la igualdad y libertad humanas; la separación de 
la Iglesia y el Estado; la libertad de conciencia, cultos, enseñanza, 
pensamiento e imprenta; la libertad de trabajo, industria y comercio; 
la desamortización de los bienes del clero; la propiedad privada 
frente a la propiedad corporativa y comunal; el sistema federal;  
la división de poderes y el instrumento para garantizar el estado de 
derecho: el juicio de amparo. (Rabasa Mishkin, 1990, p. 36)

Desde la parte opuesta, los conservadores se oponían a la separación de 
la Iglesia y el Estado, pretendían mantener los fueros y privilegios del clero,  
rechazaban la modificación de la estructura social y se mostraban proclives 
a que los cambios fueran introducidos de manera tan paulatina que, en la 
práctica, no implicaran una alteración a su situación económica ni a la de 
los grupos que representaban.

Sayeg Helú (1987) destaca que si bien el Partido Liberal impulsó la obra 
constitucional como expresión de sus principios, el proceso no fue una im-
posición unilateral. Por el contrario, subraya que los liberales radicales se 
vieron obligados a hacer muchísimas concesiones a los moderados y logra-
ron equilibrar las tendencias. 

La Constitución de 1857, lejos de ser un acto de voluntad ideológica ce-
rrada, fue el resultado de un intenso debate parlamentario, en el que “a 
fuerza de ir cediendo los unos a los otros, renunciando aquéllos a muchas 
de sus ideas progresistas, y logrando éstos introducir algunas de sus atem-
peradas concepciones” (Sayeg Helú, 1987, p. 397) se logró construir un tex-
to consensuado. Este espíritu de conciliación, presente desde los primeros 
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debates, muestra que la Constitución de 1857 no surgió de certezas filosófi-
cas inamovibles, sino de una práctica política en la que la negociación y el 
compromiso fueron fundamentales para su consolidación.

Para Márquez Gómez (2007), la Constitución de 1857 es el resultado y 
la expresión de un profundo compromiso con el liberalismo como ideario  
político y jurídico. Esta visión se manifiesta en el énfasis que el texto constitu-
cional pone en la libertad, entendida no como mera ausencia de obstáculos,  
sino como un derecho que autoriza al individuo realizar u omitir actos, que 
debe ser garantizado y defendido por las autoridades. 

Destaca que los constituyentes de 1856 estuvieron influenciados por la 
doctrina del derecho natural, que considera inherentes al ser humano de-
rechos como la libertad, la igualdad y la propiedad, y que estos principios 
se convirtieron en la base de las instituciones sociales. 

En ese sentido, para Márquez Gómez, la Constitución de 1857 no sola-
mente limitó el poder político mediante la división de poderes y la suprema-
cía constitucional, sino que también institucionalizó la libertad, al establecer 
un amplio catálogo de garantías individuales y mecanismos como el amparo. 

Pese a las críticas que la tachan de utópica o desligada de la realidad, para  
el autor, la Constitución de 1857 debe entenderse como una meta ideal que 
orienta el rumbo del país, un bello poema a la libertad, cuyo espíritu sigue 
siendo relevante para fortalecer la institucionalidad y sujetar el poder a  
reglas claras. En sus palabras: “este documento fundamental mexicano es 
la coronación de la gesta de un pueblo que prefiere la lucha armada, la re-
volución y, como consecuencia, la muerte antes que doblegarse frente a un 
dictador” (Márquez, 2007, p. 627).

Desde la perspectiva de Valadés (2016), la Constitución de 1857 represen-
ta un hito fundamental en la consolidación del Estado liberal mexicano, cu-
yo espíritu se caracteriza por la defensa de principios como la división de 
poderes, la soberanía popular, la independencia de los órganos de gobierno 
y la limitación del poder personal. 

El autor destaca que esta Constitución fue concebida como un instru-
mento para atenuar el ejercicio autoritario del poder y que, aunque no de-
rivó directamente de la de 1824, retomó y fortaleció el federalismo como 
principio organizativo del Estado. Sin embargo, subraya que a pesar de su 
orientación liberal, su aplicación fue distorsionada con el tiempo, especial-
mente durante el Porfiriato, cuando se consolidó un presidencialismo que 
debilitó sus principios democráticos.

Para Valadés, la Constitución de 1857 no solo fue un texto jurídico, sino 
un símbolo legitimador de luchas posteriores, como la Revolución mexicana,  
pues, al crear una nueva carta magna en 1917, los constituyentes reconocie-
ron su herencia liberal como fundacional. El autor refiere que
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Con frecuencia eran mencionados los debates del constituyente libe- 
ral a manera de citas de autoridad; los personajes que dieron forma 
a la carta del 57 fueron reconocidos por su inspiración republicana y 
por su relevancia fundacional al fijar las bases de un Estado laico. En 
más de un sentido los revolucionarios del siglo xx se sentían lega- 
tarios de la lucha por las libertades y por la igualdad que se había  
librado a partir de la Revolución de Ayutla. (Valadés, 2016, p. 342)

Desde la perspectiva de Flores Mendoza (2007), el liberalismo es un prin-
cipio central en la Constitución de 1857, cuya esencia se manifiesta en la 
consagración de los derechos individuales, la limitación del poder político y 
la separación entre la Iglesia y el Estado. El autor destaca que esta Constitu-
ción incorporó garantías fundamentales, como la libertad de expresión, de 
imprenta, de tránsito y de enseñanza, así como el derecho de petición, to-
das expresiones del pensamiento liberal decimonónico. Asimismo, subraya  
que el artículo 39, al establecer que la soberanía nacional reside en el  
pueblo y que este tiene el derecho inalienable de modificar su forma de  
gobierno, encarna el espíritu liberal de autonomía y elección, identifica tam-
bién, como parte esencial del legado liberal, la prohibición absoluta de la re-
elección presidencial, medida diseñada para prevenir la concentración del 
poder y evitar el caudillismo.

Consolidación del federalismo

Uno de los pilares fundamentales de la Constitución de 1857 fue la reafir-
mación del federalismo como principio estructurante del Estado mexicano. 
Serna de la Garza (2005) apunta que, en México, la forma federal de Estado  
se adoptó desde los orígenes como nación independiente; es decir, dado que 
la consumación de la Independencia fue en 1821, la Constitución de 1824 
es la primera que adoptó el sistema federal.

Arteaga Nava (2014) señala que, desde una perspectiva política, el sis-
tema federal es una forma de organización política encaminada a reducir 
cuotas de autoridad; a dotar de operatividad el principio de división de po-
deres, tanto en la autoridad central como en las locales; a controlar la ac-
tuación de los entes públicos, poderes y autoridades, y a evitar invasiones 
y anular los actos que sean contrarios al Pacto Federal. 

Asimismo, refiere que, desde el punto de vista legal, el sistema fede- 
ral se instrumenta mediante normas preferentemente de rango constitu-
cional o fundamental, en las que se regule “la distribución de facultades  
y atribuciones entre dos focos genéricos de autoridad: la central y las lo- 
cales” (Arteaga, 2014, p. 107).
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La adopción y la permanencia del sistema federal fue un tema de dispu- 
ta constante durante el siglo xix. Siguiendo a Serna de la Garza (2005), se 
advierte que si bien la Constitución de 1824 consagró esa forma de gobierno, 
en 1836 se adoptó una carta magna de carácter centralista,2 regresándose al 
federalismo en la Constitución de 1857, para ser abolida con la intervención  
francesa y el Imperio de Maximiliano (1864 a 1867), y, posteriormente, re-
surgir con la restauración de la República y de la Constitución en 1867. Des-
pués de la Revolución mexicana de 1910, al expedirse la Constitución de 
1917, se retomaron las características del sistema federal de la Constitución  
de 1857.

Sin embargo, a pesar de esa estructura federal surgida en 1824, consagrada  
en 1857, restaurada en 1867 y reafirmada en 1917, lo cierto es que el fede-
ralismo mexicano presenta un alto grado de centralización que, en gran  
medida, se debe a la formación del sistema político mexicano en el siglo 
xx, caracterizado por un presidencialismo exacerbado, sumamente fuerte, 
“que desarrolló y consolidó la capacidad de ejercer una influencia deter-
minante no solamente sobre la política local, sino sobre el Congreso de la 
Unión y hasta la Suprema Corte de Justicia” (Serna de la Garza, 2005, p. 12).

Debe considerarse que en la época en que se reunió el Constituyente de 
1856, México estaba marcado por profundos contrastes regionales, por esas 
tensiones históricas entre el centralismo y la autonomía local, y que aún 
estaba reciente la determinación tomada en la Constitución de 1824 acer-
ca de la forma de organización jurídica y política conforme a un sistema  
federal. En tal sentido, es viable considerar que el regreso al federalismo fue 
más allá de una simple decisión técnica, pues se entendió como una ma-
nera de limitar el poder central, de democratizar el ejercicio del gobierno y  
de reconstruir los vínculos dentro del Estado.

Para De la Cueva (2016), el establecimiento del sistema federal en la 
Constitución de 1857 no fue sino la consolidación de una tradición políti-
ca profundamente arraigada desde la Constitución de 1824, que representó  
una decisión consciente y racional frente al fracaso del centralismo. 

Debe recordarse que el artículo 40 de la Constitución de 1857 estable-
cía claramente la voluntad del pueblo mexicano de constituirse en una 
“República federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo 
concerniente a su régimen interior” (Constitución Política de la República 
Mexicana, 1857), lo que reflejaba un compromiso con la autonomía de las 

2	 Esta Constitución de carácter centralista sustituyó a los estados de la República por departamen-
tos, cuyos gobernadores no serían electos por voto popular, sino nombrados por el titular del Poder 
Ejecutivo.
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entidades federativas y con la división del poder entre la Federación y los 
estados.

Esa estructura jurídico-política no solo buscaba evitar la concentración 
de poder, sino también garantizar la libertad y las soberanías locales, que los 
liberales identificaban con el progreso y la estabilidad política. De la Cueva  
subraya que en el Constituyente de 1856 el sistema federal fue defendido 
como el único compatible con las aspiraciones del pueblo mexicano, lo cual 
quedó claramente expuesto por Ponciano Arriaga:

¿Qué prestigios podía tener en la actualidad una constitución central,  
ni qué bienes habría de dar al país este funesto sistema de gobierno, 
que se identifica con todas nuestras calamidades y desgracias? Se 
quejan los pueblos, y con sobrada justicia, de que todas las revueltas  
emprendidas para entronizar el despotismo, se fraguaron en el  
centro de la República, de que en tiempo de las administraciones cen- 
trales no han tenido más que fuertes y multiplicadas gabelas, sin 
recibir jamás en cambio ningún género de protección ni beneficios 
[…] Cuando los pueblos han sentido y conocido todo esto, hubiera 
sido de nuestra parte un error craso e inexcusable, retroceder a las 
maléficas combinaciones del centralismo, que no dejó para México 
si no huellas de despotismo, recuerdos de odio, semillas de discor-
dia. (Cueva, 2016, pp. 278-279)

Además, De la Cueva resalta que los constituyentes de 1856-1857, influen-
ciados por el pensamiento de Montesquieu, Rousseau y la Constitución de 
Estados Unidos de América, adoptaron el criterio de que las facultades no 
expresamente concedidas al gobierno federal se entendían reservadas a los 
estados, reforzando así el carácter descentralizado del Estado. En ese senti-
do, puede observarse que en la Constitución de 1857 el federalismo no fue 
solo una forma de organización territorial, sino una garantía contra el au-
toritarismo y una expresión del liberalismo que guio la labor del Congreso 
Constituyente, convirtiéndose en un pilar fundamental.

De acuerdo con Galeana (2017, p. 8) el federalismo no puede ser consi-
derado únicamente como un simple sistema de división territorial del po-
der, sino que representa uno de los componentes esenciales de ese “Estado 
liberal de derecho, republicano, representativo, federal y laico” (Galeana, 
2017, p. 8), que se configuró durante la Reforma, entendiendo esta como 
una “profunda revolución que acabó con las estructuras coloniales que ha-
bían subsistido desde la consumación de la Independencia” (Galeana, 2017,  
p. 8), razón por la cual el federalismo no puede reducirse a una decisión  
administrativa, sino que es una opción política que está profundamente 
vinculada con los ideales de libertades del individuo, de representación 
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política y de limitación del poder central, heredados del pensamiento libe-
ral del siglo xix.

De la visión de Galeana puede inferirse que, en la Constitución de 1857, el  
federalismo no es solo un sistema de gobierno, sino una condición necesa-
ria para la existencia de un Estado republicano y liberal, capaz de proteger  
las libertades y limitar los abusos del poder. Por tanto, la importancia del 
federalismo va más allá del arreglo institucional: tiene una trascendencia 
simbólica arraigada en la historia nacional, porque significa la victoria de 
la legalidad, la representación popular y la autonomía local frente al auto-
ritarismo central.

En consideración de Paoli Bolio (2016), la importancia del federalismo en 
la Constitución de 1857 debe analizarse en el contexto de un proceso pen-
dular recurrente entre el centralismo y el federalismo que marcó la vida ins-
titucional de México en el siglo xix.

Ese movimiento pendular no se debe solo a un asunto técnico de or-
ganización del Estado, sino que es la consecuencia de una confrontación  
ideológica y bélica entre los liberales y los conservadores, en la que el fede-
ralismo derivó de un proyecto político profundamente arraigado en la lucha  
por la libertad, de una resistencia al poder concentrado y de defender la  
autonomía local. 

Cabe señalar que aunque inicialmente el Poder Legislativo fue estable-
cido de manera unicameral en la Constitución de 1857, el restablecimiento  
del bicameralismo en 1874 evidenció una evolución hacia un equilibrio más 
claro entre el poder central y los estados, para consolidar así el carácter  
federal del Estado mexicano.

Para Rabasa Mishkin, la Constitución de 1857 resolvió “la pugna entre 
federalismo y centralismo al reconocer el sistema federal como la forma de 
gobierno más idónea para el país” (Rabasa Mishkin, 1990, p. 41), reconoci-
miento que implicó la restitución del principio de soberanía estatal, al afir-
mar la libertad y la autonomía de los estados para regular su normatividad 
interna, además de que al asumirse en definitiva al federalismo como for-
ma de organización del Estado, quedó integrado como uno de los pilares 
del nuevo orden liberal.

Es oportuno reiterar que este diseño institucional se consolidó tras un 
proceso histórico que incluyó la derogación de las Bases Orgánicas de 1843, 
que habían instaurado un régimen centralista, y la restitución de la Consti-
tución de 1824 en 1846, seguida por el Acta Constitutiva y de Reformas de 
1847, que ya apuntalaba hacia un orden federal.

Desde la perspectiva de Valadés (2016), el federalismo en la Constitu-
ción de 1857 representó una herencia fundamental del sistema político 
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mexicano. Además de hacer referencia a que se retomó del modelo cons-
titucional de 1824, señala la importancia de que en la carta magna de 1857 
quedara señalado en el artículo 117 que aquellas facultades no delegadas 
expresamente a la Federación quedaban reservadas a los estados, toda vez 
que este principio sería la clave para poder configurar un orden jurídico 
descentralizado en el que las entidades conservaban autonomía para orga-
nizar sus instituciones y ejercer ciertos poderes, lo que correspondía con el 
espíritu liberal de limitar el centralismo.

Sin embargo, también destaca que a pesar de su reconocimiento formal, 
el federalismo fue constantemente debilitado por la práctica política, que 
concentró el poder en el Ejecutivo federal, con lo cual quedó demostrado 
mediante la Constitución de 1857 que es posible “transitar de un sistema 
de predominio congresual a uno de amplio dominio presidencial, sin haber 
sustituido la Constitución; o mantener una apariencia federal con una rea-
lidad unitaria, como también se demuestra con esa misma Constitución” 
(Valadés, 2016, p. 322).

Puede advertirse, por tanto, que esta tensión entre el diseño federal y la 
práctica centralista revela cómo el texto constitucional de 1857 fue insufi-
ciente para garantizar un verdadero equilibrio entre los ámbitos de gobierno.

Repercusiones actuales

Pérdida del horizonte liberal

La Constitución de 1857 encarnó, como se ha desarrollado en párrafos an-
teriores, un momento fundacional del liberalismo político en México, toda 
vez que se afirmaron los derechos del individuo, se limitó el poder del Es-
tado y se establecieron garantías institucionales, como el juicio de amparo, 
para proteger a la ciudadanía frente a la arbitrariedad.

Sin embargo, más de siglo y medio después, la distancia entre esos idea-
les y la realidad política contemporánea revela una erosión profunda del 
proyecto liberal. Lejos de consolidar un orden político basado en la supre-
macía de la ley, los balances y contrapesos o la primacía de las libertades 
del individuo frente al poder, lo cierto es que en muchos regímenes en el 
mundo paulatinamente se ha transitado hacia las democracias iliberales.

Al respecto, Zakaria (1998) define estas como los sistemas políticos en que 
los gobiernos son elegidos democráticamente, pero se restringe la libertad  
de expresión, se debilita el Estado de derecho y se socava la independencia de  
las instituciones, lo cual erosiona los valores liberales.
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Conforme a esa idea, el simple hecho de celebrar elecciones de ningún 
modo garantiza que exista respeto a los valores del liberalismo clásico; es 
decir, en estas democracias iliberales, los gobiernos sí surgirán de comicios 
legítimos, pero, una vez en el poder, buscarán concentrar facultades, debi-
litar las instituciones que representan contrapesos legítimos, socavarán el 
Estado de derecho y restringirán las libertades civiles fundamentales.

En este tipo de regímenes, la legitimidad del voto se utiliza para justificar 
prácticas autoritarias y, por tanto, la democracia permanece solamente en su 
forma procedimental. Los ejemplos de países con esos regímenes abundan: 
lo mismo en Europa oriental —con los casos de Serbia, Polonia, Hungría 
o Turquía— que en Rusia, India o Uganda; incluso mucho más cercanos a  
este país, como sucede en Venezuela, Nicaragua o El Salvador,3 por lo que 
se debería reflexionar si las últimas “transformaciones” constitucionales  
que ha tenido México, con la eliminación de organismos constituciona- 
les autónomos que eran garantes de la transparencia, el acceso a la información  
pública y la protección de datos personales, o bien con la instrumenta- 
ción de la elección por voto popular de todos y cada uno de los juzgadores, 
ya sean federales o locales, o con una mayoría legislativa que excede por 
mucho el porcentaje de votación que debería representar y que ha tornado 
al Congreso de la Unión en una oficialía de partes del Poder Ejecutivo, po-
nen al país más cerca de ser una democracia iliberal o de estar acorde con 
los principios que inspiraron la Constitución de 1857.

Es evidente el contraste entre las democracias iliberales y el liberalismo 
decimonónico. Mientras en México los constituyentes de 1857 concebían 
al ciudadano como un sujeto racional, titular de derechos preexistentes al 
Estado y portador de autonomía moral, en 2025 las democracias iliberales 
contemporáneas tratan a la ciudadanía como una masa electoral, un ins-
trumento de legitimación que puede ser manipulado por las narrativas po-
pulistas, por el control mediático o por la desinformación sistemática. Lo  
que fue una apuesta por la emancipación y la racionalidad ha devenido 
en prácticas de clientelismo, polarización y sumisión del Poder Judicial al  
Poder Ejecutivo.

Este proceso de deterioro institucional es aún más grave cuando ocurre 
en contextos como el mexicano, en el que, derivado del presidencialismo, 
el constitucionalismo liberal nunca logró consolidarse plenamente. La de-
bilidad de la cultura cívica, la precariedad del Estado de derecho y la alta 

3	 Al momento de redactar esto, en julio de 2025 se aprobó la reelección presidencial indefinida en El 
Salvador.
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concentración del poder presidencial fueron grietas históricas que facilita-
ron esta deriva.

Como consecuencia, el legado liberal de la Constitución de 1857 no solo 
ha sido olvidado, sino que ha sido reemplazado por una visión en la que la 
voluntad política del gobernante parece situarse por encima de las normas 
jurídicas y de los límites institucionales.

Retomar el espíritu de 1857 no implica reeditar sus fórmulas normativas, 
sino revalorizar los principios que lo inspiraron: la libertad como garantía 
frente al poder, la igualdad como base del orden social, la división de pode-
res como freno al autoritarismo y el respeto a la dignidad humana como eje 
del pacto político. En un tiempo en que la democracia parece haberse des-
vinculado del liberalismo, el reto es volver a articularlos para evitar que las 
formas democráticas degeneren en instrumentos de dominación encubierta.

Centralismo disfrazado de federalismo

La experiencia de Estados Unidos de América, cuyo modelo inspiró en parte 
al federalismo mexicano decimonónico, ofrece una referencia crucial para 
entender los desafíos contemporáneos del Pacto Federal. En ese país, el fe-
deralismo ha sido históricamente un sistema de contrapesos reales, en el 
que los gobiernos estatales no solo detentan competencias formales reco-
nocidas a nivel normativo, sino que cuentan con verdaderas capacidades 
materiales, con herramientas fiscales y con políticas públicas locales para 
resistir e impugnar decisiones del poder central.

Casos recientes, como la pandemia de la covid-19, el control migratorio 
o el acceso al aborto han evidenciado tensiones abiertas entre los goberna-
dores y la Presidencia, sin que ello implique una ruptura del orden constitu-
cional. Por el contrario, tales disputas fortalecen el federalismo al probar la 
autonomía efectiva de los estados y su capacidad para representar visiones 
distintas dentro de una misma unión política, además de que han servido 
como prueba de fuego para los conflictos competenciales que se presentan 
ante la Corte Suprema de los Estados Unidos.

En contraste, en México el federalismo no ha desarrollado mecanismos 
robustos para canalizar este tipo de disenso institucional. Aquí, los conflic-
tos entre gobernadores y el presidente suelen leerse no como expresión le-
gítima de un pluralismo federal, sino como actos de deslealtad o de rebeldía 
política, dado que la centralización del poder y la verticalidad partidista han 
debilitado la cultura de coordinación y corresponsabilidad.

La posibilidad de que un gobernador se oponga frontalmente a una polí-
tica federal (como ha ocurrido en Texas, California o Miami, según el partido 
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que corresponda al Ejecutivo) no se interpreta como ejercicio del Pacto Fe-
deral, sino como ruptura del orden. Esta diferencia revela que, en México, 
el federalismo no ha sido concebido como una infraestructura viva para el 
disenso democrático, sino como una formalidad sujeta a la voluntad política  
del Ejecutivo. Reconocer esta limitación es condición necesaria para pensar  
en un federalismo funcional, que no sea rehén de la lealtad partidista ni  
de la sumisión institucional.

La Constitución de 1857 reafirmó el federalismo como respuesta histórica 
frente al centralismo autoritario, al reconocer la autonomía de los estados y 
la soberanía local como elementos constitutivos del nuevo orden republica-
no. No obstante, la evolución del federalismo mexicano durante los siglos 
xx y xxi ha derivado en una profunda contradicción entre su diseño norma-
tivo y su realización práctica, porque mientras el texto constitucional sos-
tiene una distribución de competencias y un reconocimiento formal de la 
pluralidad territorial, la realidad institucional exhibe una creciente recen-
tralización del poder político.

A lo largo del siglo xx, el presidencialismo mexicano erosionó siste- 
máticamente la lógica federal. La hegemonía del Poder Ejecutivo, la depen-
dencia financiera de los estados respecto de la Federación y la cooptación de  
los poderes locales mediante mecanismos clientelares encasillaron al fede-
ralismo en un arreglo nominal, pero sin llevarse a la práctica. Esta tendencia  
no se ha revertido; por el contrario, se ha profundizado en el siglo xxi con 
nuevas formas de concentración del poder, impulsadas tanto por reformas 
institucionales como por estilos de gobernanza personalista.

Por otro lado, la crisis de gobernabilidad en varias entidades ha puesto 
en evidencia las deficiencias estructurales del federalismo. Gobiernos es-
tatales capturados por élites locales, redes de corrupción y colusión con 
el crimen organizado, ausencia de rendición de cuentas y opacidad presu-
puestaria han generado un vacío de legitimidad del poder subnacional, lo 
cual da argumentos al discurso centralista que exige poner orden desde el 
centro. No obstante, la solución no puede ser la concentración autoritaria 
del poder federal, sino la regeneración institucional del federalismo desde 
una lógica de responsabilidad compartida y control democrático efectivo.

La paradoja es clara: el federalismo fue concebido como una garantía  
frente al abuso del poder central, pero hoy es utilizado como coartada  
para justificar tanto la irresponsabilidad local como la intervención cen-
tralizada. Este modelo híbrido —ni plenamente federal ni verdaderamente  
unitario— ha generado lo que puede considerarse como una simulación de 
federalismo, pues si bien se mantienen las formas constitucionales, lo cierto 
es que los mecanismos reales de decisión y control operan desde el Poder 

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Herencia liberal y federal en la Constitución de 185796

Rogelio Ibarra Juárez

Ejecutivo federal, muchas veces sin controles eficaces del Congreso de la 
Unión o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Retomar el federalismo en su dimensión republicana exige repolitizar  
la discusión acerca de la distribución del poder territorial, revisar los prin-
cipios que rigen la coordinación fiscal y fortalecer los mecanismos de 
rendición de cuentas entre órdenes de gobierno. Como señalaban los cons-
tituyentes de 1856, la descentralización no es una concesión técnica, sino 
una apuesta política por la libertad, la diversidad y la representación. A 167 
años de aquella afirmación institucional, la pregunta sigue vigente: ¿puede 
el federalismo mexicano actualizarse como una herramienta real de control 
al poder y como un canal legítimo de expresión plural? La respuesta se an-
ticipa negativa en el contexto actual.

Conclusiones

La Constitución de 1857 fue un parteaguas en la historia constitucional de 
México. No solo representó la afirmación ideológica del liberalismo frente  
al autoritarismo, sino que también sentó las bases para la construcción  
de un Estado republicano, laico y federal. En ella se condensaron las aspi-
raciones de una generación reformista que buscó transformar el orden co-
lonial en un régimen de derecho racional, centrado en el individuo y en la 
limitación del poder.

No obstante, la distancia entre sus principios y su puesta en práctica fue 
evidente desde su origen. El liberalismo ahí expresado fue excluyente en 
lo social y limitado en lo institucional. El federalismo, más allá de su valor 
simbólico, fue debilitado por la falta de mecanismos reales de autonomía y 
coordinación. Y el modelo de balances y contrapesos resultó desequilibra-
do por la supresión del Senado y la debilidad del Poder Judicial.

Hoy, a la luz de las tensiones contemporáneas, ese legado adquiere una 
nueva urgencia. La amenaza de la democracia iliberal, la concentración del 
poder presidencial y la centralización fiscal reavivan viejos debates que la 
Constitución de 1857 pretendía haber resuelto; pero también se reafirma 
la vigencia de sus principios fundantes, esto es, de un orden jurídico sus-
tentado en derechos, de límites al poder y de un pluralismo institucional.

Asumir críticamente la herencia de 1857 no implica idealizarla, sino 
aprender de sus fracasos. El constitucionalismo mexicano no puede avanzar  
sin recordar que toda construcción jurídica exige conexión con la realidad 
social, con instituciones sólidas y con ciudadanía activa.
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Para Mark Twain, la historia no se repite, pero, a veces, rima y tiene rit-
mo; esa melodía advierte que sin un verdadero compromiso con los valores  
del liberalismo y el federalismo, que son necesarios para la democracia, toda  
constitución puede convertirse en promesa rota.

En tiempos de regresión institucional, el recuerdo de la Constitución 
de 1857 no es un ejercicio nostálgico, sino una exigencia crítica. Sin la me-
moria constitucional no habrá un proyecto democrático que perdure en 
México.
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El pueblo mexicano reconoce que los derechos del hombre 
son la base y el objeto de las instituciones sociales.  

En consecuencia, declara que todas las leyes y todas las  
Autoridades del país deben respetar y sostener todas  

las garantías que otorga la presente Constitución.

(Constitución Política de la República Mexicana,  
artículo 1, 1857)

Introducción

Si hay una palabra que puede emplearse para definir la Constitución 
mexicana promulgada el 5 de febrero de 1857 es paradoja. A lo largo de 
los 120 artículos contenidos en los 8 títulos que la conforman, esta carta 
magna reflejó en su momento tanto el enfoque progresivo de un sector 
político respecto de los derechos del hombre y su protección constitu-
cional como la realidad de un tiempo en el que las mujeres permanecie-
ron invisibles a los ojos de la ley. 

Llevó el reconocimiento de esos derechos frente al Estado más allá 
que la gran mayoría de los documentos fundacionales contemporáneos 
en el escenario internacional, por medio de la instrumentación del jui-
cio de garantías (hoy conocido como el juicio de amparo), y su vigencia 
se vio interrumpida por la división imperante en México entre el sec-
tor conservador y el liberal, que emitían sus postulados protegidos por 
el nuevo paradigma constitucional a favor de la libertad para expresar 
incluso opinión e ideas mediante el derecho constitucional de difundir-
las en la imprenta. 

Es la Constitución por la que la nación de la entonces denominada 
indistintamente como República mexicana y Estados Unidos Mexicanos 
se constituye oficialmente por primera vez bajo un régimen federalista 
y un sistema de gobierno democrático, representativo, popular y laico, a 
fin de atender los postulados intrínsecos de su articulado, cuyo decreto 
de promulgación se publicó con la fórmula “En el nombre de Dios y con 
la autoridad del pueblo mexicano” (Constitución de 1857 con sus Adicio-
nes y Reformas, 1857).
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Es el marco que exhibe las contradicciones que enfrentó la nación en su 
seno a lo largo del periodo de 60 años en que estuvo vigente. Suspendida 
hasta en dos ocasiones (durante la Guerra de Reforma de 1858 a 1861, pe-
riodo en el cual perdió su vigencia en algunos territorios del país, y durante 
el Segundo Imperio mexicano, de 1864 a 1867), pone de manifiesto el pro-
fundo debate alrededor de la misma idea de libertad que separaba al país, 
así como la visión de los mexicanos de aquel tiempo acerca de su propia 
madurez cívica, expresada mediante la aceptación o el rechazo a los lími-
tes a la injerencia del Estado y la Iglesia respecto al individuo que derivaban  
de su promulgación. 

Pese a tal contexto, es innegable que la Constitución de 1857 es un par-
teaguas en la historia de los derechos a favor de los gobernados y el empo-
deramiento ciudadano en México. Si bien consagró el reconocimiento de 
esos derechos bajo el manto de cierta graciosa concesión por parte del Esta-
do como aval, dada la denominación de “garantías” contenida en su primer 
artículo, el sistema de protección de libertades que creó a favor del ciuda-
dano frente al Estado por la instauración del federalismo, la división de po-
deres, la libertad de expresión, imprenta, credo y enseñanza, el respeto a la  
propiedad privada y la garantía de independencia del Poder Judicial de  
la Federación respecto de los otros dos poderes, entre otros, sentó las bases  
definitivas para la creación del México moderno. 

Este Poder Judicial federal independiente, conformado por la Suprema 
Corte de Justicia como órgano máximo colegiado —integrado por 11 minis-
tros o magistrados elegidos por vía indirecta— y tribunales de distrito y de 
circuito, surge acompañado en el texto constitucional del principio de gra-
tuidad de la justicia y la adopción del juicio de amparo como instrumento 
de defensa a favor del gobernado contra los actos del Estado, que constitu-
yen antecedentes directos del derecho constitucional de acceso a la justicia 
gratuita, con eficacia y de manera expedita, que conservó la Constitución  
promulgada el 5 de febrero de 1917, así como el derecho a ser oído y vencido  
en juicio ante un tribunal competente, profesional e independiente frente 
a los posibles abusos y las arbitrariedades que pudieran llegar a realizar las 
autoridades en el ejercicio del poder. 

También es a partir del reconocimiento de estas garantías que, 147 años 
después y tras la reforma constitucional de junio de 2011 y el subsecuen-
te cambio de paradigma constitucional que pone al centro de la vida pú-
blica al individuo, México se mostró en el escenario internacional como el 
país que entró al siglo xxi abierto a la democracia, garante de las liberta-
des, en el que todas las autoridades de todos los ámbitos de gobierno tie-
nen la obligación de promover, proteger, respetar y garantizar el ejercicio de 
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los derechos humanos respecto de sus nacionales, mujeres y hombres por 
igual, de acuerdo con los principios de universalidad, indivisibilidad, inter-
dependencia y progresividad, así como incorporar al texto constitucional  
en la misma jerarquía los derechos contenidos en los tratados internacio-
nales de los que México es parte, a fin de ampliar la protección de estos de-
rechos en todo el territorio y, por tanto, garantizar el derecho de todas las 
personas a gozar del derecho a su evolución, autodeterminación, expan-
sión y crecimiento.

Asimilar el reconocimiento de las garantías individuales al concepto de 
derechos humanos  —que formalmente se recoge por primera vez en el si-
glo xx, específicamente en la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos que tuvo lugar en 1948—  respecto de un documento del siglo xix sigue 
siendo objeto de un debate tan intenso entre académicos y expertos, como 
lo es aún el descubrimiento en 1879 del Cilindro de Ciro, el rollo de arci-
lla cuyo origen data del año 536 a. C., aproximadamente, y que contiene la  
proclamación realizada por Ciro el Grande a favor de la libertad religiosa,  
la abolición de la esclavitud, la igualdad racial y el reconocimiento a la mi-
gración más antigua de la que se tiene registro.

A la fecha no se ha logrado el consenso respecto de si este cilindro, efec-
tivamente, puede ser considerado la primera carta de derechos humanos o 
debe ser analizado simplemente como el testimonio de una estrategia de con-
solidación del poder político, una vez que Ciro logró la conquista de Persia  
(Simonin, 2025).

Un parteaguas

En ese sentido, la Constitución mexicana de 1857 presenta el mismo dilema 
de cara a la comunidad académica. Aquel sector que la considera como el  
primer gran avance en la defensa de los derechos humanos en México  
argumenta a su favor el establecimiento de la declaración de libertades  
individuales, como la expresión de opinión, de asociación y de prensa; la 
separación Iglesia-Estado, y el federalismo y la igualdad ante la ley como 
un hito en la historia jurídica, política y social en el país. 

Por otro lado, sus detractores la consideran como el instrumento por 
medio del cual el grupo liberal mexicano consolidó su poder frente al sec-
tor conservador, desplazándolo bajo la bandera política de las libertades y 
la igualdad a favor del individuo, que no pasaron de ser un mero postulado 
en la práctica frente a la resistencia opositora y la ausencia de mecanismos 
de control para garantizar su implementación, así como por la simulada 
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igualdad que dejaba fuera de su protección a los indígenas (pueblos origi-
narios) y a las mujeres, entre otros.

La Constitución de 1857 tuvo influencia francesa por medio de la asimi-
lación del principio de la división de poderes y la visión iusnaturalista de  
derechos inherentes al hombre, como la igualdad ante la ley, la libertad  
de enseñanza y de expresión y la separación Iglesia-Estado. También tuvo 
influencia estadounidense por el establecimiento de un régimen federal y 
la institución de estados dotados de cierta autonomía y ámbitos de compe-
tencia propios; adaptada a los principios liberales de la tradición jurídica 
española en cuanto a la organización administrativa del gobierno y la ad-
ministración de justicia, sentó las bases para el desarrollo del nuevo Estado  
mexicano liberal y moderno.

Es en ese periodo cuando por primera vez se establece la obligación al 
presidente de la República de jurar únicamente ante el Congreso, o, en su 
caso, la Diputación Permanente, cumplir “leal y patrióticamente el encargo  
de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos conforme a la Constitu-
ción y mirando en todo momento por el bien y la prosperidad de la Unión” 
(Constitución Política de la República Mexicana, artículo 83, 1857), limitando  
el ejercicio del poder público a lo previamente establecido en el marco jurí-
dico constitucional a partir de la voluntad expresada democráticamente por 
y para el bien de la nación, sin que la Iglesia católica o ningún otro grupo  
representativo de culto religioso o fuero militar tuviera participación en la 
vigilancia y ejercicio del poder público.

Es en esa misma línea que el 17 de marzo de 1857 el presidente Ignacio 
Comonfort mandó publicar el primero de los 34 decretos que se emitieron 
durante los 60 años de vigencia de esta carta magna, para imponer a todos 
los servidores públicos la obligación de juramentarla, “so pena de perder el 
empleo” (Constitución, artículo 121, 1857).

En este decreto también se estableció el protocolo para la ceremonia del 
juramento constitucional que debía realizarse a más tardar en el término  
de los dos días siguientes a la fecha de su publicación. 

Como es de suponerse, el reconocimiento constitucional de las liberta-
des ampliamente protegidas a favor de los ciudadanos implicó, por tanto, 
la pérdida significativa de poder a varios actores políticos —como el clero y 
las fuerzas militares— que hasta ese momento histórico habían gozado de 
privilegios y particular relevancia tanto para intervenir en la vida pública 
del país como en la vida privada de los gobernados, dada la imposición de 
cánones de conducta y principios morales que facilitaba el control de la po-
blación mediante su homogeneización.
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La férrea oposición presentada por esos sectores a la aplicación de las 
normas laicas y liberales fue directamente proporcional a la afectación reci-
bida: la Iglesia católica, por ejemplo, amenazó con excomulgar a todo aquel 
funcionario que llevara a cabo el juramento al que estaba obligado por ley  
y colocó a los fieles católicos frente al dilema de tener que elegir entre su  
fe y la conservación de su empleo.

El Partido Conservador también se opuso a la aplicación de la Constitu-
ción liberal, al considerarla un documento radical y absolutamente contrario  
a sus intereses. Esta posición dio origen al llamado Plan de Tacubaya, 
que, tras ser proclamado el 17 de diciembre de 1857, dividió al país en dos  
bandos casi absolutos.

A dos meses de la entrada en vigor de la nueva carta magna, los con-
servadores exigían en esta proclama la convocatoria a un nuevo Congreso 
Constituyente que eliminara todo principio liberal de la redacción constitu-
cional, así como el otorgamiento de facultades extraordinarias al presidente 
Comonfort para garantizar el establecimiento de la paz y la estabilidad polí-
tica en el país en lo que se promulgaba una nueva ley fundamental.

El rechazo de los liberales a esta exigencia fue contundente. En 1858, 
tras desconocer a Ignacio Comonfort como presidente de la República —a 
quien consideraron golpista tras su adhesión al Plan de Tacubaya—, fue  
designado como presidente sustituto de la República, por ministerio de 
ley, el entonces ministro presidente de la Suprema Corte de Justicia de la  
Nación, Benito Juárez García.

Los conservadores desconocieron también a Comonfort como presiden-
te y designaron como presidente interino a Félix María Zuloaga. Comenza-
ba así el periodo de tres años de guerra civil entre dos gobiernos paralelos 
que hoy se conoce como la Guerra de Reforma. Consecuentemente, tam-
bién fueron los primeros tres años en que la aplicación de la Constitución 
estuvo suspendida, sin que por ello perdiera su vigencia.

Esto, gracias a la previsión de los legisladores liberales que, conscien-
tes de la volatilidad política imperante, integraron por primera vez, en el  
artículo 128, el principio de inviolabilidad constitucional y proteger así  
el derecho de los mexicanos a la certeza jurídica frente a los vaivenes po-
líticos derivados de enfrentamientos y revueltas entre contrarios ideológi-
cos, principio que permanece hasta hoy consagrado en el artículo 136 de la 
Constitución promulgada en 1917.

Fue en 1864, tres años después de la victoria de los liberales en 1861,  
que la vigencia de la primera constitución liberal fue suspendida por  
segunda ocasión en algunos territorios del país, debido la intervención fran-
cesa y al establecimiento del Segundo Imperio mediante la proclamación 
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de Maximiliano de Habsburgo como emperador de México, desconociendo 
al gobierno encabezado por el presidente Juárez.

Finalmente, el 19 de junio de 1867, con la ejecución de la condena dicta-
da por el Consejo de Guerra que ordenó el fusilamiento de Maximiliano y 
los generales conservadores Miguel Miramón y Tomás Mejía, la República 
fue restaurada; la soberanía, recuperada; la titularidad del Poder Ejecutivo, 
determinada, y la aplicación del texto constitucional vigente, restablecida.

Hoy día, probablemente sea inverosímil que el reconocimiento del ejer-
cicio de la libertad a la ciudadanía en aspectos tan diversos como los dise-
ñados constitucionalmente por los liberales mexicanos en 1857 haya sido 
considerado causa legítima para el derramamiento de sangre entre compa-
triotas, que caracterizó a la segunda mitad del siglo xix en México.

Quizá para aquellos que la consideraron en su momento un mero ins-
trumento de consolidación del poder de los liberales y, por tanto, de some-
timiento, lo era más que suficiente. 

Quizá aquellos que anhelaban escapar del yugo del autoritarismo carac-
terístico de la dictadura de Antonio López de Santa Anna y del abuso por la 
concentración de poder que ostentaba la Iglesia católica comprendieron que 
si bien toda norma fundamental plasmada en una ley suprema efectivamen-
te consolida una posición política, de entre todas las corrientes que puede 
adoptar esta norma, siempre es preferible aquella que contiene y limita la 
intervención del Estado y los gobernantes, para ampliar, en consecuencia, el  
margen de participación, determinación y resolución de la ciudadanía.

Quizá, fundamentalmente, la Constitución mexicana de 1857 es el tes-
timonio de la inclinación natural de todo ser humano a vivir en libertad y 
a exigir el reconocimiento de su dignidad, a partir de la protección al dere-
cho a la libertad y la igualdad; la educación y el trabajo remunerado; de ex-
presión y de imprenta; de petición y respuesta por parte de las autoridades 
a quien se dirija la petición; de asociación y reunión; de posesión y porta-
ción de armas; de tránsito y libre comercio; de irretroactividad de la ley, ad-
ministración de justicia gratuita y el principio de legalidad; los derechos del 
reo en materia penal, así como la prohibición de penas inusitadas y trascen-
dentales y la abolición de la pena de muerte —con determinadas excepcio-
nes—; el derecho a la propiedad y la protección de la correspondencia, y la 
prohibición al establecimiento de monopolios y estancos.

No obstante, la Constitución liberal de 1857 también es el espejo en el 
que se refleja la resistencia que la libertad ha encarado una y otra vez me-
diante las distintas épocas en la historia de la humanidad. Por ello, sigue 
vigente el debate alrededor de esta y aún necesario comprender la necesi-
dad y la dificultad que enfrentó para su implementación desde el estudio 

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



TEPJF

La Constitución de 1857, una mirada desde el siglo xxi 109

de la garantía y la protección de las libertades que hoy en día constituyen 
parte fundamental de la evolución como nación, tanto en lo colectivo como  
en lo individual.

Del derecho del hombre  
a la libertad y la igualdad ante la ley

Ya en el preámbulo del presente ensayo se encuentra citado textualmente el 
contenido del artículo 1 de la Constitución de 1857. En este, se reconoce que 
son los derechos del hombre el objeto mismo del Estado mexicano, el cual 
queda a partir de esta norma obligado a sostenerlos y protegerlos en todas 
las leyes que emanen desde el Poder Legislativo y desde todos los ámbitos 
de competencia y jurisdicción de las autoridades de gobierno —excepción 
hecha de aquellas leyes que se emitan respecto del ámbito tributario, cu-
ya aplicación solo podía revisarse por y desde el Poder Legislativo, dejando 
fuera de esta competencia al Poder Judicial federal—.

Aunque esta disposición pudiera parecer transgresora y novedosa a quien 
le estudie, dado que se erige como la primera norma constitucional en que 
se reconoce jurídicamente al individuo como depositario del cúmulo de li-
bertades que habían sido omitidas por los constituyentes de 1824, es indis-
pensable reconocer que no surgió espontáneamente entre los legisladores 
de 1857.

Por el contrario, el reconocimiento de estos derechos tiene su origen en 
un primer momento desde la arenga lanzada por el cura Miguel Hidalgo y  
Costilla al inicio de la gesta independentista, con su proclama en contra de la  
esclavitud lanzada aquella madrugada del 16 de septiembre de 1810, que 
formalizó posteriormente en el decreto abolicionista del 29 de noviembre 
de aquel año —a pesar de que el hermano de Hidalgo, Cristóbal, poseía es-
clavos de cuyo inventario han dado debida cuenta diversos historiadores,  
y que incluso Miguel había fungido alguna vez como administrador de la 
Hacienda de Corralejo, propiedad de su padre, la cual, acorde con los es-
tándares de la época, incluía también esclavos—.

En aras de la conservación de la memoria con justicia, si un mérito ha de 
ser reconocido al cura Hidalgo, este debe valorarse más allá de la considera-
ción de su papel en la historia como el padre de la Independencia mexica-
na. Gracias a él, toda la región entonces conocida como Nueva España fue 
la primera en el continente americano en proclamar su independencia sin 
mediar concesión de territorio a terceras naciones, con el fin de establecer 
alianzas de defensa, y también la primera región en la que no solamente se 
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abolió la esclavitud, sino en la que se proclamó la igualdad entre los hom-
bres que compartían patria, que incluía a aquellos individuos pertenecientes  
a los pueblos originarios.

En el Plan del Gobierno Americano, del que hizo entrega al virrey Fran-
cisco Xavier Venegas por medio de sus representantes, quedaba estableci- 
do como punto toral de la acción de gobierno la inexistencia de calidad 
discriminatoria entre compatriotas, dado que “todos se nombrarán ame-
ricanos” (Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de 
México, 1810) y, por lo tanto, “nadie pagará tributos y todos los esclavos se 
darán por libres” (Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revolu-
ciones de México, 1810), y se materializaba así el primer gran cambio pa-
radigmático en toda América en relación con la concepción hasta entonces 
tradicional de la libertad del hombre.

Esta nueva visión del hombre libre que existe en igualdad frente a otros 
y el arraigo a una patria como elementos indispensables para el logro de la 
felicidad individual, enunciada por Hidalgo en sus múltiples discursos, ban-
dos y proclamas, fue retomada por José María Morelos y Pavón en los Sen-
timientos de la nación que presentó ante el Supremo Congreso Mexicano 
el 14 de septiembre de 1813.

En este documento no solo se declaraba la independencia de la América  
mexicana, sino que también se prohibía la esclavitud y el sistema que divi-
día a la población por castas, para instaurar un gobierno popular representa-
tivo que debía ejercerse por medio de la división de poderes (sin establecer 
expresamente la independencia del Poder Judicial respecto de los otros po-
deres, pero sí la necesidad de la existencia de leyes justas en el entendido de  
que todos los hombres serían iguales frente a ella).

Estas consideraciones quedaron plasmadas en la Constitución de Apatzin- 
gán de 1814, carta fundacional que si bien no fue considerada válida ni  
tuvo temporalidad para su vigencia, sí introdujo en el ideario de los constitu-
cionalistas de la época tanto el establecimiento de un gobierno republicano  
popular federal como el principio de la división de poderes, los cuales, au-
nados al principio de la presunción de inocencia, serían recogidos pos-
teriormente tanto en la Constitución de 1824 como en la promulgada en  
1857, manteniéndose vigentes también en la actual Constitución.

De estos antecedentes y dentro de la ola de movimientos sociales, po-
líticos y jurídicos que recorría el mundo a partir de la segunda mitad del  
siglo xviii a favor de la perspectiva iusnaturalista para el reconocimiento  
de los derechos del hombre, surge la Constitución de 1824 en México.
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El Estado y los derechos  
del hombre en la carta magna de 1824

Esta norma suprema, la primera vigente en México que adopta con cierta cau-
tela el sesgo liberal proveniente de Europa y Estados Unidos de América, no 
contiene, sin embargo, un título o capítulo especial en el que particularmen-
te se definan los derechos a favor del hombre que, por su vigencia, quedarían 
protegidos por el manto constitucional.

El reconocimiento a estos derechos, entre los que se encuentran ciertas 
pero limitadas garantías judiciales, quedó implícito en el total del articulado 
que se enfoca particularmente en el establecimiento de una República fede-
ral, representativa y popular bajo la denominación de Estados Unidos Mexi-
canos; la estructura orgánica de la Administración pública, la división de  
poderes y el reconocimiento de la religión católica como la única oficial  
de la nación.

Por otro lado, el derecho a la igualdad entre los hombres quedaba res-
tringido por la permanencia del fuero militar y eclesiástico, lo cual contra-
venía la proclama de uno de los principios fundamentales e indispensables 
para la fundación de la Nueva España como nación independiente conce-
bida por Miguel Hidalgo.

Por supuesto, es necesario tener en consideración que en 1824 el país se-
guía sumergido en revueltas en medio de la transición política del Imperio 
mexicano de Agustín de Iturbide a la instauración del Supremo Poder Eje-
cutivo que, con carácter provisional, estaba integrado por un triunvirato al 
mando de los generales Guadalupe Victoria, Nicolás Bravo y Pedro Celes-
tino Negrete. Este Supremo Poder convocó a un nuevo Congreso Constitu-
yente para la instauración del gobierno que finalmente adoptó el sistema 
republicano y federal institucionalizado a partir de la promulgación de la 
Constitución el 4 de octubre de ese mismo año.

También es en este periodo que dio inicio la gestación de los dos princi-
pales polos ideológicos que mantendrían al país en la más encarnada ines-
tabilidad social, jurídica e institucional a lo largo del siglo xix. Durante las 
deliberaciones del Congreso Constituyente instalado el 7 de noviembre de 
1823, las posiciones políticas sostenidas por los centralistas (como fray Ser-
vando Teresa de Mier, el padre José Miguel Urguidi, el padre José María Be-
cerra y Jiménez y Carlos María de Bustamante), en contraposición con las 
argumentadas por los federalistas (entre los que destacan Miguel Ramos 
Arizpe, Valentín Gómez Farías y el hoy conocido como el padre del juicio 
de amparo, Manuel Crescencio Rejón), dieron lugar a álgidas discusiones 
entre los dos bandos.
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Si bien el interés común por la integración de la nueva patria dio lugar al 
consenso para la emisión de una primera Acta Constitutiva de la Federación 
Mexicana, publicada el 31 de enero de 1824, y la posterior promulgación de  
la nueva ley suprema, lo cierto es que las diferencias entre los liberales  
y los conservadores eran cada vez más profundas. Si bien estas fracciones 
no se consolidaron formalmente como partidos políticos durante todo el  
siglo xix, la batalla cultural, política y jurídica entre ambas posturas, que 
inició en 1823, alcanzaría picos de verdadera barbarie por las guerras civiles  
que tuvieron lugar en la segunda mitad de ese siglo.

La desconfianza entre ambos grupos políticos quedó más que manifiesta  
en el acuerdo para la selección de los perfiles que ejercerían la titularidad 
del primer Poder Ejecutivo federal independiente de los Estados Unidos 
Mexicanos, mediante la designación del liberal Guadalupe Victoria como 
presidente, acompañado del conservador Nicolás Bravo en su calidad de vi-
cepresidente, para el periodo de 1825 a 1829. Aun así, no fue sino hasta el 
15 de septiembre de 1829, durante la presidencia de Vicente Guerrero, que 
la abolición de la esclavitud, el derecho a la libertad y al pago indemniza-
torio por la liberación de los esclavos según la capacidad del erario fueron 
decretadas formalmente para todo el territorio nacional.

A pesar de que la Constitución de 1824 fue el documento fundacional 
que puso al centro de la norma la consolidación del Estado mexicano de-
jando al individuo, si no de lado, sí como beneficiario indirecto de las pro-
visiones orgánicas y administrativas necesarias para el funcionamiento de 
las instituciones de reciente creación con legitimidad, la tendencia liberal 
mediante las ideas y los postulados de legisladores como José María Luis 
Mora y otros en el texto constitucional es indiscutible.

Si bien es cierto que la influencia de determinados elementos, tanto 
constitucionales como protoconstitucionales, es igualmente evidente en la 
redacción de las disposiciones constitucionales, resulta falsa la creencia po-
pular por la que se ha llegado a afirmar que la Constitución de 1824 es una 
copia a la mexicana de la Constitución española de Cádiz dictada en 1812 
o de la estadounidense de 1787. Este mito ha alcanzado incluso a las pos-
teriores constituciones mexicanas de 1857 y 1917. Desvelarlo es honrar el 
proceso por el que las y los mexicanos han evolucionado como una nación 
mayoritariamente liberal y democrática, con todas sus convicciones y a pesar  
de sus contradicciones, desde la capacidad para autodeterminarse libres e 
iguales ante la ley, incluso inmersos en el caos político y social más violento  
en ciertos momentos de la historia.

A este fin, no hay mejor referencia que el Diario de Debates del Congreso 
Constituyente mexicano instalado entre 1823 y 1824 (Eissa-Barroso, 2015). 
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De su lectura es posible concluir que, efectivamente, los legisladores mexica-
nos se allegaron de diversas fuentes de derecho para su análisis y discusión, 
entre los que se cuentan la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, aprobada en Francia el 26 de agosto de 1789, uno de los muchos 
documentos que se publicaron como resultado de los postulados ideológi-
cos surgidos de la Revolución francesa y el más trascendental para el reco-
nocimiento de los derechos humanos a partir de la segunda mitad del siglo 
xx; la Constitución de 1789 de Estados Unidos de América y la anexión en 
1791 al texto del llamado Bill of Rights, que contenía las 10 primeras en-
miendas a la carta magna del vecino país y consagraba garantías individua-
les a favor de la ciudadanía; la traducción de los Derechos del hombre, de 
Nicola Spedalieri, y, por supuesto, las teorías de filósofos y juristas libera-
les como John Locke, Montesquieu y Voltaire, el ferviente defensor francés 
de los derechos civiles.

Por otro lado, mediante el desglose de las intervenciones, contrargumen-
taciones y votaciones de cada uno de los legisladores mexicanos, es dable  
reconocer que los constituyentes mexicanos tenían el conocimiento, la con-
vicción y el entendimiento para analizar y discutir cada norma legal pro-
puesta y su alcance, así como cada postulado teórico, político y filosófico, a  
fin de crear una ley suprema adecuada a la realidad histórica y las necesi-
dades del emergente Estado mexicano para su consolidación y defensa, lo 
cual extendía la protección constitucional a los derechos de los hombres con  
sus instituciones.

Aún más, los legisladores en su conjunto, sin importar la corriente política 
o ideológica de su elección, estaban de acuerdo en por lo menos dos premisas 
básicas: la independencia y autonomía de México como Estado y la noción  
de que todos los hombres eran libres. Es por ello que la esclavitud fue  
abolida legal y constitucionalmente en el país en 1829, mientras que no fue sino  
hasta 1865 que el presidente Abraham Lincoln logró la ratificación de la 13.ª 
Enmienda Constitucional, que prohibía la esclavitud y la servidumbre invo-
luntaria en todo el territorio de Estados Unidos de América.

Durante los años siguientes, la rebelión por parte de los grupos conser-
vadores que pugnaban por la implementación de un sistema centralista, un 
gobierno unitario y la conservación de los privilegios del clero y los militares  
suspendió la vigencia de la Constitución de 1824 hasta en dos ocasiones. La 
primera, de 1836 —con la expedición de las Siete Leyes Constitucionales— a 
1847, cuando la intervención estadounidense en México obligó a los libera-
les y los conservadores a juramentar la vigencia de la carta magna de 1824 
con algunas modificaciones y reformas.

Este apartado pertenece a la obra La Constitución de 1857, 
una mirada desde el siglo XXI, la cual es acervo del TEPJF. 

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Garantías individuales en la Constitución de 1857114

Carla Erika Ureña Aguilar

La segunda, por la llegada en 1853 de Antonio López de Santa Anna a 
la Presidencia de México por onceava ocasión, quien haciéndose nombrar 
su alteza serenísima, instaló nuevamente el sistema centralista de gobier-
no para entrar en receso tanto las legislaturas locales de los estados, ahora 
considerados departamentos, como la federal, para entonces emprender la 
persecución política de sus opositores.

Finalmente, con la proclamación del Plan de Ayutla y la renuncia y el exi-
lio de Santa Anna, la vigencia de la Constitución de 1824 y el sistema repu-
blicano federal fueron reinstaurados, únicamente en tanto se promulgaba 
la nueva ley suprema que habría de regir en los Estados Unidos Mexicanos, 
esta vez desde la clara y mayoritaria influencia del sector político liberal, 
lo que no se lograría plenamente sino hasta después de la caída del Segundo 
Imperio mexicano de Maximiliano, que dio inicio al periodo conocido como la 
República restaurada, con Benito Juárez García al frente como presidente  
de la nación.

Derechos del hombre  
y garantías individuales  

en la Constitución de 1857

Partiendo de la historia de las asambleas constituyentes instaladas en Méxi-
co desde el primer momento de la proclamación de su independencia hasta 
la convocada en 1856 que han sido referidas, se puede afirmar, sin lugar a 
duda, que el reconocimiento de los derechos de los hombres siempre estu-
vo al centro de los debates entre los legisladores mexicanos, lo que otorga-
ba prioridad indiscutible a la libertad como el derecho sin el cual el ejercicio 
de todos los demás es imposible.

El derecho a la igualdad, sin embargo, se había mantenido como punto  
de discordia entre las facciones políticas, desde los privilegios que tanto el 
clero como las fuerzas militares —y algunos hacendados— intentaban man-
tener contrarios a la premisa liberal que rechazaba la imposición de toda 
norma por la que fuera establecida una calidad discriminatoria entre los 
gobernados.

El triunfo del reconocimiento a la igualdad como derecho del hombre 
en la Constitución de 1857 no puede entenderse sin la entrada en vigor de 
tres leyes fundamentales encaminadas a contener y, potencialmente, elimi-
nar la influencia de la Iglesia católica en los asuntos políticos del país. Es-
tas tres leyes son:
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1)	 Ley sobre Administración de Justicia y Orgánica de los Tribunales de la 
Nación, del Distrito y Territorios. También conocida como ley Juárez, 
eliminó los fueros especiales a favor del clero y los militares. Publicada 
el 23 de noviembre de 1855, esta ley es considerada la primera entre las 
Leyes de Reforma que sentó las bases para la secularización del país, 
pues estableció la igualdad de toda la ciudadanía frente a la ley, lo que 
significaba que los miembros del clero y la milicia podían ser juzgados 
en tribunales civiles por asuntos civiles y criminales menores, sin que 
desaparecieran, por ello, las facultades de los tribunales eclesiásticos 
y militares para juzgar dentro de su ámbito. Por esta legislación quedó 
establecido el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal —sede 
de los Poderes de la Unión— y organizó los tribunales judiciales por sa-
las especializadas. El espíritu de esta ley habría de ser recogido expre-
samente con posterioridad en el artículo 13 de la carta magna del 5 de 
febrero de 1857.

2)	 Ley de Desamortización de Fincas Rústicas y Urbanas, Propiedad de las 
Corporaciones Civiles y Eclesiásticas. También conocida como la ley Ler-
do, promulgada el 25 de junio de 1856, tuvo como objetivo poner a la 
venta las propiedades que estaban en manos de la Iglesia católica para 
debilitar su poder económico, juntamente con propiedades de algunas 
corporaciones civiles, a fin de fomentar la propiedad privada y el desa-
rrollo económico del país. Si bien esta ley también se considera funda-
mental para el impulso del Estado laico en México, lo cierto es que su 
aplicación trajo consigo una grave afectación para las comunidades in-
dígenas, las cuales perdieron grandes extensiones de tierras comunales 
que habían sido arrendadas a terceros.

3)	 Ley sobre Derechos y Obvenciones Parroquiales. También conocida como  
ley Iglesias, fue diseñada para regular los cobros parroquiales. Esta le-
gislación, hito en la separación Iglesia-Estado y publicada el 11 de abril 
de 1857, exentaba a las personas pobres del pago por servicios religiosos, 
como el bautismo, el matrimonio o los entierros, definiendo el nivel de 
pobreza como aquel en que “los individuos no obtienen por su trabajo 
más frutos que aquellos necesarios para su subsistencia”.

La entrada en vigor de cada una de estas tres leyes potenció el conflicto 
entre los conservadores y los liberales mexicanos, pero dio el margen ne-
cesario al grupo liberal para, por medio del presidente Comonfort (Loyo, 
2001), convocar a la instalación del Congreso Constituyente en 1856, con la 
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seguridad de que el aforo contaría con una participación muy reducida de 
militares y de ningún miembro del clero —por los efectos de la ley Juárez— 
en los trabajos legislativos y la creación del nuevo diseño constitucional, en 
el que finalmente los derechos a la libertad y a la igualdad quedarían de-
bidamente establecidos y garantizados para su ejercicio en todo el territo-
rio nacional.

Derechos del hombre  
o derecho al ejercicio de las libertades

Como se ha mencionado en el presente ensayo, si algo debe reconocerse a 
los constituyentes de 1856 es su clara y determinada voluntad para estable-
cer, con toda precisión, el conjunto de derechos reconocidos al hombre, así 
como la obligación impuesta al Estado mexicano de garantizar el ejercicio  
de tales derechos mediante todas las leyes que emita el Poder Legislativo  
y de todas las instituciones de gobierno.

Gracias a esa voluntad legislativa es que, por primera vez, el diseño cons-
titucional incluye la clara separación entre los artículos concernientes a los  
derechos de la ciudadanía de aquellos que tienen que ver con la organi-
zación y las facultades de las instituciones del Estado, que en la doctrina  
jurídica reciben el nombre de “Parte Dogmática” para la primera de ellas, 
denominando a la segunda “Parte Orgánica”. Esa misma estructura reco-
gió también el diseño de la Constitución promulgada en 1917, cuya primera  
sección se conoció primero como “De las Garantías Individuales” y, con pos-
terioridad a la reforma constitucional de 2011, “De los Derechos Humanos”. 

La adaptación del concepto garantías individuales tiene su origen pre-
cisamente en la garantía a cargo del Estado mexicano en favor del ejercicio  
de los derechos del hombre consignado en el artículo 1 del título I de la 
Constitución de 1857, título que en el último de sus artículos, el 29, esta-
blecía también las condiciones extraordinarias por las que el presidente de  
la República, de acuerdo con el Consejo de Ministros y con aprobación  
del Congreso de la Unión, podía suspender las garantías establecidas en  
la Constitución a favor de la ciudadanía, lo que únicamente podía suceder 
en caso de invasión, perturbación grave de la paz pública o cualquier otro 
que ponga en peligro o conflicto a la sociedad. Esta suspensión no solo se 
encontraba condicionada a la aprobación del Congreso, sino también debía 
ajustarse para su otorgamiento a un tiempo determinado, por medio de pre-
venciones generales y sin poder contraerse a determinado individuo, con 
lo que persistían únicamente las garantías para la protección de la vida del 
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hombre y se colocaba a la vida como el máximo bien tutelado dentro de la 
norma constitucional.

Hay que reconocer, además, que la Constitución de 1857 es menos timorata  
que la Constitución de 1917 en el reconocimiento del derecho a la libertad, 
ya que en contraposición al contenido del párrafo cuarto del artículo 1 de la 
norma suprema vigente que establece que “está prohibida la esclavitud en 
los Estados Unidos Mexicanos” (Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, artículo 1, párrafo cuarto, 1917), el artículo 2 constitucional 
vigente de 1857 a 1917 instauraba sin cortapisas que “en la República [mexi-
cana] todos nacen libres. Los esclavos que pisen el territorio nacional re-
cobran, por ese solo hecho, su libertad y tienen derecho a la protección de 
las leyes” (Constitución Política de la República Mexicana, artículo 2, 1857). 
Es decir, a partir del texto constitucional de 1917 los mexicanos son libres, 
toda vez que está expresamente prohibido que sean esclavos. Durante el  
tiempo que estuvo vigente la Constitución de 1857, los mexicanos eran  
expresamente libres por el simple hecho de nacer en suelo patrio.

El catálogo de derechos reconocidos a favor del hombre en el texto cons-
titucional de 1857 es tan amplio que constituye verdaderamente el partea-
guas jurídico en la historia de las libertades que goza toda la ciudadanía 
hoy día en México.

Los legisladores liberales no querían dejar nada al azar ni ignorar el riesgo  
constante que representa el autoritarismo a todo régimen democrático, dada  
la experiencia adquirida mediante la imposición del imperio de Iturbide y 
los excesos de Santa Anna a escasos años de haberse sustraído el país al 
régimen virreinal.

Comprendieron que un Estado es más fuerte y poderoso en la medida en 
que son fuertes y poderosos los individuos que lo integran. Conocían de pri-
mera mano las consecuencias que a la ciudadanía le acarrea la instalación 
de un gobierno totalitario con facultades ilimitadas para la persecución de 
aquellos considerados opositores o adversarios políticos. Tenían claro que 
la libertad de pensamiento de todo hombre escapa al control del Estado, y 
que esa libertad y sus manifestaciones constituía la primera línea de defen-
sa del Estado contra aquellos que pretenden su captura.

Por ello, entre los derechos del hombre reconocidos por los constituyen-
tes en 1857 se encuentran expresamente reconocidos los derechos a la pri-
vacidad respecto de la correspondencia y al dominio sobre la propiedad. Se 
garantizó el ejercicio del derecho a la libre manifestación de las ideas por 
cualquier medio y al derecho a difundirlas mediante el uso de la imprenta, 
sujetando ambos derechos a límites ciertos y determinados, que de ninguna 
manera comprendían la previa censura y la judicialización de la expresión.
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Se limitó la facultad del Estado para ejercer actos de molestia a la ciudada-
nía en su persona, familia, domicilio, papeles y posesiones sin mandamien-
to de la autoridad judicial emitido con arreglo a las leyes vigentes y con base 
en hechos que justifiquen debidamente la emisión del mandamiento, lo cual 
prohibía así que los actos de autoridad fueran ejercidos a capricho y de for-
ma arbitraria.

Se elevó a rango constitucional el principio de la presunción de inocen-
cia, se prohibieron las penas infamantes y se limitó la imposición de la pe-
na de muerte a ciertos delitos considerados particularmente graves, dadas 
las circunstancias de la época.

A fin de abonar a una mejor comprensión del alcance del liberalismo en 
el texto constitucional de 1857, a continuación se desglosa el catálogo de 
derechos reconocidos a favor del hombre, agrupados alrededor del bien ju-
rídico tutelado y los artículos del título I relacionados:

Del derecho a la igualdad entre hombres
a) Art. 1°, todos los hombres son iguales frente a la ley y las 

instituciones sociales del Estado, las cuales tienen por objeto ga-
rantizar el ejercicio de los derechos del hombre consagrados en la 
Constitución.

b) Art. 2°, todos los hombres, por el hecho de nacer en territorio 
nacional, son libres.

c) Art. 11°, igualdad de los hombres para el ejercicio de la li-
bertad de tránsito, quedando prohibida la exigencia de pasaporte, 
salvo conducto, carta de seguridad u otro semejante que limite este 
derecho.

d) Art. 12°, inexistencia y desconocimiento de títulos nobiliarios, 
prerrogativas y honores hereditarios a favor de persona alguna en 
todo el territorio de la República.

e) Art. 13ero, por el que nadie puede ser juzgado por leyes priva-
tivas ni Tribunales especiales. Abolición de fueros especiales salvo 
para el caso de faltas y delitos relacionados a la disciplina militar.

f) Art. 16to, todos los hombres tienen derecho a no ser moles-
tados en su persona, familia, bienes papeles y posesiones sin que 
medie mandamiento judicial que funde y motive la causa legal del 
procedimiento.

Del derecho a la libertad de enseñanza, elección de oficio y profe-
sión y goce del fruto del trabajo y la prohibición de la servidumbre 
involuntaria.

a) Art. 3°, libertad de enseñanza. Herencia de la lucha de José 
María Luis Mora, promotor del acceso universal a la educación pú-
blica y laica en México, quien en 1823 publicó la obra “Pensamientos 
sueltos sobre la Educación Pública” Mora, 1963), en el que sostenía 
que uno de los grandes bienes de los gobiernos libres es la libertad 
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que tiene todo ciudadano para cultivar su entendimiento; caso con-
trario, sin instrucción es difícil lograr en una república todos los 
bienes que promete [sic] -el gobierno-, dado que un individuo dotado 
de un regular talento será siempre un déspota, que gobernará a su 
salvo a un puñado de hombres que no tienen voluntad propia, ni 
son capaces de juzgar de las cosas por sí mismos. El artículo tercero 
y la protección al derecho a la educación pública con acceso univer-
sal constituye pues la afirmación constitucional del empoderamiento 
ciudadano a partir del acceso al conocimiento, para el fortalecimien-
to de un gobierno de hombres libres.

b) Art. 4°, garantiza la libertad a todo hombre para elegir profe-
sión, industria o trabajo a su mejor interés, y protege el derecho al 
goce del fruto del trabajo.

c) Art. 5°, que prohíbe la servidumbre voluntaria, y los convenios 
que impliquen proscripción o destierro para las partes. Así también, 
prohíbe la celebración de contratos que conlleven la pérdida de la 
libertad del hombre, sea a través del voto religioso o por causa de 
trabajo o educación.

Del derecho a la libre expresión de las ideas y el derecho de 
imprenta.

a) Art. 6°, que garantiza la libre manifestación de las ideas, 
dotándola de protección constitucional contra la judicialización de 
éstas y la previa censura. Esta libertad sin embargo está limitada 
en cuanto a que no ataque a la moral (concepto amplio y subjeti-
vo que persiste hasta nuestros días); los derechos de tercero; que 
estas ideas provoquen algún crimen o delito o se expresen con el 
propósito de perturbar el orden público (entendiéndose a éste co-
mo el conjunto de condiciones fundamentales para la convivencia 
armónica en una comunidad determinada).

b) Art. 7°, que otorga protección constitucional a la libertad para 
escribir y publicar escritos sobre cualquier materia, sin riesgo a ser 
sujeto a judicialización ni previa censura por el ejercicio de este 
derecho ni necesidad de otorgar fianza, derecho que se extiende 
tanto a los autores como a los impresores. Este derecho también 
se encuentra limitado por el respeto a la vida privada, la moral y la 
paz pública.

Del derecho exclusivo de los ciudadanos a participar en los asuntos 
políticos del país.

a) Art. 8°, que garantiza el derecho de petición a toda persona 
en general hacia las autoridades de gobierno, pero que en tratándose 
de asuntos políticos, es de incumbencia exclusiva de los ciudada-
nos mexicanos. Esta petición debe realizarse por escrito de manera 
pacífica y respetuosa, e impone a las autoridades la obligación de 
dar puntual respuesta a todas las peticiones que sean hechas de su 
conocimiento.
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b) Art. 9°, protege el derecho de todos los ciudadanos mexica- 
nos a reunirse y asociarse con fines lícitos, quedando prohibido el 
ejercicio del derecho a deliberar a las reuniones armadas. Solamente 
los ciudadanos mexicanos pueden hacerlo para tomar parte en los 
asuntos políticos del país.

De las garantías judiciales, el derecho a la certeza y la dignidad 
humana.

a) Art. 13ero, garantiza a los ciudadanos el derecho a ser oído y 
vencido en juicio ante Tribunales imparciales que apliquen la ley con 
objetividad y arreglo a leyes previamente establecidas con carácter 
general.

b) Art. 14to, protege el derecho de los ciudadanos a ser juzgados 
con certeza y apego a leyes cuya entrada en vigor es anterior a la 
conducta, acto o hecho que haya dado origen a la controversia jurí-
dica (irretroactividad de la ley). 

c) Art. 15to, establece limitaciones a la facultad del Estado 
para la convención de Tratados de extradición. Los reos políticos, 
y aquellos que en su país de origen hayan tenido la condición de 
esclavos no serán extraditados. Tampoco se reconocen los Tratados 
que contravengan o alteren las disposiciones constitucionales que 
garantizan el ejercicio de los derechos del hombre.

d) Art.16to, principio de certeza jurídica que establece que todo 
acto de molestia a un ciudadano debe estar fundado y motivado por 
autoridad competente.

e) Art. 17imo, prohíbe las penas corporales por deudas de carác-
ter civil. Prohíbe la justicia de propia mano (venganza). Establece el 
principio de GRATUIDAD para el acceso a la justicia ante Tribunales.

f) Art. 18avo, garantiza el derecho a fianza en tratándose de de-
litos que no ameriten pena corporal. 

g) Art. 19no, establece que ninguna detención podrá exceder del 
término de tres días sin que se justifique mediante auto de apre-
hensión debidamente fundado y motivado. Prohíbe la tortura del 
detenido y la obtención de beneficios económicos por parte de las  
autoridades por esta circunstancia, estableciendo sanciones a  
los servidores públicos que ejecuten estas conductas. 

h) Art. 20°, protege los derechos del ciudadano que enfrenta 
proceso penal, tales como: hacer de su conocimiento el delito impu-
tado y el nombre de quien lo imputa; rendir declaración preparatoria 
dentro de las 48 horas en que sea puesto a disposición de un juez;  
el derecho al careo con los acusadores y sus testigos; tener acceso  
a los datos de la acusación para preparar su defensa; el derecho a  
la defensa por sí y/o a través de un tercero, así como el derecho a ser 
asistido por un defensor de oficio.

i) Art. 21ero, establece la distinción entre penas impuestas por 
una autoridad judicial y las sanciones administrativas. Estas últimas 
solo podrán consistir en multa y arresto que no podrá exceder de 
un mes.
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j) Art. 22°, que establece la prohibición de la aplicación de penas 
consistentes en mutilación, infamia, azotes, palos, marca y el tor-
mento; las multas excesivas, la confiscación de bienes y las inusita-
das (inhumanas o crueles) o trascendentales.

k) Art. 23ero, prohíbe la pena de muerte para reos políticos y 
ordena el establecimiento del sistema penitenciario. La pena de 
muerte subsiste para la comisión del delito de traición a la patria 
en guerra extranjera; incendio; parricidio; homicidio con alevosía, 
premeditación y ventaja; salteadores de caminos; piratería y delitos 
graves del orden militar.

l) Art. 24°, que consagra el principio por el que nadie puede ser 
juzgado por el mismo delito dos veces, cualquiera que sea el sentido 
de la sentencia, ni ante más de tres instancias judiciales.

Derecho a la legítima defensa
a) Art, 10°, que protege el derecho a la portación de arma auto-

rizada, de conformidad con las leyes, en el ejercicio del derecho a la 
seguridad y la legítima defensa.

Derecho a la privacidad y a la propiedad privada
a) Art. 16to, que extiende la protección constitucional al  

domicilio y posesiones del ciudadano contra todo acto de molestia 
o indebida injerencia que no esté debidamente fundado y motivado 
por autoridad competente.

b) Art. 22°, que prohíbe la confiscación de la propiedad por apli-
cación de penas en procesos del orden criminal.

c) Art. 25°, o de la inviolabilidad de la correspondencia.
d) Art. 26°, que protege la propiedad privada de la ocupación por 

parte de militares en tiempos de paz, y sujetando esta ocupación a 
los límites establecidos en ley en tiempos de guerra.

e) Art. 27°, por medio del cual se protege el derecho a la propie-
dad privada contra la confiscación arbitraria de bienes por parte del 
gobierno. La propiedad privada solo puede ser afectada mediante 
el procedimiento administrativo de expropiación que justifique la 
causa de utilidad pública al Estado y mediante indemnización que se 
pague al propietario. Establece la prohibición a corporaciones civiles 
o eclesiásticas para adquirir o administrar propiedades a nombre 
propio, con excepción de aquellos edificios destinados al objeto o 
servicio de la institución. (Constitución de 1857 con sus Adiciones y 
Reformas, título primero, sección I, 1857)

Llama la atención también que del catálogo de derechos del hombre 
protegidos por la carta fundamental de 1857, agrupados por bien jurídico 
tutelado, resaltan en particular aquellos que tienen como objeto garanti-
zar el derecho a la igualdad entre la ciudadanía, así como la protección de 
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la dignidad humana y el derecho a la certeza jurídica mediante las garan-
tías judiciales.

Si de algo dan fiel testimonio los documentos fundacionales es de las cir-
cunstancias particulares, tanto en lo social como en lo político, económico 
y jurídico, que aquejan a las naciones que las promulgan.

Por tanto, los liberales de 1857 se avocaron particularmente a la elimina-
ción de fueros entre los ciudadanos —es decir, entre los hombres de 18 años  
casados o de 21 años solteros, que tenían un modo honesto de vivir— y  
a la utilización del Poder Judicial como brazo ejecutor del gobierno en tur-
no. Por supuesto, las garantías judiciales requieren, para su protección y 
cumplimiento, que la aplicación y la interpretación de la ley se realice por 
medio de tribunales imparciales, lo que solo puede llevarse a cabo con efi-
cacia y eficiencia mediante la existencia de un Poder Judicial independiente.

Del principio de independencia  
del Poder Judicial federal

Ya en la Constitución promulgada en 1824 se estableció el principio de la di-
visión de poderes por medio de la instalación de un Poder Ejecutivo, el Po-
der Legislativo y el Poder Judicial de la Federación; este se conformaba por 
la Suprema Corte de Justicia —integrada por 11 ministros, quienes podían 
ser especialistas en derecho o legos—, designados mediante las legislaturas 
de los estados y conformada por tres salas.

También del Poder Judicial formaba parte integral la Fiscalía de la Repúbli-
ca, cuyo titular era elegido por el Congreso, y esta tenía la función de defen- 
der los intereses tributarios del Estado, la persecución e imputación de  
los delitos en los procesos penales y asesorar a los tribunales para la admi-
nistración de justicia, acumulando en un solo poder las facultades de la parte  
acusadora y de impartición de justicia.

Por otro lado, ya en 1824 se estableció el derecho a la administración de 
justicia completa, expedita e imparcial para las y los ciudadanos mexicanos, 
con excepción de aquellos tribunales que tenían competencia por razón de 
fuero, clerical o militar, sobre determinados individuos, que se sustraían así 
a la competencia de los tribunales civiles. También en la carta fundacional 
de 1824 se establecieron los tribunales de justicia en cada estado y, confor-
me a la constitución local de las entidades, estos podían estar integrados 
por dos salas —especializadas en materia civil y criminal—, tribunales de 
primera instancia y juzgados de paz, cuya titularidad recaía en ciudadanos 
notables en cada localidad.
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Sin embargo, los constituyentes de 1857, preocupados por garantizar la 
independencia del Poder Judicial, establecieron en el texto constitucional 
la separación de la Fiscalía de la República, que en lo sucesivo se denominó  
procuraduría, del resto del Poder Judicial.

Esta procuraduría estaba a cargo de la investigación, persecución e impu- 
tación de los delitos mediante el Ministerio Público, pero, al ser inde- 
pendientes del Poder Judicial, las actuaciones de esta institución quedaban 
sujetas a la valoración y el análisis de los juzgadores competentes para la 
emisión de las sentencias.

A partir del artículo 90, sección III, de la carta magna de 1857, se define  
orgánicamente al Poder Judicial de la Federación como aquel integrado por 
la Suprema Corte de Justicia conformada por 11 ministros o magistrados 
—los legisladores emplearon ambos términos sin distinción—, número que, 
tras la reforma constitucional de 1900, aumentó a 15, debiendo estos ser 
necesariamente expertos en la ciencia del derecho, gozar de buen nombre 
y contar con 35 años cumplidos al momento de su designación. Los minis-
tros podían sesionar tanto en pleno como en las dos salas creadas para la 
pronta resolución de los asuntos puestos a su consideración.

En esta conformación del Poder Judicial se recogió también la creación de  
los tribunales de circuito y los tribunales de distrito, los que conocían  
de asuntos relacionados con la violación de las garantías individuales por la 
actuación de las autoridades, siendo esta cuestión materia de estudio para 
la Corte, además de todas las controversias que pudieran presentarse entre 
los estados y la Federación y entre dos o más estados; lo relativo al derecho 
marítimo; la aplicación y la interpretación de las leyes federales, así como 
lo concerniente a los agentes diplomáticos y consulares, y las controver-
sias del orden civil y criminal por los tratados celebrados con otros países, 
lo que dejaba fuera del ámbito de su competencia los asuntos relacionados 
con la materia tributaria, que solo podía ser revisada y, en su caso, modifi-
cada por los legisladores federales.

Los 11 ministros debían jurar el cumplimiento de la Constitución en los 
mismos términos que los funcionarios adscritos a los otros dos poderes, y 
durarían en el cargo seis años. Eran elegidos de manera indirecta en primer 
grado —es decir, mediante un colegio electoral que emitía su voto en secreto, 
cuyos integrantes eran elegidos en un primer momento por los ciudadanos 
en votación pública que se definía mediante el sistema de mayoría relati-
va— para mayor garantía de su autonomía e independencia.

Estaban facultados para revisar las resoluciones de los tribunales infe-
riores federales y los superiores de cada entidad, principalmente por medio  
del juicio de garantías (que hoy popularmente se conoce como juicio de 
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amparo) y de la denuncia, así como resolver acerca de criterios contradicto-
rios sostenidos por los juzgadores de menor rango, para garantizar el dere-
cho a la certeza y la seguridad jurídica mediante la uniformidad de criterios 
por primera vez en México, y así dar inicio a la creación de jurisprudencia, 
revestida de obligatoriedad para todos los tribunales en el país.

El cumplimiento de la garantía a la seguridad jurídica se materializó en 
la publicación del Semanario Judicial de la Federación, creado por medio 
del decreto presidencial del 8 de diciembre de 1870, cuyo objeto es la difu-
sión de las decisiones de los tribunales federales, especialmente en lo con-
cerniente a las tesis, jurisprudencias y resolución de contradicciones en 
sus distintas épocas y publicaciones. En la doctrina jurídica aún se reco-
noce la importancia de esta fuente del derecho que, con la denominación 
de jurisprudencia histórica, abarca las resoluciones judiciales emitidas de 
1871 a 1914.

Esencialmente, el Poder Judicial de la Federación establecido en 1857 
fue garante de los derechos fundamentales a favor del hombre, a partir de 
la división de poderes, que le otorgó la misma jerarquía que los otros dos 
poderes federales; el sistema de elección de los integrantes de la Suprema 
Corte de Justicia y la implementación del juicio de garantías o amparo en 
la carta fundamental.

Si bien la facultad para revisar los actos de autoridad que pudieran cons-
tituir violaciones a las garantías constitucionales y aquella por la cual estaba  
a su cargo la interpretación de las normas jurídicas trajo momentos de grave  
tensión entre el Poder Judicial y los otros dos poderes, especialmente el  
Ejecutivo federal, lo cierto es que a partir de la promulgación de la Constitu-
ción y hasta 1876 —cuando asciende al poder Porfirio Díaz como presidente 
de la República— la Suprema Corte de Justicia ejerció el papel de autentico  
árbitro constitucional, el que no recobraría sino hasta 1995 con la reforma 
constitucional impulsada por el expresidente Ernesto Zedillo Ponce de León 
y que hoy, tras la implementación de la reforma judicial de la presidenta 
Claudia Sheinbaum Pardo en 2024, enfrenta un panorama incierto, dado el 
método de elección mediante el voto popular de los ministros integrantes 
de la nueva Corte que entraron en funciones a partir del 1 de septiembre de 
2025, reforma que ha sido objeto de múltiples señalamientos y críticas por 
parte de constitucionalistas y expertos en derechos humanos.
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Del juicio de amparo

Se declara que este juzgado dispensa a D. Manuel Verástegui la  
protección que solicita, en conformidad de lo dispuesto en el repeti- 
do artículo 25 del Acta de Reformas para que no pueda ser desterrado  
del Estado, sin que proceda la formación del juicio y pronunciamien- 
to del fallo por la autoridad judicial a la que exclusivamente corres-
ponde por la Constitución; debiendo quedar entre tanto en el pleno 
uso de sus derechos y libertad que la misma Carta fundamental le 
concede como ciudadano mexicano [sic]. Primera Sentencia Federal 
de Amparo (extracto). San Luis Potosí, a 13 de agosto de 1849. (Arizpe, 
2006, pp. 45-48)

El 31 de marzo de 1841 se aprobó la inclusión de la figura del juicio de 
amparo en el artículo 8 de la Constitución del Estado de Yucatán. Tiene su 
origen en el proyecto suscrito el 23 de diciembre de 1840 por los diputados 
locales Manuel Crescencio García Rejón —considerado en la doctrina jurí-
dica como el padre del juicio de amparo—, Pedro Pérez y Darío Escalante, 
que contemplaba, por primera vez en México y el mundo, la creación de un 
instrumento procesal para proteger a la ciudadanía frente a los actos y las 
leyes de las autoridades.

Concebido desde sus inicios como una garantía procesal de carácter  
excepcional que provee a la ciudadanía del medio para atacar actos y reso-
luciones de la autoridad que viola derechos y garantías individuales para el 
ejercicio de estos de forma eficaz, rápida, sencilla, informal y permanente,  
el juicio de amparo, según García Rejón, facultaba al Poder Judicial para  
revisar tanto la actuación de la autoridad y el apego a las leyes como la 
constitucionalidad de la legislación, lo que permitía disminuir la fuerza mo-
ral de una norma sin destruirla; por el contrario, serían las mismas resolu-
ciones las que enriquecerían la norma y dotarían de mayor legitimidad a 
la autoridad desde el respaldo obtenido por el cumplimiento del espíritu  
constitucional.

De hecho, la Constitución yucateca, en sus artículos 9 y 62, iba más allá 
al conceder a los juzgadores superiores en jerarquía la facultad para “enjui-
ciar inmediatamente al —juzgador— conculcador de las garantías” (Cons-
titución Política de Yucatán, 1841), remediando, además y desde luego, el 
mal reclamado por medio de la resolución correspondiente, que debía ser 
redactada de manera sucinta y breve.

En su concepción original, el amparo tenía dos vertientes: como juicio 
ante tribunales de primera instancia con el fin de proteger el ejercicio de los 
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derechos de la ciudadanía, y como juicio ante la Suprema Corte local con-
tra leyes del Congreso o actos del Ejecutivo que vulneraran el orden consti-
tucional. En cualquiera de las dos, el amparo se constituye como un juicio 
propio y no como un recurso subsidiario dentro de otro juicio.

Es con esta naturaleza que el juicio de amparo se eleva por primera vez 
en el Acta Constitutiva y de Reformas a la Constitución de 1824, emitida en 
1847, cuyo artículo 25 establece que 

Los Tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante  
de la República en el ejercicio y conservación de los derechos que 
le concedan esta Constitución y las leyes constitucionales, contra 
todo ataque de los poderes legislativos y ejecutivo, ya de la Federa-
ción, ya de los Estados; limitándose dichos tribunales a impartir su 
protección en el caso particular sobre que versa el proceso, sin hacer 
ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que lo 
motivare. (Acta Constitutiva y de Reformas, 1847)

Esta incorporación, impulsada por el legislador de pensamiento liberal 
moderado y origen jalisciense Mariano Otero, establece como límite en el  
juicio de amparo el principio de relatividad de la sentencia; esto es, que  
la protección constitucional se otorga únicamente al quejoso promotor del 
juicio y tiene efectos exclusivamente respecto del quejoso y las autorida-
des que fueron parte del juicio, por lo que no puede ni debe entenderse co-
mo una declaratoria general en cuanto al acto de autoridad o leyes emitidas 
por el Congreso que fueren combatidas por su interposición (principio que 
se conoce también como la fórmula Otero).

Finalmente, el juicio de amparo fue incorporado en los artículos 101 y 
102 de la Constitución de 1857 como el primer medio de defensa con ran-
go constitucional en el mundo a favor de la ciudadanía respecto a la protec-
ción de sus derechos y las garantías individuales para su ejercicio en contra 
de actos de autoridad y leyes emitidas por el Congreso constitutivos de vio-
laciones a tales derechos y garantías.

Este instrumento procesal ha sido retomado en las normas fundamen-
tales de distintos países a partir de entonces, entre los que se cuentan  
Colombia, Chile, Argentina, Perú y España, con la adecuación a sus contex-
tos, y fue considerado también dentro de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos de 1948, que en el artículo 8 establece el derecho de toda 
persona a un recurso efectivo ante los tribunales nacionales competentes 
para la protección de sus derechos fundamentales.
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Invisibilidad de la mujer:  
la deuda constitucional  

como herencia de 1857

Es pertinente reconocer también que, a pesar de todas las bondades y las 
virtudes que el liberalismo consagró en el texto constitucional de 1857, la 
discrecionalidad ejercida por los legisladores mexicanos para la elección de 
las fuentes del derecho que fueron discutidas durante los trabajos del Cons-
tituyente de 1856-1857 refleja los prejuicios de la sociedad eminentemente 
patriarcal de la época, toda vez que si bien fueron recogidos varios princi-
pios de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de Fran-
cia desde las propias deliberaciones del Constituyente de 1824, lo cierto es 
que la Declaración de los Derechos de la Mujer y de la Ciudadana, publicada 
en 1791 por su autora, Olympe de Gouges, fue simplemente ignorada y, por 
tanto, el reconocimiento a los derechos de las mujeres, omitido.

Esta declaración por los derechos de la mujer de De Gouges, que no  
alcanzó el estatus de validez en su época, es considerada hoy día como el 
documento que enmarca el fracaso de la Revolución francesa en su lucha 
por la igualdad, pues acusaba que “la ignorancia, el olvido o el desprecio de 
los derechos de la mujer son las únicas causas de los males públicos y de la 
corrupción de los gobiernos”, estableciendo, por tanto, como premisa prin-
cipal en el artículo 1 que “la mujer nace libre y permanece igual al hombre  
en derechos. Las distinciones sociales solo pueden estar fundadas en la  
utilidad común” (Ramírez, 2015, p. 7).

La exigencia contenida en este documento para el reconocimiento de la  
palabra mujer en los textos fundacionales, con el propósito de lograr la plena 
existencia jurídica a favor del grupo mayoritario de la población francesa, 
inspiró los movimientos sufragistas femeninos en distintos países de Euro-
pa durante la segunda mitad del siglo xix y hasta la primera del siglo xx. Es 
también fiel testimonio de la invisibilidad ante la ley que enfrentaron las 
mujeres en el mundo, la cual continuó como herencia política en México 
en las posteriores constituciones de 1857 y 1917.

En efecto, el artículo 34 de la Constitución de 1857 definía a los ciudada-
nos mexicanos como aquellos que, habiendo nacido en territorio nacional, 
hubieren “cumplido diez y ocho años siendo casados o veintiuno si no lo  
son” (Constitución Política de la República Mexicana, artículo 34, 1857),  
debiendo tener un modo honesto de vivir. El uso del plural genérico en  
español para mencionar a un grupo social en este caso, además de enuncia-
tivo, también fue limitativo.
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Las mujeres no fueron reconocidas como personas sujetas de derecho 
pleno en México ni durante la segunda mitad del siglo xix ni en la prime-
ra del siglo xx. No fue sino hasta el 17 de octubre de 1953 que fueron reco-
nocidas como ciudadanas con plenos derechos, incluyendo el derecho al 
voto, para saldar así la deuda histórica que, a la postre, se había extendido  
durante 96 años contados a partir del triunfo de la visión liberal y el re-
conocimiento de los derechos del hombre en un documento fundacional 
mexicano.

Los olvidados en la Constitución de 1857

De la lectura del catálogo de derechos de los hombres, comprendido del ar-
tículo 1 al 28 de la sección I del título I de la Constitución de 1857, es evi-
dente que los legisladores liberales abrigaban claramente la noción de la 
igualdad como derecho entre los hombres; tan iguales que la concepción 
de esta igualdad parecía integrar a estos hombres como miembros de una 
sociedad aparentemente homogénea, sin particularidades culturales y jurí-
dicas que dotaran a un grupo determinado de identidad propia y, por tanto, 
de costumbres y tradiciones ajenas al resto de los hombres.

Desde esta visión de túnel, los liberales de 1857 olvidaron considerar la 
diversidad cultural subsistente mediante las comunidades indígenas, cada 
una con lengua, autoridades y sistemas jurídicos propios y separada del res-
to de la nación, las más de las veces, hasta por las circunstancias geográfi-
cas de ubicación de cada comunidad.

Se mencionó en párrafos anteriores de este ensayo el efecto que la ley 
Lerdo tuvo en relación con las comunidades indígenas que, tras la desamor-
tización de bienes de organizaciones civiles y clericales, se vieron despro-
vistas de tierras para el cultivo que habían arrendado a terceros.

A pesar de esta experiencia, las instituciones sociales, políticas y jurí-
dicas de dichas comunidades no fueron reconocidas en el texto constitu-
cional ni sus derechos protegidos en cuanto a sus territorios y los recursos 
naturales comprendidos en estos, con la consiguiente afectación a su iden-
tidad y cohesión como grupo. 

Consecuentemente, la construcción del concepto de nación homogénea,  
como premisa para el establecimiento de un Estado con progreso, terminó  
excluyendo y discriminando a las poblaciones indígenas que no encaja-
ban en la definición individualizada del hombre igual a otro frente a la  
ley; por el contrario, propició la marginalización de las comunidades origi-
narias, convirtiéndolos de facto en ciudadanos de segunda y acrecentando 
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los conflictos entre ellas y el Estado mexicano, que terminó por considerar-
las un obstáculo para el desarrollo nacional.

En ese sentido, en el mismo tenor en cuanto al reconocimiento de los 
derechos de las mujeres, el Código Político de 1857 constituyó también el 
instrumento que invisibilizó a los pueblos indígenas, dando origen a con-
flictos que perduran hoy en día, a pesar de la reforma constitucional publi-
cada el 28 de enero de 1992, por la que, 135 años después, por primera vez 
se reconoce la diversidad cultural y los derechos de los pueblos indígenas 
en el artículo 4 de la Constitución vigente. Este reconocimiento fue modi-
ficado posteriormente por la reforma del 14 de agosto de 2001, que lo am-
plía en el artículo 2 constitucional, resultado de las negociaciones entre el 
gobierno federal y el Ejército Zapatista de Liberación Nacional.
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Introducción

La Constitución de 1857 marcó un punto de inflexión en la historia cons-
titucional de México, al romper, por primera vez, el carácter confesional 
del Estado. Su promulgación representó el inicio de una transformación 
profunda del orden político, jurídico y social del país, pues consolidó al 
liberalismo como la nueva base ideológica de la vida institucional mexi-
cana, y esto es grabado a fuego desde los primeros años en las escuelas 
con argumentos, en teoría, irrebatibles.

En primer lugar, esta Constitución consagró al liberalismo como un fun-
damento del nuevo México, al establecer principios esenciales como la se-
paración entre la Iglesia y el Estado, la igualdad ante la ley y las libertades de 
expresión, prensa, asociación y culto. Fue pionera en el reconocimiento 
de derechos individuales, al garantizar la libertad de enseñanza, la abo-
lición de la esclavitud y la prohibición de castigos crueles o infamantes.

En segundo lugar, reafirmó la organización republicana, representa-
tiva y federal al consolidar la división de poderes entre el Ejecutivo, el 
Legislativo y el Judicial, y fortaleció la autonomía de las entidades fede-
rativas al buscar un equilibrio institucional, democrático y descentrali-
zado. Estos elementos rompieron con el orden tradicional heredado de 
la época colonial y afirmaron una nueva visión del Estado como garante 
de los derechos individuales.

Aunque muchos de estos derechos enfrentaron obstáculos prácticos 
por la inestabilidad política, su inclusión en el texto constitucional sentó  
las bases de un marco normativo moderno y progresista, lo cual no pue-
de negarse.
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La Constitución de 1857 también respaldó e impulsó profundas reformas 
anticlericales, que más adelante se concretarían en las Leyes de Reforma. 
Entre ellas, destacan la nacionalización de los bienes del clero, la secula-
rización de instituciones educativas y funerarias, y la instauración del Re-
gistro Civil como atribución del Estado. Estas medidas limitaron de forma 
decisiva el poder político y económico de la Iglesia católica y consolidaron 
el principio de laicidad.

No obstante, el proyecto liberal encontró una fuerte resistencia por parte  
de los sectores conservadores, lo que derivó en un conflicto ideológico,  
primero, y militar, después: la Guerra de Reforma (1857-1861). Esta guerra  
civil enfrentó dos modelos de nación (o dos visiones del mundo). La victoria 
liberal permitió la consolidación del Estado laico como principio rector del  
nuevo régimen y guio la organización política del país durante el resto  
del siglo xix. Su espíritu influyó de manera directa en la redacción de la 
Constitución de 1917 que, hasta el día de hoy, rige a la nación mexicana.

Así, la Constitución de 1857 es más que un documento legal: es el punto 
de partida de una transformación estructural del Estado mexicano. Su im-
pulso liberal, su afirmación de los derechos individuales y su apuesta por 
un Estado secular sentaron las bases de la modernización jurídica y política 
de México, y es por eso que se ha insertado reverencia y admiración a esta.

Su promulgación debe entenderse como un pilar fundamental en la cons-
trucción de la soberanía nacional bajo un nuevo marco legal liberal. Aprobada 
el 5 de febrero de 1857, durante el gobierno de Ignacio Comonfort, esta nor-
ma suprema sintetizó los ideales de la reforma liberal, impulsada por figu-
ras emblemáticas como Benito Juárez, Melchor Ocampo y otros pensadores 
que, desde décadas atrás, promovían una transformación estructural del país.

Aunque el texto no proclamó de forma explícita el principio de laicidad, 
su omisión deliberada de toda referencia a una religión oficial, así como su 
reconocimiento de derechos fundamentales —libertad de creencias, de ex-
presión, de educación y de asociación—, lo convierten en el primer instru-
mento constitucional mexicano que abrió paso a un Estado secular. Con ello 
rompió con un orden tradicional, en el que la Iglesia católica había desem-
peñado durante siglos un papel de poder público con privilegios jurídicos, 
económicos y políticos.

Sin embargo, la Constitución de 1857 no representó un punto de llegada, 
sino un punto de partida. Fue el marco normativo inicial sobre el cual, en 
medio del conflicto armado y sus secuelas, se edificó un nuevo orden ins-
titucional. Por medio de las Leyes de Reforma —promulgadas entre 1859 y 
1860 y elevadas a rango constitucional en 1873— se consolidó jurídicamente  
el Estado laico mexicano. La nacionalización de los bienes eclesiásticos, la 
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creación del Registro Civil, la supresión del fuero clerical y la prohibición de 
las órdenes religiosas completaron el proyecto transformador que la Cons-
titución había inaugurado.

Desde esa perspectiva, la Constitución de 1857 debe leerse no solo como 
una carta de derechos o una reorganización del poder público, sino como una  
respuesta jurídica a una crisis histórica: fue el intento del liberalismo por 
transformar un país profundamente dividido entre la tradición y la moder-
nidad. Sin embargo, como advirtió el jurista y político alemán Ferdinand 
Lassalle, ignorar los factores reales de poder —en este caso, la Iglesia y los 
grupos conservadores— puede provocar reacciones violentas. México en-
frentó justamente ese escenario: un conflicto civil en el que el derecho se 
convirtió en un instrumento y en un campo de batalla.

En 1862, Lassalle dictó dos conferencias en Berlín —en pleno debate 
acerca de la Constitución en Prusia— que dieron forma a su obra ¿Qué  
es una Constitución? (1862), en la que sentó una de las teorías más perspi-
caces y duraderas acerca del derecho público: la teoría de los factores reales  
de poder. Según Lassalle, una constitución no es solo un texto legal que 
enuncia principios o distribuye competencias, sino que es la expresión  
jurídica de las fuerzas sociales, políticas y económicas que efectivamente 
detentan el poder en una sociedad.

La eficacia verdadera de una carta magna, afirmaba el autor, depende de 
que el documento escrito coincida con esos factores reales. Si existe una 
discrepancia entre la norma formal y la realidad, esa tensión estalla tarde 
o temprano en crisis políticas o, incluso, en revoluciones.

Así, Lassalle subrayaba que las constituciones no pueden entenderse 
simplemente como textos jurídicos, sino que son el reflejo de la correla-
ción de fuerzas existentes en cada nación. Para el autor, los factores reales  
de poder son esas fuerzas efectivas —burguesía industrial, aristocracia  
terrateniente, Ejército, Iglesia y movimientos obreros, entre otros— que deter- 
minan la vida de un país, aun cuando no estén plasmadas explícitamente 
en la carta magna.

Lassalle afirmó con contundencia: “He ahí, pues, señores, lo que es, en 
esencia, la Constitución de un país: la suma de los factores reales de poder 
que rigen en ese país” (Lasalle, 1862, p. 42).

Cuando una constitución escrita no refleja esta realidad subyacente, se 
vuelve meramente nominal: está destinada a ser violada, ignorada o sus-
tituida. Solo cuando la constitución formal coincide con la real, puede ha-
blarse de una norma suprema efectiva.
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Ejemplos históricos de la teoría de Lassalle

La Revolución francesa de 1789 ilustra con claridad esa tensión. La monar-
quía absoluta de Luis XVI mantenía un orden jurídico que ya no respondía 
a la realidad: la burguesía había adquirido poder económico, los campesi-
nos y trabajadores sufrían cargas fiscales insostenibles y las ideas ilustradas 
erosionaban la legitimidad del absolutismo. Al ignorar estos factores emer-
gentes, el régimen colapsó de forma violenta.

Otro caso paradigmático es la Constitución de Weimar (1919) en Alema-
nia. Aunque establecía un régimen democrático y parlamentario, los factores 
reales de poder —el Ejército, las élites conservadoras y la crisis económica— 
minaron su viabilidad. La desconexión entre la norma y la realidad allanó el 
camino para el ascenso del nazismo y la llegada de Hitler al poder en 1933.

En México, la tensión entre la Constitución de 1857 y los factores reales de  
poder también confirman la tesis de Lassalle. Aunque reconocía libertades 
individuales y limitaba la influencia de la Iglesia y el Ejército, la resistencia 
de estos sectores a perder privilegios desató la Guerra de Reforma (1858- 
-1861). El texto constitucional, por sí solo, no bastó para transformar la rea-
lidad sin que mediara un conflicto armado.

Vigencia del pensamiento de Lassalle

La lección central de Lassalle es clara: toda constitución debe partir de un 
diagnóstico honesto de los factores reales de poder. Cuando un texto cons-
titucional ignora a los actores que realmente controlan recursos, institucio-
nes y fuerza, corre el riesgo de convertirse en un documento simbólico sin 
eficacia.

En contextos contemporáneos, la teoría de Lassalle ayuda a entender 
por qué ciertas reformas constitucionales fracasan: promueven transforma-
ciones democráticas sin alterar el equilibrio de las élites económicas, mi-
litares o mediáticas, lo que genera una brecha entre la constitución real y 
la formal, que desemboca en inestabilidad política o en estallidos sociales.

Su advertencia cobra sentido en sociedades en las que los derechos exis-
ten en el papel, pero no en la vida cotidiana. El texto constitucional puede  
proclamar principios de igualdad, justicia o soberanía popular, pero sin 
el respaldo de las fuerzas que efectivamente controlan el poder —milita-
res, económicas, religiosas, mediáticas o incluso criminales—, su eficacia 
se diluye.

A más de 160 años, uno de los mayores méritos de Lassalle es haber anti-
cipado lo que hoy se conoce como poder fáctico. En muchos países, actores 
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no institucionales —cárteles, corporaciones, sindicatos, iglesias, medios de 
comunicación o grupos empresariales— ejercen una presión en el Estado 
que no está prevista en el diseño constitucional, pero que influye determi-
nantemente en la toma de decisiones.

Su teoría explica por qué algunas reformas legales, por más legítimas o 
bien redactadas que sean, fracasan: no logran modificar la correlación de 
fuerzas reales. Al mismo tiempo, su pensamiento ofrece una crítica al cons-
titucionalismo simbólico: regímenes autoritarios como Corea del Norte, Ve-
nezuela o la extinta Unión Soviética ostentan constituciones con amplios  
catálogos de derechos, pero la realidad del poder contradice lo que procla-
ma el papel o lo que necesitan todos los integrantes de la sociedad. Así,  
la constitución se convierte en una máscara jurídica que encubre un poder 
concentrado y no deliberativo.

Esta denuncia de la simulación jurídica ya estaba implícita en Lassalle, 
quien advertía contra las constituciones “escritas en papel” que ignoran la 
estructura real de fuerzas sociales.

En procesos constituyentes recientes —como en Chile, Colombia o  
Túnez—, la teoría de Lassalle invita a formular preguntas incómodas: ¿qué 
actores detentan realmente el poder?, o ¿qué intereses militares, corporati-
vos o religiosos están presentes —o ausentes— en el pacto constitucional?  
El éxito o el fracaso de una nueva constitución dependerá menos de su  
retórica y más de su capacidad para incorporar y equilibrar a los poderes 
efectivos que configuran el campo político.

Incluso en democracias consolidadas su pensamiento conserva vigencia.  
Ahí los factores reales de poder pueden ser menos visibles, pero igualmente  
influyentes: conglomerados financieros, tecnologías de vigilancia, algorit-
mos de redes sociales y lobbies internacionales. La formalidad institucional  
persiste, pero los centros de decisión reales se descentralizan y, a veces, 
escapan al control democrático. Así, una constitución moderna puede  
lucir funcional, pero quedar desfasada ante las transformaciones estructu-
rales de la sociedad.

Finalmente, la teoría de Lassalle guarda una dimensión ética: implica 
una alerta permanente para juristas, legisladores y ciudadanos. Las normas 
no deben divorciarse de la realidad, ni los textos ignorar a los pueblos que 
buscan gobernar. Reconocer los factores reales de poder no significa justifi-
carlos, sino diagnosticarlos con rigor para que el derecho no sea un instru-
mento de simulación, sino de transformación.

En un mundo donde las constituciones conviven con poderes difusos, 
intereses transnacionales y desigualdades persistentes, la advertencia de 
Lassalle mantiene su vigencia: ningún orden jurídico es sostenible si no 
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dialoga con las estructuras sociales a las que pretende regular. Su legado no 
reside solo en sus ejemplos del siglo xix, sino en su recordatorio universal: 
el derecho sin poder es frágil, y el poder sin derecho es peligroso.

Ahora bien, los contenidos de la Constitución de 1857 resultaron especial-
mente adversos para los intereses eclesiásticos. Los artículos relacionados 
con la enseñanza laica, la supresión de fueros, la libertad de cultos y la ena-
jenación de bienes de corporaciones religiosas provocaron una reacción in-
mediata del Partido Conservador que, por supuesto, se opuso políticamente  
al texto, pero además, cuestionó su legitimidad como proyecto de nación.

La confrontación escaló hasta convertirse en una guerra civil. La Guerra 
de Reforma (Fowler, 2017), también llamada Guerra de los Tres Años (1858- 
-1861), enfrentó a los liberales —defensores de un Estado republicano, laico 
y moderno— contra los conservadores, partidarios de un régimen tradicio-
nal basado en la unión entre la Iglesia y el Estado. 

El conflicto estalló tras la promulgación de la Constitución, cuando los 
conservadores desconocieron el nuevo orden legal y formaron un gobierno 
paralelo, primero encabezado por Félix Zuloaga y luego por Miguel Mira-
món. Los liberales, liderados por Benito Juárez, resistieron desde Veracruz 
y defendieron la legalidad constitucional.

Se estima que la Guerra de Reforma, uno de los conflictos civiles más 
prolongados y sangrientos del siglo xix mexicano, dejó un saldo de hasta 
200,000 muertes, incluyendo tanto combatientes como civiles. Aunque no 
existen registros oficiales precisos —debido a la precariedad institucional 
de la época y a la falta de mecanismos confiables de conteo—, los cálculos 
históricos se basan en proyecciones demográficas, informes militares y re-
gistros eclesiásticos dispersos.

En comparación, la intervención francesa y el Segundo Imperio mexica-
no (1862-1867) causaron alrededor de entre 25,000 y 40,000 muertes, mien-
tras que la revolución de Ayutla (1854-1855), que derrocó a Antonio López 
de Santa Anna y preparó el terreno para la Constitución de 1857, tuvo un 
costo humano más limitado pero políticamente decisivo (González Lezama, 
2014). Estas cifras reflejan que la Guerra de Reforma no solo fue un partea-
guas ideológico, sino también una tragedia social de gran magnitud.

Efectivamente, las guerras son escenarios de confrontación ideológica y 
cultural, en los que las sociedades intentan reinventar su identidad entre 
costumbres arraigadas y las exigencias de un mundo en transformación.

Durante la guerra coexistieron dos gobiernos y dos visiones irreconci-
liables del país. La lucha no fue solo militar: fue una batalla por el futuro  
político de México. La victoria liberal en la batalla de Calpulalpan, el 22 
de diciembre de 1860, permitió el ingreso de Benito Juárez a la Ciudad de 
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México en enero de 1861 y su reconocimiento como presidente constitucio-
nal (González Ortega, 1860).

Sin embargo, la paz no fue inmediata. Las reformas liberales —como la 
educación laica y la secularización de propiedades— provocaron nuevos  
levantamientos conservadores. Además, la grave crisis económica dejó 
al país en una situación vulnerable. La decisión de Juárez de suspender  
temporalmente el pago de la deuda externa derivó en una respuesta in-
ternacional. Francia, España y Reino Unido enviaron tropas a Veracruz en 
1862. Aunque España y Reino Unido se retiraron tras negociaciones, Francia  
—con el mando de Napoleón III— aprovechó la coyuntura para intentar im-
poner un régimen monárquico favorable a sus intereses.

Con el apoyo de los conservadores mexicanos, Francia instauró en 1864 
el Segundo Imperio mexicano, encabezado por Maximiliano de Habsburgo. 
Sin embargo, el proyecto no logró consolidarse. La resistencia republicana 
liderada por Juárez, sumada al retiro del Ejército francés en 1867, condujo a 
la caída del Imperio y a la restauración de la República.

A pesar de sus altos costos humanos y materiales, la Guerra de Reforma 
y el triunfo de la República ante el Imperio marcó el inicio de una nueva 
etapa en la historia nacional. Las reformas liberales sentaron las bases de 
un Estado laico, de un orden republicano y de una visión moderna del dere-
cho público. La figura de Juárez quedó asociada para siempre con la defensa  
de la legalidad y con el principio de que el Estado debe regirse por leyes ci-
viles y no por dogmas religiosos.

Solo tras la restauración de la República, en 1867, la Constitución de 1857 
pudo aplicarse plenamente en todo el país. Este documento representa un 
hito en la historia constitucional de México porque plasmó el ideario libe-
ral del siglo xix y transformó a niveles muy profundos la relación entre el 
Estado y la sociedad. Su promulgación reafirmó la soberanía popular y las 
libertades individuales, pero también evidenció la profunda polarización de  
la nación. El conflicto que desató no debilitó al liberalismo: lo fortaleció  
y lo convirtió en el eje del nuevo pacto republicano.

Al abrir paso al Estado laico, reorganizar el poder y consagrar los dere-
chos del individuo, la Constitución de 1857 se convirtió en el fundamento 
de un nuevo pacto nacional. A pesar de los obstáculos para su implementa-
ción, su impacto aún resuena en la historia constitucional de México y en 
las luchas por la legalidad, la justicia social y la democracia.

Su legado, sin embargo, también recuerda que imponer una visión única  
en un país diverso puede llevar a la guerra, si no se reconoce la pluralidad 
de sus actores sociales y culturales.
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Es un hecho irrebatible que México no sería la República que es sin el 
cambio generado por la Constitución de 1857. No obstante, su análisis no 
puede limitarse al complejo campo del derecho constitucional, ya que se 
estaría dejando de lado el debate vinculado al daño que puede generar que 
un grupo político o un grupo social llegue al poder sin contrapesos y deci-
da no tomar en cuenta al resto de la sociedad al momento de escribir una 
nueva constitución, como lo planteó Lassalle.

La democracia, en su esencia más pura, se fundamenta en la pluralidad 
de voces y la negociación constante entre intereses diversos para construir 
un marco legal que refleje, en la medida de lo posible, el consenso de la so-
ciedad. Cuando una corriente ideológica, por legítima que se considere, asu-
me el control absoluto de un Estado y procede a reescribir su marco jurídico 
sin considerar la participación y las objeciones de todas las voces que inte-
gran el país, se siembran las semillas de una profunda desestabilización. Esa 
acción socava los pilares de la gobernanza democrática y puede precipitar 
un escenario de conflicto social; incluso, en el peor de los casos, una espi-
ral de violencia cuyas consecuencias pueden ser devastadoras y duraderas.

La historia constitucional del mundo ofrece múltiples lecciones acerca 
de los peligros que se ciernen en una sociedad cuando una sola corriente 
ideológica, amparada en la fuerza o en mayorías circunstanciales, toma el 
control del poder político y procede a reconfigurar el marco jurídico del país 
sin considerar la diversidad de voces, culturas e intereses que lo conforman.

En estos escenarios, el derecho deja de ser un espacio de diálogo institu-
cional y se convierte en un instrumento de imposición. Esa homogeneización 
forzada, revestida de legalidad pero desprovista de legitimidad plural, erosio-
na la confianza en las instituciones, abre las puertas a la violencia estructural 
y, eventualmente, al conflicto civil.

El poder constituyente, entendido como la facultad de definir las reglas 
fundamentales de una comunidad política, implica una enorme responsabi-
lidad histórica. Reescribir una constitución o transformar radicalmente las 
leyes de una nación requiere, en toda democracia madura, un amplio pro-
ceso de deliberación, participación y consenso.

Cuando una sola corriente ideológica asume que su visión del mundo 
es la única legítima y actúa en consecuencia, desconociendo o excluyendo 
a los demás actores sociales, la constitución deja de ser un pacto social in-
cluyente y se convierte en una herramienta de dominación.

Este fenómeno ha ocurrido en distintas formas a lo largo de la historia. 
Ejemplos como la Constitución soviética de 1936, la Constitución iraní de 
1979 (Zare, 2013) o los procesos constituyentes controlados por regímenes 
unipartidistas en África y América Latina ilustran los riesgos de un diseño 
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legal construido para perpetuar una ideología y no para garantizar los de-
rechos en condiciones de pluralidad. El resultado es predecible: represión,  
censura, polarización, migración forzada y, en muchos casos, conflicto  
armado interno.

Para visualizar estos riesgos con claridad, se propone un escenario hi-
potético en el contexto de una nación democrática que atraviesa una fuerte  
crisis de legitimidad institucional. En este país imaginario —diverso en  
su composición étnica, religiosa, económica y cultural—, un movimiento  
político de inspiración nacionalista, con un discurso anticorrupción y de 
“rescate moral”, gana las elecciones con una mayoría suficiente en el Con-
greso para modificar la Constitución.

Los líderes de esta corriente, convencidos de la superioridad moral de su 
causa, deciden emprender una “refundación nacional” sin convocar a una 
asamblea constituyente ni a una consulta vinculante, reforman unilateral-
mente los artículos fundamentales de la Constitución, eliminan contrape-
sos institucionales, reducen la autonomía de organismos técnicos y anulan 
figuras de control constitucional, como la Suprema Corte o los tribunales 
electorales. Justifican estas acciones en nombre del pueblo, pero su base so-
cial real no representa a la totalidad del país.

En la nueva Constitución impuesta, desaparecen principios como la  
separación Iglesia-Estado, el pluralismo político, el reconocimiento de los 
pueblos originarios, la libertad de prensa o el federalismo. Se persigue judi-
cialmente a opositores, se controlan los contenidos educativos y se otorgan 
privilegios normativos a ciertos grupos afines al nuevo régimen. La legalidad 
se mantiene como forma, pero se vacía de contenido democrático.

Ante este panorama, los sectores excluidos —pueblos indígenas, oposito-
res políticos, universidades, iglesias no oficialistas, comunidades rurales y  
empresarios críticos— comienzan a organizarse al margen de las institucio-
nes. La vía jurídica se agota y algunos optan por la desobediencia civil; otros, 
ante la falta de canales legítimos, recurren a la resistencia armada.

El país se fragmenta territorialmente. Surgen gobiernos locales que des-
conocen el orden central y se gestan movimientos insurgentes. Los medios 
internacionales denuncian violaciones a los derechos humanos. La repre-
sión estatal se intensifica. La polarización social se convierte en violencia 
estructural.

Este escenario, aunque hipotético, no es improbable. El conflicto se vuelve  
inevitable cuando el pacto constitucional se sustituye por un acto de impo-
sición. La violencia, en estos casos, no nace necesariamente del extremismo 
de los excluidos, sino del vaciamiento de los canales institucionales que les 
permitan incidir pacíficamente en el diseño del futuro colectivo.
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Desde la teoría constitucional, esta situación puede analizarse por me-
dio del prisma de Ferdinand Lassalle, como ya se vio. Asimismo, el filósofo 
Jürgen Habermas (Díaz Montiel, 2007) defendía la idea de que una constitu-
ción legítima es aquella que nace del diálogo racional e inclusivo entre ciu-
dadanos libres e iguales. En otras palabras, el constitucionalismo solo puede 
sostenerse sobre una base plural y deliberativa, en la que se escuchen todas 
las voces, incluidas las de los vencidos.

México justamente vivió una experiencia semejante en el siglo xix. La 
Constitución de 1857, profundamente liberal, fue percibida por los conser-
vadores como una agresión ideológica al suprimir privilegios eclesiásticos, 
abolir el fuero clerical y promover un Estado laico. Aunque sus contenidos 
respondían a una visión moderna y progresista, la falta de consenso entre 
las élites políticas del momento detonó una guerra civil: la Guerra de Refor-
ma. Aquel episodio histórico demuestra que incluso las mejores ideas pue-
den fracasar si no se construyen con legitimidad inclusiva.

En el contexto actual, en el que muchas democracias enfrentan oleadas de 
populismo, nacionalismo excluyente y polarización política, la advertencia es 
clara: una constitución impuesta por una sola visión de mundo es una receta 
para el conflicto. La diversidad ideológica, cultural y religiosa no es una ame-
naza para la nación, sino su mayor riqueza. Por eso, los procesos de reforma 
deben ser incluyentes, deliberativos, abiertos y transparentes.

El derecho no debe ser un arma de unos contra otros; debe ser el espa-
cio compartido en el que las diferencias puedan convivir bajo reglas comu-
nes. Reescribir el orden jurídico sin escuchar todas las voces que integran 
un país es no solo un acto de arrogancia política: es una forma de violencia 
simbólica que, tarde o temprano, se convertirá en violencia real.

Toda constitución es, en última instancia, un acto de confianza colecti-
va. Cuando esa confianza se rompe por la imposición de una visión única 
del país, el derecho se vuelve opresivo y el conflicto deja de ser una posibi-
lidad remota. La paz duradera solo es posible cuando el marco jurídico nace  
del reconocimiento mutuo, no de la anulación del otro.

En una sociedad polifacética, la legalidad sin pluralismo es una forma 
de tiranía, y el precio de ignorar la diversidad puede ser, como la historia lo 
ha demostrado, una guerra.
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México antes de la Constitución  
de 1857. Diagnóstico estructural  

de un país en crisis

Situación política: fragmentación, 
militarismo y luchas faccionales

En la década previa a la promulgación de la Constitución de 1857, México 
vivía una inestabilidad política crónica marcada por golpes de Estado, pro-
nunciamientos militares y la alternancia violenta entre facciones liberales 
y conservadoras.

Tras la independencia en 1821, el país no logró consolidar un proyecto 
nacional común. La Constitución de 1824, influida por el modelo estadou-
nidense, estableció un sistema federal, pero pronto fue erosionada por ten-
siones entre el centralismo y el federalismo, entre los monárquicos y los 
republicanos, y entre los clericales y los anticlericales. El poder real lo de-
tentaban muchas veces generales con ambiciones personales (Santa Anna,  
Bravo o Bustamante), en un contexto que hoy podría describirse como  
autoritarismo delegativo.

Tras la revolución de Ayutla (1854), que derrocó a Santa Anna, se abrió 
una ventana para la reconfiguración del Estado bajo ideales republicanos y 
liberales, lo cual desembocó en la convocatoria al Congreso Constituyente  
de 1856.

Situación legal: pluralismo jurídico,  
fueros y crisis del constitucionalismo

En términos legales, México estaba atrapado entre la herencia del derecho  
colonial español y los esfuerzos liberales por establecer un nuevo marco 
normativo. Coexistían sistemas jurídicos paralelos: el fuero militar y el fue-
ro eclesiástico, regidos por normas propias distintas del derecho civil. El 
sistema judicial era débil, jerárquico y su independencia estaba compro-
metida por la injerencia del Ejecutivo y de los poderes fácticos, en espe-
cial la Iglesia.

La legislación civil y penal conservaba elementos del derecho indiano  
y del derecho canónico, lo que generaba una profunda inseguridad jurídica. 
Las reformas liberales, como la ley Juárez (1855), comenzaron a desmontar  
estos privilegios, pero aún sin consolidación constitucional (Ley Juárez, 
1855).
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Situación social: fragmentación,  
desigualdad y exclusión

La sociedad mexicana era desigual y estaba profundamente fragmentada. La 
mayoría de la población era campesina, analfabeta e indígena, sin acceso 
al poder ni a la ciudadanía efectiva. Las élites urbanas, criollas y clericales 
monopolizaban el acceso a la educación, la tierra y los cargos de gobierno. 
La Iglesia católica, además de su influencia espiritual, era la institución más 
rica del país: poseía cerca de la mitad de la tierra cultivable.

Persistía una estructura corporativa heredada del Virreinato, con gre-
mios, cofradías y municipios con autonomía local. La noción de nación 
mexicana era más aspiración que realidad.

Situación económica: bancarrota estatal, 
concentración de riqueza y dependencia

La economía mexicana era frágil, dependiente y excluyente. El Estado care-
cía de capacidad fiscal, no había un sistema bancario nacional y gran parte 
de los ingresos públicos dependían de impuestos indirectos y del diezmo.

Las guerras civiles y la guerra con Estados Unidos de América (1846-1848) 
dejaron al país en bancarrota. El Tratado de Guadalupe-Hidalgo supuso una 
pérdida de más de 50 % del territorio nacional. El acceso a la propiedad de 
la tierra estaba restringido a élites eclesiásticas y civiles. Los pueblos indí-
genas enfrentaban despojo sistemático bajo mecanismos legales y milita-
res. No existía clase media consolidada ni movilidad social.

Antes de 1857, México era un país sin cohesión institucional ni consenso  
nacional; las estructuras coloniales convivían con proyectos republicanos 
incipientes, las leyes no eran iguales para todos y el poder político no se ba-
saba en el derecho, sino en la fuerza.

La Constitución de 1857 buscó construir un nuevo pacto basado en el li-
beralismo, el Estado laico y los derechos individuales, pero, al hacerlo sin 
integración nacional real ni diálogo plural, desencadenó una guerra civil. 
Fue un intento valiente pero incompleto de fundar una nación en medio 
del caos.

Orden jurídico: privilegios, pluralismo 
normativo y desigualdad ante la ley

El sistema jurídico mexicano era un mosaico incoherente de normas colo-
niales, disposiciones republicanas y ordenamientos especiales. Los fueros 
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eclesiástico y militar no eran meras excepciones jurídicas: constituían sis-
temas paralelos de justicia con reglas propias y ajenas al principio de igual-
dad ante la ley.

El Poder Judicial carecía de independencia. Los jueces eran designados 
por compromisos políticos y sus decisiones estaban subordinadas a intere-
ses de facciones. Las normas civiles y penales no eran uniformes y muchas 
conservaban su origen en el derecho indiano y el derecho canónico.

La ley Juárez (1855) fue el primer intento serio por suprimir estos privile-
gios y establecer un sistema judicial unificado. No obstante, la resistencia de 
la Iglesia y del Ejército no tardó en manifestarse y se reveló la profundidad 
del conflicto estructural entre el proyecto liberal y los poderes tradicionales.

Exclusión social y estructuras  
heredadas del Virreinato

Desde la perspectiva sociológica, México era una nación sin integración real. 
La mayor parte de la población —campesina, indígena y analfabeta— no 
tenía participación en la vida política ni acceso a la ciudadanía. El modelo 
republicano era una construcción de élites ilustradas urbanas, alejado de 
las condiciones sociales del país profundo.

La estratificación social, heredada de la Colonia, seguía vigente: las cas-
tas habían sido abolidas formalmente, pero la exclusión estructural per-
manecía. Los indígenas eran vistos como obstáculos para el progreso; sus 
tierras comunales eran objeto de codicia y despojo, lo cual se agudizaría 
con la ley Lerdo (1856).

La Iglesia católica, además de su función espiritual, era la institución 
más poderosa del país: controlaba la educación, poseía tierras, imponía for-
mas de vida y contaba con redes de influencia que iban del altar al Ejérci-
to. Cualquier intento de limitar su poder implicaba un choque frontal con 
el núcleo del orden tradicional.

Crisis económica y dependencia externa

La economía mexicana era débil, desorganizada y altamente concentrada. 
El Estado carecía de una política fiscal efectiva. La recaudación tributaria 
era baja y gran parte de los ingresos dependían de aduanas, monopolios y 
contribuciones eclesiásticas. 

La pérdida de más de la mitad del territorio tras la guerra con Estados 
Unidos de América (Tratado de Guadalupe-Hidalgo, 1848) y la deuda externa 
acumulada con potencias europeas ponían en riesgo la soberanía económica 
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del país. La ausencia de infraestructura, de banca nacional y de inversión 
en educación técnica lo condenaban al atraso.

La oligarquía agroexportadora y la Iglesia poseían los principales acti-
vos productivos, mientras que la mayoría de la población vivía en condicio-
nes precapitalistas. El liberalismo económico, aún en ciernes, se enfrentaba 
a un modelo de acumulación basado en el acaparamiento y el privilegio.

Hacia una ruptura inevitable

La Constitución de 1857 respondió a la necesidad histórica de reordenar al 
país bajo principios modernos: legalidad, ciudadanía, igualdad y secularis-
mo. No obstante, al hacerlo sin lograr un consenso plural, detonó una reacción 
violenta. La Guerra de Reforma fue el precio de imponer un nuevo pacto so-
cial sin haber resuelto las fracturas estructurales de la nación.

¿Cómo fue que los liberales  
lograron imponer su visión del mundo?

La promulgación de la Constitución de 1857 marcó un parteaguas en la his-
toria constitucional de México no solo por sus contenidos jurídicos, sino  
por la ruptura política e ideológica que implicó. A diferencia de intentos  
anteriores de reconciliar facciones, este texto fue redactado y aprobado  
exclusivamente desde el liberalismo, sin incorporar las visiones del Parti-
do Conservador. 

El objetivo de este apartado es explicar cómo fue posible que una so-
la corriente ideológica alcanzara el poder suficiente como para reorganizar 
el Estado desde sus fundamentos, sin conceder espacio real a los intereses 
del bando adversario.

Este fenómeno complejo requiere una explicación compleja: el triunfo  
liberal no fue fortuito ni producto de una imposición arbitraria, sino el  
resultado de una reconfiguración de los factores reales de poder —militares, 
económicos, simbólicos e institucionales— que desplazó al conservaduris-
mo y consolidó un nuevo orden.

Hasta 1855, el proyecto conservador se mantenía en el poder bajo la  
figura autoritaria de Antonio López de Santa Anna. Su régimen era profun-
damente impopular, marcado por la corrupción, la represión y decisiones 
desastrosas, como la venta de La Mesilla y los impuestos arbitrarios. Es-
ta decadencia minó la legitimidad del conservadurismo como garante del 
orden. Santa Anna concentró el poder al extremo, suprimió instituciones 
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representativas y favoreció a la Iglesia y al Ejército, creando un sistema pa-
trimonialista que estalló por su ineficacia. Su caída en 1855 fue interpreta-
da como el fracaso estructural del conservadurismo y abrió paso a un nuevo 
liderazgo con base en el liberalismo emergente.

Los liberales no solo derrocaron a Santa Anna, sino que lograron articular  
una alternativa creíble, organizada y modernizadora, que prometía legali-
dad, progreso y ciudadanía.

Encabezada por Juan Álvarez, Ignacio Comonfort y Benito Juárez, la revo-
lución de Ayutla fue el punto de quiebre. Una revuelta armada con respaldo 
social en el sur y en sectores urbanos. Su triunfo condujo al derrocamiento  
de Santa Anna y a la convocatoria de un Congreso Constituyente domina-
do por liberales.

El Partido Conservador, confiado en su poder económico y religioso, boi-
coteó el proceso y se abstuvo de participar plenamente en la redacción de 
la nueva constitución. Este error estratégico dejó el espacio necesario para 
que los liberales moldearan el nuevo orden jurídico sin necesidad de nego-
ciar los principios fundamentales.

Así, el poder constituyente —que en teoría debería representar a toda 
la nación— fue capturado legalmente por una sola corriente, lo cual facilitó 
una transformación profunda sin compromisos interideológicos.

Hegemonía discursiva:  
prensa, educación y modernidad

Además del poder político, los liberales lograron establecer una hegemonía 
cultural. Controlaban gran parte de la prensa urbana, las redes intelectua-
les, las logias masónicas y los espacios educativos.

Supieron utilizar conceptos como soberanía popular, igualdad jurídica, 
progreso y ciudadanía para contraponerse al conservadurismo, que era pre-
sentado como atraso, privilegio y superstición. Esta narrativa se alineaba con 
las ideas modernas europeas —Locke, Rousseau y Bentham— y con el libe-
ralismo estadounidense. La idea del Estado laico como condición para el  
desarrollo nacional se convirtió en el núcleo del nuevo sentido común jurídico.

Así, los liberales no solo vencieron militarmente, sino también lograron 
que su proyecto apareciera como el único legítimo y compatible con la ci-
vilización moderna.
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Reformas estructurales  
como despliegue de poder

Antes incluso de la Constitución, los liberales comenzaron a desmontar los 
pilares del poder conservador con las leyes prerreformistas:

1)	 La ley Juárez eliminó los fueros eclesiásticos y militares en asuntos 
civiles.

2)	 La ley Lerdo promovió la desamortización de bienes comunales y 
eclesiásticos.

3)	 La ley Iglesias reguló los cobros parroquiales y debilitó la base econó-
mica de la Iglesia.

Estas reformas no fueron simbólicas: afectaron directamente los intere-
ses materiales del clero y las élites conservadoras. Además, ampliaron la 
base social liberal al favorecer la creación de una clase media propietaria. 
Los liberales entendieron que gobernar no era solo promulgar leyes, sino 
transformar la distribución del poder real.

La teoría de Lassalle aplicada  
al caso mexicano

Como ya se dijo, Ferdinand Lassalle afirmaba que una constitución solo es 
efectiva si refleja los factores reales de poder. En 1857, los liberales habían 
logrado reorganizar esos factores:

1)	 Derrotaron militarmente al conservadurismo en Ayutla.
2)	 Controlaban el Congreso y la maquinaria del Estado.
3)	 Redujeron la influencia institucional de la Iglesia.
4)	 Capturaron el discurso legítimo del progreso.
5)	 Movilizaron una base social urbana, estudiantil y comercial.

Aunque los conservadores aún contaban con influencia regional y reli-
giosa, habían perdido el control del poder formal y simbólico. Por eso, la 
Constitución de 1857 fue promulgada sin ceder ante ellos, pero esta ruptu-
ra sin consenso tuvo un costo: la Guerra de Reforma fue la reacción de los 
actores excluidos del nuevo pacto.

La imposición del proyecto liberal no fue el resultado de un acto de arro-
gancia, sino de un reacomodo profundo del poder en México. Los liberales  
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aprovecharon una crisis histórica, articularon una alternativa viable, toma-
ron el poder constituyente y lo usaron para transformar la estructura legal 
del país. Ignorar a los conservadores fue posible porque estos perdieron 
el poder efectivo; sin embargo, el conflicto que siguió demuestra que nin-
gún orden legal puede sostenerse indefinidamente si no logra integrar a  
las fuerzas vivas de la sociedad. La Constitución de 1857 nació como un  
acto de modernización, pero también como una línea de fractura que divi-
diría al país por décadas.

La historia mexicana demuestra así que el derecho, cuando no es acompa-
ñado por legitimidad social, puede encender guerras en lugar de resolverlas  
y esto se puede comprobar tras las elecciones federales de 2018.

Ruptura del orden constitucional  
y Guerra de Reforma

Sí, la Constitución Política de la República Mexicana de 1857, promulgada 
el 5 de febrero de ese año, representó un hito fundamental en la historia 
del país, lo cual consolidó el proyecto liberal que había emergido con fuerza  
tras la revolución de Ayutla.

Este documento no fue meramente una actualización legal; fue una de-
claración de principios que buscaba transformar radicalmente la estructura 
política, social y económica del país, para romper con el orden estableci-
do desde la Colonia y el México independiente dominado por las élites 
conservadoras.

Sus reformas, audaces y progresistas para su tiempo, atacaron directa-
mente los privilegios y las bases de poder de la Iglesia católica, el Ejército 
y los grandes propietarios de tierras, lo que inevitablemente provocó una 
reacción vehemente por parte de los sectores conservadores y desembocó 
en uno de los conflictos más sangrientos de la historia nacional: la Guerra 
de Reforma.

La Constitución de 1857 representó una ruptura decisiva con el orden 
social, político y económico que había prevalecido en México desde la Co-
lonia. Su contenido recogía los principios del liberalismo, lo cual debilitaba  
profundamente los privilegios del clero, el Ejército y las élites conservadoras. 
Como señaló uno de sus artículos fundamentales: “La soberanía nacional  
reside esencial y originariamente en el pueblo” (Constitución de 1857 con 
sus Adiciones y Reformas, artículo 39, 1857), proclamando un principio de 
legitimidad que contrastaba con la tradición conservadora basada en el or-
den jerárquico y corporativo.
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Supresión de fueros  
eclesiásticos y militares

El artículo 13 estableció que “Nadie puede ser juzgado por leyes privativas 
ni por tribunales especiales” (Constitución de 1857 con sus Adiciones y Re-
formas, artículo 13, 1857). Con ello, se eliminó el fuero especial de clérigos 
y militares en materia civil. Esa disposición atacó de manera frontal los pri-
vilegios jurídicos de dos pilares del conservadurismo, obligándolos a some-
terse a la justicia ordinaria y debilitando su capacidad de ejercer un poder 
autónomo frente al Estado.

Libertad de culto

Si bien la Constitución no mencionó explícitamente la libertad religiosa, 
al garantizar la libertad de profesión (artículo 5) y la libertad de expresión  
(artículo 7), abrió la puerta a la práctica de religiones distintas a la católica. 
Esto afectó el monopolio espiritual y cultural de la Iglesia que había sido, 
durante siglos, la principal autoridad moral en la sociedad mexicana. Para 
el sector conservador, esta medida significó una amenaza directa a la cohe-
sión social basada en el catolicismo.

Supresión de títulos nobiliarios

El artículo 12 prohibió de forma tajante que en México se concedieran tí-
tulos de nobleza: “No hay, ni se reconocen en la República títulos de no-
bleza, ni prerrogativas, ni honores hereditarios” (Constitución de 1857 con 
sus Adiciones y Reformas, artículo 12, 1857). Con ello, se eliminó cualquier 
posibilidad de restaurar estructuras aristocráticas, lo que debilitó a las fa-
milias conservadoras vinculadas a distinciones hereditarias y a un orden 
social jerarquizado.

Libertad de trabajo

El artículo 5 garantizó que a ninguna persona podrá impedirse que se de-
dique a la profesión, la industria, el comercio o el trabajo que le acomode. 
Esta disposición debilitó los sistemas de servidumbre y las restricciones  
gremiales que beneficiaban a las élites conservadoras en el campo y en  
algunas actividades productivas, para contribuir a la desarticulación de es-
tructuras semifeudales.
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Derecho de propiedad sujeto  
a utilidad pública

Si bien el artículo 27 reconoció la propiedad privada, estableció que esta  
podía ser expropiada “por causa de utilidad pública y mediante indemni-
zación” (Constitución de 1857 con sus Adiciones y Reformas, artículo 27, 
1857). Esta base jurídica fue fundamental para la ley Lerdo que desamortizó  
los bienes de la Iglesia. La pérdida de vastas propiedades rurales y urba-
nas representó uno de los golpes más fuertes al poder económico del clero.

Soberanía popular y sufragio universal

Al proclamar que “la soberanía nacional reside esencial y originariamente 
en el pueblo” (Constitución de 1857 con sus Adiciones y Reformas, artículo  
39, 1857), la Constitución estableció que el poder político emanaba de la ciu-
dadanía y no de corporaciones o élites privilegiadas. Esto debilitó el control 
político que tradicionalmente habían ejercido las clases conservadoras, al 
abrir paso a un modelo representativo de corte democrático.

Libertad de imprenta y expresión

El artículo 7 dispuso que “es inviolable la libertad de escribir y publicar es-
critos sobre cualquiera materia” (Constitución de 1857 con sus Adiciones y 
Reformas, artículo 7, 1857). Esta garantía permitió la difusión de ideas libe-
rales y anticlericales sin censura previa, al erosionar el poder ideológico de 
la Iglesia y del conservadurismo en general.

Prohibición de monopolios y 
 privilegios

Finalmente, el artículo 28 prohibió que existieran “monopolios ni estancos 
de ninguna clase” (Constitución de 1857 con sus Adiciones y Reformas, ar-
tículo 28, 1857). Con esta medida se afectaron intereses económicos ligados 
a corporaciones privilegiadas, incluidas aquellas controladas por la Iglesia, 
lo que impulsó un modelo económico más liberal y competitivo.

Impacto global

En su conjunto, estas reformas significaron el desmantelamiento de la base  
de poder del sector conservador. Se eliminaron sus privilegios jurídicos 
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mediante la supresión de fueros, se debilitó su poder económico median-
te la desamortización de bienes, se socavó su hegemonía ideológica con la  
libertad de imprenta y culto y se redujo su control político al proclamar  
la soberanía popular.

El resultado fue una confrontación inevitable. La resistencia de los con-
servadores a aceptar la pérdida de privilegios desembocó en la Guerra de 
Reforma (1858-1861). La Constitución de 1857, más que un simple texto le-
gal, se convirtió en un instrumento revolucionario que alteró profundamen-
te la correlación de fuerzas en México, lo que confirmó la tesis de Ferdinand 
Lassalle acerca de la estrecha relación entre la constitución real y la cons-
titución escrita.

La promulgación de la Constitución de 1857 fue la chispa que encendió 
la mecha de la Guerra de Reforma. Para los conservadores, este documen-
to no era simplemente un conjunto de leyes; era una declaración de guerra 
a su visión de México, a sus privilegios históricos y a su existencia como 
clase dominante.

El 17 de diciembre de 1857, apenas 10 meses después de la promulga-
ción de la Constitución, el general Félix Zuloaga, con el apoyo del clero y de 
importantes figuras conservadoras, lanzó el Plan de Tacubaya. Este desco-
nocía la Constitución de 1857, exigía la renuncia del presidente Ignacio Co-
monfort (quien inicialmente se adhirió al plan, pero luego intentó revertir 
la situación y perdió el apoyo de ambos bandos) y proponía la convocatoria  
de un nuevo Congreso Constituyente para redactar una constitución acorde  
con los “intereses nacionales”, lo que en la práctica significaba restaurar el 
orden conservador.

La reacción conservadora no fue solo una cuestión de defensa de intere-
ses materiales, sino una profunda reacción ideológica y cultural. Se sentían 
moralmente superiores y guardianes de las tradiciones y la fe católica. La  
Constitución de 1857 era vista como un producto de ideas “extranjeras”  
(liberalismo o Ilustración) que amenazaban la esencia de México. Para ellos, 
la “libertad” liberal era anarquía, la “igualdad” era subversión del orden  
natural y la “tolerancia religiosa” era una herejía.

La Iglesia católica tuvo un papel central en la movilización conservadora.  
Desde los púlpitos se condenó la Constitución y las Leyes de Reforma como 
impías y anticatólicas, y exhortó a los fieles a desobedecerlas. Se excomulgó 
a quienes juraran la Constitución o aplicaran las Leyes de Reforma, lo que  
creó un dilema moral para muchos ciudadanos. La Iglesia aportó recur-
sos económicos significativos para financiar al ejército conservador y mu- 
chos clérigos se unieron activamente a la causa.
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El Ejército, por su parte, se sintió traicionado por la abolición de sus  
fueros y la reducción de su influencia. Muchos de sus líderes eran conser-
vadores y veían en el gobierno liberal una amenaza a su estatus y a la dis-
ciplina militar. La alianza entre el clero y el Ejército, los dos pilares del  
poder conservador, fue fundamental para el estallido y la prolongación  
de la guerra.

La Guerra de Reforma fue un conflicto brutal y fratricida que dividió al 
país en dos facciones irreconciliables: los liberales, defensores de la Cons-
titución y las Leyes de Reforma, y los conservadores, que luchaban por res-
taurar el orden tradicional, los privilegios de la Iglesia y el Ejército, y un  
gobierno centralista. La guerra dejó un saldo devastador de vidas perdi-
das, destrucción y polarización social, para sentar las bases de la posterior  
intervención francesa y el Segundo Imperio mexicano, un último intento  
conservador de imponer su proyecto por medio de la ayuda extranjera.

La Constitución de 1857 fue el catalizador de una confrontación ideoló-
gica y armada que había estado gestándose por décadas. Sus reformas, al 
desmantelar los privilegios y el poder de la Iglesia y el Ejército y al promo-
ver un modelo de sociedad y Estado diametralmente opuesto al conserva-
dor, hicieron inevitable el choque. La Guerra de Reforma fue la expresión 
violenta de esta irreconciliable disputa por el alma de México.

Conclusiones

La Constitución de 1857 representa uno de los momentos más decisivos de la  
historia constitucional mexicana. Fue un texto progresista, adelantado a su 
tiempo, que consagró las libertades individuales, la organización republica-
na y el carácter laico del Estado.

Sin embargo, su aprobación respondió a un proceso unilateral impulsado  
por la élite liberal que, tras derrocar a Santa Anna, utilizó su supremacía 
política para reorganizar el Estado sin la participación de los conservadores  
ni de los sectores sociales vinculados a la Iglesia. La consecuencia fue in-
evitable: la Guerra de Reforma, un conflicto civil que sumió al país en años 
de violencia, polarización y crisis.

El aprendizaje histórico es evidente. Como advirtió Ferdinand Lassalle, 
cuando un texto constitucional ignora a actores relevantes, se convierte en 
un documento nominal, carente de eficacia, y está condenado a provocar 
tensiones que pueden desembocar en violencia. La Constitución de 1857, 
pese a sus avances, se convirtió en el ejemplo más claro de este fenómeno. 
La exclusión del bando conservador, que aún mantenía influencia social y 
económica, generó un rechazo que se tradujo en guerra civil.
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La victoria liberal consolidó el proyecto de un Estado laico y republica-
no, pero el costo humano y político fue altísimo. Este episodio histórico  
demuestra que las reformas constitucionales impuestas por una sola visión, 
aun cuando sean legítimas o justas en sus principios, carecen de estabili-
dad si no logran construir consenso.

En ese sentido, es útil traer a colación la noción de la Visión de los venci-
dos, de Miguel León Portilla (2024). Así como la historia suele contarse desde  
la perspectiva de los triunfadores, las constituciones que se imponen sin 
considerar a los sectores derrotados generan pactos frágiles y excluyentes. 
Una democracia genuina no puede limitarse a gobernar para las mayorías: 
debe garantizar que las minorías y las voces disidentes tengan un espacio 
real en la deliberación pública y en la construcción del orden jurídico. En 
1857, los conservadores representaron a esos vencidos ignorados, y el pre-
cio de su exclusión fue una guerra civil.

La historia demuestra que cuando una facción política, amparada en una 
ventaja coyuntural, concentra todo el poder y elimina las voces críticas, se  
pone en grave riesgo la estabilidad de una nación. Ese tipo de asimetría  
de fuerzas destruye los contrapesos y genera una dinámica de imposición 
que, tarde o temprano, conduce a la resistencia, la polarización y, en casos 
extremos, al conflicto abierto.

La ausencia de diálogo y la supresión de la oposición socavan la legitimidad  
de cualquier proyecto político, por justo que parezca en su intención. Sin  
la participación de todos los sectores, el poder se convierte en dominación 
y la constitución en un instrumento de exclusión.

Además, cuando una facción concentra el poder absoluto, se erosiona 
la confianza social y se polarizan las relaciones entre la ciudadanía. La im-
posición de una sola visión provoca que los sectores excluidos perciban el 
sistema político como ilegítimo y ajeno a sus intereses. Este sentimiento 
de exclusión, sumado a la falta de canales institucionales de participación, 
fomenta la radicalización, el surgimiento de movimientos antisistema y la 
eventual ruptura del orden democrático. Las experiencias históricas mues-
tran que los regímenes que sofocan la pluralidad terminan enfrentando el 
descontento social creciente, las migraciones forzadas, los conflictos inter-
nos y hasta la violencia política organizada.

La concentración de poder también genera incentivos para la corrupción 
y el abuso de autoridad. La ausencia de contrapesos facilita la captura de las 
instituciones, la manipulación de recursos públicos y la perpetuación de li-
derazgos autoritarios. De esa manera, la democracia se vacía de contenido 
y se convierte en una fachada que legitima decisiones tomadas unilateral-
mente. En esos contextos, el derecho deja de ser un espacio de convivencia 
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y pasa a ser una herramienta de imposición que divide a la sociedad entre 
vencedores y vencidos.

Hoy, más de 160 años después, México vive un escenario con inquietantes  
similitudes. Desde 2018, el proyecto político encabezado por Andrés Ma-
nuel López Obrador ha impulsado una agenda de reformas bajo el paraguas 
de la llamada Cuarta Transformación.

Con una mayoría legislativa afín, el Ejecutivo ha aprobado cambios sus-
tanciales con escasa deliberación plural. Organismos autónomos, como el 
Instituto Nacional Electoral (ine), han sido objeto de propuestas para su 
debilitamiento o desaparición. La Suprema Corte de Justicia de la Nación  
(scjn) ha sido blanco de ataques directos, cuestionando su autonomía y  
legitimidad. Este patrón evidencia una tendencia hacia la concentra-
ción del poder en la figura presidencial, lo que debilita los contrapesos 
institucionales.

La analogía con 1857 es clara: en ambos momentos, un grupo político con  
amplia ventaja utilizó su posición para transformar el orden jurídico, igno-
rando las voces disidentes y debilitando el equilibrio de poderes. Si en el 
siglo xix la imposición liberal derivó en la Guerra de Reforma, hoy existe  
el riesgo de que una dinámica similar erosione la estabilidad democrática. 
La polarización política, el desprecio por la oposición y el debilitamiento de 
instituciones independientes son señales de alerta que no pueden ignorarse.

La reforma a la Ley de la Industria Eléctrica es un ejemplo paradigmáti-
co. Pese a que la scjn señaló su inconstitucionalidad, el Ejecutivo defendió 
su visión de “interés nacional” e ignoró los fundamentos jurídicos. Asimis-
mo, las propuestas para modificar la integración del Poder Judicial y del 
ine representan intentos de subordinar a instituciones clave de la demo-
cracia mexicana. Estas acciones, justificadas bajo una narrativa de justicia  
social y combate a la corrupción, reflejan la misma lógica que criticaba  
Lassalle: la desconexión entre la constitución formal y la realidad de los 
factores de poder.

Si la historia enseña algo, es que las constituciones impuestas por ma-
yorías circunstanciales carecen de estabilidad. La experiencia de 1857 hace 
recordar que la falta de diálogo y consenso conduce a la confrontación. En 
el México contemporáneo, el riesgo es evidente: la concentración de poder 
bajo una sola visión ideológica amenaza con debilitar la pluralidad, minar 
los contrapesos y erosionar la democracia representativa.

El futuro del país depende de reconocer que el poder constituyente debe 
ejercerse con responsabilidad histórica. Reformar la Constitución no pue-
de ser un acto de imposición, sino un proceso de deliberación plural que 
incorpore a todas las voces de la sociedad. Solo así se evitará repetir los 
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errores del pasado. Ignorar esta lección puede llevar a una nueva etapa de 
crisis y división.

La Constitución de 1857 sigue siendo un referente fundamental para com-
prender el desarrollo del Estado mexicano, pero su historia es también una 
advertencia: las mejores ideas, si se imponen sin legitimidad inclusiva, pue-
den convertirse en la semilla de conflictos profundos.

En 2025, México enfrenta el desafío de aprender de su pasado y de ga-
rantizar que cualquier transformación política o constitucional surja del con-
senso, la pluralidad y el respeto a los factores reales de poder. Solo así se 
podrá evitar que la historia vuelva a repetirse con consecuencias tan devas-
tadoras, como las que marcaron la Guerra de Reforma.
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La Constitución de 1857, una mirada desde el siglo xxi ofre-
ce una nueva apreciación de este texto fundamental en la 
óptica contemporánea, al combinar enfoques históricos y ju-
rídicos para analizar su trascendencia. Mediante un estudio 
minucioso de las versiones facsimilares de los documentos 
originales, la obra revela el proceso de creación y las discu-
siones que dieron forma a esta ley suprema, además de que 
destaca su papel como piedra angular del constitucionalis-
mo mexicano. Este análisis no solo rescata el contexto de su 
elaboración, sino que también ilumina su influencia en el 
desarrollo de las leyes supremas posteriores.

El impacto de la Constitución de 1857 se extiende más 
allá de su texto para moldear el ejercicio del gobierno y 
la función pública en México. La obra examina cómo sus 
principios liberales —por ejemplo, la separación de poderes, 
la libertad de culto y la igualdad ante la ley— sentaron las 
bases para un sistema democrático forjado en el siglo xxi. 
Asimismo, explora cómo estas ideas han permeado en la 
concepción moderna de la democracia mexicana.

Finalmente, esta relectura invita a reflexionar acerca de la 
vigencia de los ideales plasmados en la Constitución de 1857 
y su relevancia en los desafíos actuales. Al conectar el pasado  
con el presente, los textos no solo enriquecen el entendi-
miento histórico, sino que también ofrecen herramientas 
para repensar el futuro de las instituciones democráticas en 
México, al subrayar la importancia de preservar y actualizar 
los principios constitucionales en tiempos de cambio.
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